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1.1 ADMINISTRACIONES PÚBLICAS, 
TRIBUTARIAS Y ORDENACIÓN ECONÓMICA
1.1.1 Introducción
...

Por tanto, es a partir del 10 de diciembre de 2015, cuando todas las administraciones, incluida la local, 
están obligadas a cumplir con las determinaciones de las leyes de transparencia. Para un cumplimiento 
efectivo de estos mandatos legales, lo lógico hubiera sido que, a la fecha de entrada en vigor de estas leyes, 
las Administraciones Locales concernidas contasen ya con ordenanzas de transparencia debidamente 
aprobadas y con los instrumentos informáticos necesarios -portales de transparencia- para hacer realidad 
las obligaciones de información activa que la normativa les encomienda.

No obstante, la realidad nos muestra una mayoría de Ayuntamientos carentes de ordenanzas de Transparencia 
debidamente aprobadas y en vigor, y con escasos supuestos de páginas web municipales que ofrezcan la 
utilidad de un portal de la transparencia donde la ciudadanía pueda acceder a la información que debería 
estar a su disposición sin necesidad de tener que solicitarla.

“Aunque hemos estimado conveniente ofrecer un margen de tiempo a las diferentes Administraciones 
andaluzas para dar efectividad a sus obligaciones legales en materia de transparencia, entendemos 
que los plazos ya se han agotado y estamos valorando el inicio de actuaciones de investigación para 
comprobar su efectiva implantación, habida cuenta la reiterada recepción de quejas denunciando 
incumplimientos por parte de las diferentes administraciones públicas, especialmente de sus 
obligaciones de facilitar las informaciones que les son expresamente requeridas.”

...

1.1.2 Análisis de las quejas admitidas a trámite
1.1.2.1 Administraciones Tributarias
1.1.2.1.1 Beneficios fiscales
Hemos recibido gran cantidad de quejas en relación con la gestión tributaria y recaudatoria que llevan 
a cabo las haciendas locales (Ayuntamientos y Diputaciones) por el Impuesto de Bienes Inmuebles (IBI). 

Unas veces el problema expuesto era la no aplicación de bonificaciones a las que los interesados creían 
tener derecho, como las establecidas en las Ordenanzas Fiscales correspondientes, por circunstancias 
familiares del contribuyente, como ser titular de familia numerosa. 

También tratamos el establecimiento en algunos municipios -principalmente de la Costa del Sol– de 
bonificaciones y de subvenciones o ayudas exclusivamente a empadronados en los mismos, para hacer 
frente al pago de la cuota tributaria por el IBI (a veces con inclusión del mismo problema respecto de las 
tasas por recogida de residuos sólidos urbanos).

Respecto de este tipo de situaciones, durante el ejercicio a que se contrae el presente Informe, continuamos 
tratando casos como el que dio lugar a la queja 13/1952, relativa al municipio de Vélez-Málaga, en el que 
-en relación con la ordenanza fiscal de IBI- se había establecido el requisito de estar censado en el Padrón 
de Habitantes para tener acceso a las referidas “subvenciones”.

Al respecto, la norma local establecía los elementos principales de la regulación o régimen jurídico 
contemplado en ella y señalaba que su objetivo no era otro que el establecimiento de ayudas para hacer 
frente a la cuota tributaria a aquellos vecinos que fueren propietarios de inmuebles que constituyeran su 
vivienda habitual y efectiva y estuvieran debidamente empadronados.
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Esta diferencia de trato entre las personas empadronadas y no empadronadas en el municipio se trataba 
de justificar aduciendo la necesidad de equilibrar la financiación de la Hacienda Local incrementando las 
transferencias de recursos de las Administraciones del Estado y de la Comunidad Autónoma y la participación 
en tributos de aquéllas, para lo cual se pretendía incidir en la variable poblacional fomentando, mediante 
estas medidas, un aumento del número de habitantes de derecho del municipio.

A la vista de la normativa de aplicación y, de la doctrina jurisprudencial mayoritaria, formulamos a la 
Corporación municipal Resolución poniendo de manifiesto la importancia del principio de reserva de 
ley en el ámbito de las bonificaciones tributarias, en virtud del cual no podrán autorizarse ni concederse 
más bonificaciones que las expresamente contempladas en una norma de rango legal. No figurando el 
empadronamiento entre dichas causas de concesión de bonificaciones, el reconocimiento, en virtud 
de una ordenanza fiscal, que carece de rango legal, de un trato fiscal privilegiado a las personas 
empadronadas comportaba un beneficio o bonificación fiscal ilícita sobre un tributo local que debía 
ser eliminado por no ser conforme a derecho.

Dicha Resolución no fue aceptada por la Administración Local, descartando actuar conforme a nuestras 
peticiones en el sentido de otorgar un trato igualitario a los sujetos pasivos con independencia de su 
condición o no de empadronados en el municipio, manteniendo la ordenanza fiscal en sus propios términos. 

1.1.2.1.2 La valoración catastral de los suelos urbanizables sin 
desarrollo urbanístico, a efectos del IBI
En la materia relativa al Impuesto de Bienes Inmuebles y como consecuencia de previo pronunciamiento 
jurisdiccional (Sentencia del Tribunal Supremo de 30 de mayo de 2014) y, de la posterior revisión de la 
normativa catastral, la Institución promovió de oficio la queja 15/3934 con relación a todos los municipios de 
Andalucía y, con objeto de impulsar la adopción por parte de los mismos de las medidas necesarias de 
colaboración con el Catastro Inmobiliario, en orden a la valoración catastral de suelos sin desarrollo 
urbanístico a efectos del IBI.

Al respecto, y teniendo en cuenta la nueva situación generada, tras la Resolución judicial referida y la 
consiguiente modificación de la normativa catastral, entendimos que se hacía necesaria una pronta y 
eficaz actuación por parte de los municipios de la Comunidad Autónoma en coordinación con el Catastro, 
que posibilitara dar efectividad con la mayor inmediatez a las disposiciones aprobadas por el Legislador 
para la revisión y adaptación de la normativa del Catastro inmobiliario, garantizándose así los derechos 
de los propietarios de los suelos afectados conforme a los nuevos criterios de valoración fiscal fijados en 
la mencionada sentencia.

Razones por la que formulábamos Resolución conteniendo Recomendación en el sentido que con la 
mayor celeridad y dentro del ejercicio 2015, se llevasen a efecto los trámites necesarios para remitir a los 
Órganos y Dependencias territoriales del Catastro la información necesaria para hacer efectiva la clasificación 
y valoración de los suelos afectados por la Ley 13/2015, de 24 de junio, de Reforma de la Ley Hipotecaria 
aprobada por Decreto de 8 de febrero de 1946 y del texto refundido de la Ley de Catastro Inmobiliario, 
aprobado por Real Decreto Legislativo 1/2004, de 5 de marzo.

Igualmente formulábamos Sugerencia en el sentido de que estudie la procedencia de adoptar medidas 
que hagan posible la traslación de los nuevos valores catastrales al importe de los recibos del Impuesto 
de Bienes Inmuebles correspondiente al ejercicio 2015.

La mayoría de las respuestas recibidas hasta la fecha de parte de las entidades locales interpeladas han 
sido positivas y demuestran gran receptividad ante nuestra Resolución.

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/le-pedimos-al-ayuntamiento-el-mismo-trato-en-el-cobro-del-ibi-a-personas-no-empadronadas
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/posicionamiento-ante-la-reforma-de-normativa-catastral-valoracion-de-los-terrenos-sin-desarrollo
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1.1.2.1.3 Impuesto sobre Vehículos de Tracción Mecánica: 
equiparación de exenciones por discapacidad y por 
incapacidades laborales
En el ámbito de las Haciendas Locales, hemos tratado con frecuencia durante 2015, cuestiones relativas 
al Impuesto sobre Vehículos de Tracción Mecánica (IVTM), materia en la que resaltamos las quejas en las 
que por las personas interesadas se nos plantea la denegación de sus solicitudes de reconocimiento 
de exención en el Impuesto referido, por considerar no extensibles al ámbito tributario local los efectos 
del Real Decreto Legislativo 1/2013, de 29 de noviembre, por el que se aprueba el Texto Refundido de la 
Ley General de derechos de las personas con discapacidad y de su inclusión social. 

Ello, pese a la acreditación por los contribuyentes de su condición de pensionistas de la Seguridad Social 
por incapacidad permanente en el grado de total, absoluta o gran invalidez o, su condición de pensionistas 
de clases pasivas que tengan reconocida una pensión de jubilación o de retiro por incapacidad permanente 
para el servicio o inutilidad para el mismo, en igualdad de condiciones con las personas que acrediten un 
grado de discapacidad del 33% o superior.

Nuestro posicionamiento en relación a estos asuntos y situaciones ha sido el de considerar que ya no 
existen razones o justificaciones que impidan la equiparación señalada en el Texto Refundido de la Ley 
General de derechos de las personas con discapacidad y de su inclusión social; por ello hemos interesado 
en estos casos la concesión de beneficios tributarios, como la exención contemplada para el IVTM. 
Propugnamos que los Ayuntamientos actúen en la remoción de las dificultades que, en sus Ordenanzas 
Fiscales, puedan constituir un obstáculo para tal equiparación.

Así, en expediente de queja 14/4138, promovido a instancia de parte respecto del Ayuntamiento de San 
Fernando (Cádiz), formulábamos Resolución, para que se adoptasen los acuerdos necesarios para el 
reconocimiento al interesado de la exención fiscal que solicita desde el ejercicio de 2013. Sugiriendo que 
se incluyera en la correspondiente ordenanza fiscal reguladora del Impuesto sobre Vehículos de Tracción 
Mecánica la consideración de suficiencia a efectos de la acreditación de un grado de discapacidad del 
33% o superior, de los certificados acreditativos de la condición de pensionistas de la Seguridad Social por 
incapacidad permanente en el grado de total, absoluta o gran invalidez, y los acreditativos de la condición de 
pensionistas de clases pasivas que tengan reconocida una pensión de jubilación o de retiro por incapacidad 
permanente para el servicio o inutilidad para el mismo.

En su respuesta, el Ayuntamiento de San Fernando nos indicaba que se trataba de una exención rogada 
y que, al haber quedado firme su denegación formulada en 2013, el interesado tenía que volver a solicitar 
la exención en el ejercicio anterior a aquel en que pretendiera hacer efectiva la misma, debiendo aportar 
con su solicitud la documentación prevista en el texto de la Ordenanza Fiscal aprobada. Añadiendo que el 
Juzgado de lo contencioso administrativo nº 2 de Cádiz, había dictado Sentencia desestimando el recurso 
formulado por el interesado. 

Analizada la respuesta, por el Defensor del Pueblo Andaluz se ratificó el sentido y el contenido de la 
Resolución dictada, aclarando al Ayuntamiento que la Sentencia referida en apoyo a su postura dejaba 
claro que el problema se solucionaría con un simple cambio en la Ordenanza fiscal en cuanto a la 
forma de acreditación del grado de discapacidad, tal y como había sugerido esta Institución en su 
Resolución, cuyo cumplimiento reiteraba.

1.1.2.1.4 Exención del Impuesto sobre el Incremento 
de Valor de los Terrenos de Naturaleza Urbanística en 
supuestos de dación en pago

Cuestión llamativa ha sido la planteada por contribuyentes que, al no poder hacer frente al pago de la 
hipoteca constituida en garantía de la compraventa de vivienda habitual, se habían visto abocados 
a su dación en pago a la entidad financiera o, a un tercero designado por ésta, encontrándose con la 
exigencia por parte de las administraciones tributarias de que afrontaran el cumplimiento de sus 

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/le-hemos-pedido-al-ayuntamiento-de-san-fernando-que-los-pensionistas-por-incapacidad-permanente-se
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obligaciones de pago por el Impuesto de Plusvalía basado en dicha trasmisión inmobiliaria, sin aplicar 
la exención establecida al respecto por la Ley 18/2014, de 15 de octubre. 

La renuencia de algunas administraciones locales a aplicar esta exención legal propició la incoación de 
oficio de la queja 14/3994, dirigida a todos los ayuntamientos de Andalucía y Organismos Provinciales 
de Recaudación, instándoles a dar cumplimiento efectivo a la exención aprobada legalmente y 
conminándoles a aplicar de oficio la misma en relación a las liquidaciones practicadas desde 2010, 
dado el carácter retroactivo que el legislador había determinado para dicha exención.

Con independencia de esta actuación general, nos vimos obligados a intervenir ante ayuntamientos concretos 
en casos puntuales de incumplimiento de esta Ley, a instancia de los sujetos pasivos afectados. Tal fue el 
caso de las quejas 15/0311, 15/0358 y 15/1861. 

En todas ellas, formulamos al Ayuntamiento concernido Resolución sobre la base de la efectuada en la queja 
14/3994 por la propia Institución, resultando las mismas finalmente aceptadas por las Administraciones 
destinatarias, no sin algunas reticencias.

La exención que nos ocupa, fue establecida conforme a las previsiones del Texto Refundido de la Ley 
Reguladora de las Haciendas Locales, incluidas tras su modificación mediante la normativa destinada a la 
adopción de medidas urgentes para el crecimiento, la competitividad y la eficiencia, (Ley 18/2014, de 15 
de octubre).

Teniendo en cuenta que en la misma se estableció que la nueva exención en la regulación del Impuesto 
sobre el Incremento del Valor de los Terrenos de Naturaleza Urbana se aplicaría «con efectos desde el 1 de 
enero de 2014, así como para los hechos imponibles anteriores a dicha fecha no prescritos», tal previsión 
implicaría una aplicación retroactiva de la exención que alcanzaría a los hechos imponibles producidos a partir 
del 1 de enero de 2010 y que debería traducirse, necesariamente, en la devolución por las Administraciones 
Tributarias locales de las cantidades percibidas por este impuesto -desde tal fecha- cuando concurran los 
requisitos exigidos para la aplicación de dicha exención.

1.1.2.1.5 Tasas y precios públicos
En procedimiento de gestión de cobro de tasa por recogida de residuos sólidos urbanos tramitado por el 
Ayuntamiento de La Algaba (Sevilla), el interesado, en sus alegaciones ante esta Oficina formuladas en la 
queja 10/4600, insistía en que el documento que se puso al cobro no estaba correctamente formulado y 
en que no habría lugar a efectuar el embargo que se le práctico, debiendo la Administración rectificar los 
errores y expedir un nuevo documento para su pago. 

De lo actuado en la queja se desprendía que efectivamente, y pese a haber realizado reclamación el 
interesado poniendo de manifiesto tal error y solicitando su rectificación, el Ayuntamiento efectuó la 
pertinente corrección respecto del objeto tributario, en cumplimiento de sus obligaciones formales; 
pero conforme se desprendía de la información recibida, al iniciarse la pertinente vía de apremio por la 
Administración gestora de la recaudación (OPAEF), se efectuaron las Diligencias y actuaciones ejecutivas 
consignando erróneamente el objeto tributario de la tasa referida, sin resolución de la reclamación del 
promovente de la queja. 

Tras formular nuestras consideraciones, así como la obligación de actuar conforme al derecho de los 
ciudadanos a una buena administración, formulamos Resolución en el sentido de que por la Administración 
tributaria y de gestión recaudatoria, actuando coordinadamente y en el marco de su contrato de gestión 
respectivo, se rectificaran las liquidaciones y documentos –si no hubiere transcurrido el plazo de prescripción 
para ello- y se procediera a efectuar la devolución de ingresos indebidos, sobre la base de la existencia 
del error material en el objeto tributario de aquellas liquidaciones por tasa de recogida y tratamiento de 
basuras, llevando acabo las necesarias rectificaciones y anotaciones contables y facilitando respuesta 
expresa al escrito de reclamación del interesado.

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/exencion-del-impuesto-en-las-transmisiones-de-viviendas-por-dacion-en-pago-o-ejecucion-hipotecaria
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/solicitud-ante-el-ayuntamiento-de-la-algaba-reclamando-la-devolucion-de-tasa-de-basura
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La Administración municipal concernida respondió tardíamente, al tener conocimiento de la inclusión de 
la queja en el Informe Anual, oponiéndose a nuestras argumentaciones, aunque eso sí rectificando el error 
material producido respecto del objeto tributario, pero sin devolución de los ingresos indebidos que se 
solicitaron. 

En relación con el establecimiento de tasas por la realización de servicios administrativos/urbanísticos 
tratamos la queja 12/1458 presentada por interesado que había acudido a su Ayuntamiento (Alcalá de 
Guadaíra) solicitando información sobre la normativa municipal de aplicación y posibilidad -conforme a la 
misma- de instalar un aparato de aire acondicionado en fachada de edificio, con evacuación de agua de 
condensación a vía pública. 

Al respecto, la actuación municipal fue la de emitir un simple escrito referenciando someramente los 
preceptos de ordenación urbanística local de aplicación al caso, cobrándole por ello 28,34 euros, aduciendo 
la necesidad de dar cumplimiento a lo dispuesto en la Ordenanza Fiscal reguladora de la tasa por expedición 
de licencias urbanísticas y por prestación de otros servicios urbanísticos. Todo ello, sin que se hubiera 
informado previamente al interesado del coste que le supondría la respuesta a la consulta efectuada, ni 
se le hubiera requerido autoliquidación alguna.

Estudiada la Ordenanza Fiscal correspondiente, consideramos conveniente formular Resolución  para que 
el Ayuntamiento procediera a modificar la misma a fin de clarificar los supuestos en que una solicitud de 
información pudiere dar lugar a la elaboración de un informe urbanístico sujeto a gravamen, incluyendo 
la liquidación provisional e ingreso previo, como forma de pago, e interesando la devolución de ingresos 
efectuada por la parte interesada en este caso.

Nuestra Resolución no ha obtenido respuesta del Ayuntamiento interpelado, que persiste en mantener la 
referida ordenanza en sus mismos términos, obligándonos con ello a incluir la referencia a esta negativa 
injustificada en el presente Informe Anual en la confianza de que sirva como recriminación pública y ayude 
a modificar la actitud de esta Corporación.

1.1.2.1.6 Ejercicio de Derechos contenidos en el Estatuto del 
Contribuyente
Incluimos los expedientes de queja que tramita la Institución en relación con los procedimientos de recurso, 
reclamación o revisión promovidos por los contribuyentes en los diversos ámbitos de materia tributaria 
(gestión, liquidación, recaudación e inspección). 

En este sentido, son bastante frecuentes los episodios de silencio administrativo tanto frente a las 
solicitudes iniciales de los interesados ejercitando sus derechos en procedimientos de naturaleza 
tributaria (mayoritariamente en aquellos en los que se solicita devolución de ingresos indebidos), 
como también en vía de recurso. 

Así, en lo tocante a la interposición de recurso de reposición debimos adoptar la resolución de inclusión en 
este Informe Anual del expediente de queja 12/5826, promovido respecto del Ayuntamiento de Almonte, 
por no contestar a un recurso de reposición formulado por la parte interesada contra una providencia de 
apremio. Expediente en el que, a pesar de las gestiones realizadas por esta Institución, seguimos sin respuesta 
del Ayuntamiento a la Resolución formulada, recordándole la obligación de contestar expresamente el 
recurso de reposición referido. Ello lo interpretamos como una no aceptación de la Resolución formulada 
en la presente queja.

En la mayor parte de los casos, con nuestra intervención logramos la reacción de la Administración que 
resuelve -a destiempo-, aceptando en bastantes ocasiones la pretensión del contribuyente y, justificándonos 
el retraso, normalmente por falta de medios .

Es lo que sucede -igualmente- en los procedimientos de reclamaciones económico administrativas, así 
como en relación con la organización y funcionamiento de los órganos especiales de revisión en materia 
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económico -administrativa, en la que se nos han planteado varias quejas indicando los considerables 
retrasos en atender y resolver las reclamaciones formuladas por las personas contribuyentes en ejercicio 
de tan primordial derecho de su estatuto. 

En algunos casos, al dirigirnos al órgano de revisión -Tribunales Económico Administrativos dependientes 
de municipios de gran población- la propia respuesta de estos tribunales resultaba desalentadora, por 
cuanto que justificándolo en su falta de medios personales y materiales, señalaban asuntos para su debate 
y resolución en plazos de hasta dos años, muy por encima del plazo legal señalado de un año, o 6 meses 
en los procedimientos de tramitación abreviados.

Así los expedientes de queja 14/2796 y, 14/4339, promovidos a instancia de parte sobre el Tribunal 
Económico Administrativo Municipal de Sevilla, en los que constatamos la demora excesiva en resolver las 
reclamaciones formuladas. 

Lo que nos movió a formular las Resoluciones en queja 14/2796 Resolución, y queja 14/4339 Resolución, 
básicamente coincidentes, con Recordatorio de deberes legales contenidos en los artículos 103.1 de la 
Constitución Española, 31 del Estatuto de Autonomía para Andalucía y 3 de la Ley de Régimen Jurídico de 
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, en lo relativo a los principios de 
eficacia, eficiencia, servicio al ciudadano, con sometimiento pleno a la Ley y al Derecho, e impulsar de oficio 
los procedimientos en todos sus trámites. 

Añadíamos Recomendación en el sentido de que por la Alcaldía, de acuerdo con las atribuciones que le 
otorga el artículo 21.1 a) de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases de Régimen Local, en cuanto 
a la dirección del gobierno y la Administración Municipal, se adoptasen las medidas que procedieran para 
dotar al Tribunal Económico-Administrativo de los medios suficientes que permitieran evitar los retrasos 
estructurales que se producen en la tramitación y resolución de las reclamaciones económico-administrativas 
que se presentan por parte de la ciudadanía. 

En línea con lo resuelto en los anteriores expedientes, la propia Institución ante la evidencia de tal disfunción 
en el funcionamiento de tan importantes y necesarios órganos de revisión administrativa especial, ha 
iniciado de oficio la queja 15/4226, respecto de todos y cada uno de los municipios que pudieran 
resultar obligados en Andalucía a constituir, dotar y contar con Tribunal Económico Administrativo, 
con objeto principalmente de descongestionar a los Tribunales de Justicia de recursos contencioso 
administrativos por temas tributarios.

1.1.2.2 Administraciones Públicas y Ordenación 
Económica
1.1.2.2.1 Transparencia, participación y buena administración
El nuevo régimen jurídico introducido en la materia por las Disposiciones legales básicas estatal y autonómica, 
no es la única justificación -aunque sí la principal- para que abordemos en el presente ejercicio esta materia 
de forma preferente.

También nos ha decidido a ello el número de expedientes que hemos debido tratar en el  ejercicio anual 
(un total de 55), lo que viene a representar casi el 50%, de los expedientes recibidos en relación a la materia 
de Administraciones Públicas y Ordenación Económica.

Entre las quejas recibidas se incluyen las que evidencian la falta de atención, información y respuesta 
ante solicitudes o peticiones, que con fundamento en el estatuto del vecino, han sido formuladas por la 
ciudadanía a sus respectivos Ayuntamientos y Agencias instrumentales.

Estas quejas, la mayor parte de las veces, vienen a concluir con el ofrecimiento de una contestación por 
parte de la administración concernida. Así ocurrió en la queja 15/2603, promovida a instancia de parte 
respecto del Ayuntamiento de Sevilla, solicitando información acerca de los incentivos por recaudación de 
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las personas que instruyen y resuelven los procedimientos sancionadores de tráfico. Solicitud que quedó 
sin respuesta en un primer momento, pero que el Ayuntamiento aceptó responder al interesado tras 
nuestra intervención, dando fin a la situación de silencio administrativo. 

Otras veces, nuestras actuaciones han finalizado con el dictado de una Resolución por parte del Defensor del 
Pueblo Andaluz, ante el silencio de las Administraciones Locales, incluso a la propia petición de colaboración 
con esta Institución, así la queja 14/5690, y las quejas acumuladas a la misma 15/1224, 15/1418, 15/1311, 
referidas al Ayuntamiento de Beas, en las que formulamos una única Resolución. 

En el expediente de queja 14/1058, promovido respecto del Ayuntamiento de Puerto Real, dictamos 
Resolución, que al no ser contestada en un primer momento y transcurridos los plazos habilitados para 
ello, mereció la de inclusión en el Informe Anual al Parlamento de Andalucía, adoptada en fecha 30 de 
noviembre de 2015, si bien con posterioridad, en fecha 15 de diciembre de 2015, tras cerrar la queja se 
recibió respuesta municipal al respecto justificando la actuación mantenida por la Administración concernida, 
sin pronunciarse expresamente sobre la aceptación o no de nuestra Resolución. 

Sobre el Ayuntamiento de Sevilla, debimos tramitar la queja 15/0397, en la que formulábamos nuestra 
Resolución en pro de la petición de información y de participación ciudadana en cuanto a la organización 
y funcionamiento de las Juntas de Distrito.

Lo mismo sucedía en la queja 14/1000, promovida por una Asociación de ciudadanos respecto del 
Ayuntamiento de Espartinas, por la falta de respuesta -por el Consistorio- a multitud de escritos presentados. 
En ella, también formulamos Resolución, incluyendo entre otras cuestiones la petición de que, a la mayor 
brevedad posible, se procediera por el Ayuntamiento a implementar sistemas que permitieran integrar la 
gestión de solicitudes de información de la ciudadanía en el funcionamiento de la Corporación, con arreglo 
a las exigencias previstas en la normativa sobre transparencia, acceso a la información y buen gobierno, 
acogiendo por tanto los principios inspiradores de tal norma. 

También citamos la queja 14/4586, respecto del Ayuntamiento de Chiclana de la Frontera, por la falta 
de respuesta a solicitud de bonificación de tarifa de uso de instalación deportiva en la que formulamos 
Resolución, que finalmente resultó aceptada.

Igualmente, en la queja 15/1654, respecto del Ayuntamiento de Molvízar en relación con falta de respuesta 
a escrito en el que comunicaba la realización de obras no autorizadas, formulamos Resolución sobre el 
deber de resolver el procedimiento iniciado por el escrito del interesado. Lo mismo sucedía en la queja 
15/2068, promovida sobre falta de acuse de recibo ante ejercicio del derecho de petición, también respecto 
del Ayuntamiento de Molvízar, formulando en ella las Resolución que constan en las actuaciones.

En la queja 14/5153, promovido a instancia de parte con respecto al Ayuntamiento de Burguillos, el 
interesado nos exponía que presentó escrito sobre la disponibilidad de la Policía Local, ya que había estado 
intentando contactar con ellos durante dos días sin éxito con objeto de denunciar unos hechos. Al respecto, 
formulamos nuestra Resolución, finalmente aceptada. 

Debemos efectuar una referencia específica a la tramitación de la queja 13/5071, promovida por una 
Fundación pública, entidad sin ánimo de lucro, cuya finalidad es la gestión, mantenimiento y promoción de 
la Vía Verde de la Sierra (antiguo trazado ferroviario acondicionado para el uso de ciclistas, senderistas y 
caballistas). Se trata de una entidad integrada por las Diputaciones de Sevilla y Cádiz y los Ayuntamientos 
de Coripe, El Coronil, Pruna, Montellano, Olvera y Puerto Serrano. 

La queja venía motivada porque en los estatutos de la Fundación se regula que tanto las Diputaciones 
como los Ayuntamientos han de aportar una cantidad anual para su funcionamiento, siendo así que los 
Ayuntamientos no pagaban su aportación, en algunos casos desde el año 2006. Solicitado el oportuno 
informe a los Ayuntamientos denunciados por morosidad, el mismo fue evacuado por los Ayuntamientos de 
Coripe, Puerto Serrano, Olvera y Pruna, no habiéndose obtenido respuesta ni de El Coronil, ni de Montellano.

Analizados los informes recibidos, se reconocía por las Corporaciones Locales el impago existente y se 
justificaba el mismo aduciendo la existencia de problemas de financiación y liquidez que impedían atender 
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las obligaciones de pago asumidas. Únicamente difería el informe evacuado por el Ayuntamiento de Olvera, 
que manifestaba haber abonado las cantidades que adeudaba.

A la vista de la información recibida formulamos Resolución a los Ayuntamientos incumplidores, solicitándoles 
la localización de fórmulas que, de alguna manera, vinieran a hacer posible la atención continuada de las 
obligaciones económicas asumidas o, en su caso, la implementación de sistemas de gestión más eficientes, 
aunque igualmente eficaces.

Resolución que fue aceptada y respondida por los Ayuntamientos de Puerto Serrano y Coripe, no así por 
los de Pruna, El Coronil y Montellano, razón por la cual hemos acordado la inclusión de lo actuado respecto 
a los mismos en el presente Informe Anual al Parlamento de Andalucía. 

Sobre la Diputación de Córdoba, recibimos la queja 14/3260, en la que por una Asociación ecologista se 
nos comunicaba que fueron presentados en junio de 2014 diferentes escritos, solicitando información 
en asuntos relativos a actuaciones que la Entidad Provincial habría llevado a cabo en apoyo y defensa 
de la tauromaquia, sin obtener respuesta alguna. Tras nuestra petición de informe no atendida en un 
primer momento, formulamos Resolución instando a facilitar la información solicitada sin mas dilación y 
a implementar con diligencia las obligaciones derivadas de las leyes de transparencia. Resolución aceptada 
por la Diputación y en proceso de cumplimiento.

De otra parte, debemos reseñar aquellos otros expedientes de queja en los que se denuncian solicitudes 
desatendidas de acceso a información y documentación realizadas por concejales o por los grupos 
políticos presentes en los plenarios municipales. Personas revestidas de un estatuto cualificado para 
el desempeño y ejercicio de las funciones que les vienen atribuidas por la normativa básica reguladora 
del Régimen Local, en su condición de representantes libremente elegidos en elecciones periódicas por 
sufragio universal. 

Así tramitamos la queja 15/3289, promovida respecto del Ayuntamiento de Cartaya, por un grupo político, 
solicitando información sobre rotondas ejecutadas en el Municipio. Toda vez que el expediente se inició a 
los efectos de romper el silencio mantenido por el referido Ayuntamiento a escrito de fecha 30 de enero de 
2015, y considerando que dicha cuestión había quedado solventada tras nuestra intervención, resolvimos  
dar por concluidas nuestras actuaciones en la queja al considerar que la Administración municipal había 
roto el silencio administrativo.

La realización de elecciones locales durante 2015 ha dado lugar a situaciones curiosas como la producida 
en aquellos expedientes de queja promovidos por representantes de grupos políticos de la oposición 
que denunciaban a la Corporación municipal por incumplimiento de las normas de transparencia y buen 
gobierno, y que, tras el proceso electoral, se veían en la tesitura de tener que dar cumplimiento, ahora 
como gobernantes municipales a las Resoluciones dictadas por esta Institución a su instancia demandando 
del Ayuntamiento la implementación de las leyes de transparencia.

Así ocurrió en relación con varias quejas (queja 14/4823, queja 14/5690, queja 15/1224, queja 15/1418 y 
queja 15/1311) promovidas contra el Ayuntamiento de Beas por un grupo político municipal de oposición 
al no haberle sido facilitada por el Ayuntamiento diversas informaciones oportunamente solicitadas. En 
relación a todas ellas formulamos al Ayuntamiento una única Resolución interesando el cumplimiento de las 
obligaciones estipuladas en las leyes de transparencia y la entrega sin mas dilaciones de las informaciones 
y documentos solicitados.

La respuesta recibida desde el Ayuntamiento de Beas, tras la celebración de las elecciones, fue la que sigue: 

“Desde que este Alcalde que suscribe...tomó posesión de su cargo el día 13 de junio de 2015, 
se están implementando en el Ayuntamiento de Beas políticas de transparencia., entre ellas, la 
publicación en la web del Ayuntamiento (www.aytobeas.es) de todas las actas de las sesiones 
del Pleno Municipal y de la Junta de Gobierno Local, entregando las minutas de las actas de 
las sesiones, junto con la convocatoria de las sesiones plenarias a todos los concejales, como 
establece el art. 80.2 del Reglamento de Organización, Funcionamiento y Régimen Jurídico FO, 
trasladándoles igualmente copia de las actas de todas las sesiones de la Junta de Gobierno Local, 
según dispone el art. 113,1b) del ROF”.
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A la vista de esta respuesta podría pensarse que no hay mejor aprendizaje acerca de la importancia de las 
leyes de transparencia que haber sufrido las consecuencias de su incumplimiento. 

También estimamos oportuno reseñar la queja 14/5056, promovida ante el Consorcio de Aguas del Plan 
Écija por concejales de uno de los Ayuntamientos consorciados que denunciaban la falta de respuesta a su 
solicitud de vista del expediente de aprobación del Convenio de colaboración suscrito entre el Consorcio y 
el Ayuntamiento en cuestión y copia del Acta de la Junta de General del Consorcio de fecha 18 de noviembre 
de 2013 donde fue aprobado el mismo. 

Tras formular la oportuna Resolución al Consorcio, instándole a  dar respuesta a los interesados y facilitar la 
información interesada, el expediente concluyó positivamente tras informarnos el Consorcio que ya estaba 
la información en poder de los concejales denunciantes. No obstante, debemos señalar que tal resultado 
vino motivado mas como consecuencia de la interposición de un recurso judicial por parte de los Concejales, 
que como resultado de una asunción plena por el Consorcio del contenido de nuestra Resolución.

También hubimos de formular la preceptiva Resolución en relación con la tramitación de la queja 14/5944, 
promovida por el representante de un grupo municipal de oposición ante el Ayuntamiento de Espartinas, 
que denunciaba que tras efectuar diferentes solicitudes de información y acceso a documentación, con 
objeto de realizar la labor del grupo municipal, por el Alcalde se les ponían trabas para el desempeño de 
dicha función. 

Un aspecto que continúa generando quejas entre la ciudadanía es el relativo a las incidencias que 
se producen cuando los vecinos desean ejercitar sus derechos de acceso a los Plenos municipales 
y participación en los mismos.

Así, en la queja 15/0284, tuvimos ocasión de conocer que en sesión extraordinaria de fecha 19 de febrero 
de 2014, convocada en la Entidad Local Autónoma de La Redondela, al iniciar la celebración del Pleno se 
solicitó al público asistente que se abstuviera de grabar imágenes, aunque sí fue permitido grabar en audio. 

Por la Institución, se formuló con fecha 16 de febrero de 2015 Resolución instando a que se permitiera 
a la ciudadanía el derecho reconocido a la grabación, de imágenes y audio, con medios propios, de las 
citadas sesiones plenarias, y a participar en los asuntos públicos que sean abordados.

Dicha resolución fue desestimada por la Corporación Municipal aduciendo la condición de municipio de 
escasa población y basándose en jurisprudencia del Tribunal Supremo -de antigua data y contradictorios 
con pronunciamientos judiciales mas recientes- y en pronunciamientos de la Agencia Española de Protección 
de Datos de dudosa aplicación al acaso analizado-.

Tras rebatir las argumentaciones del Consistorio citando expresamente lo dispuesto en la Ley 1/2014, de 24 
de junio, de Transparencia Pública de Andalucía y, en particular, en su articulo 21 cuando señala lo siguiente:

«Cuando las entidades locales celebren sesiones plenarias, facilitarán, salvo que concurran 
causas justificadas de imposibilidad técnica o económica, su acceso a través de Internet, 
bien transmitiendo la sesión, bien dando acceso al archivo audiovisual grabado una vez 
celebrada la misma. En todo caso, las personas asistentes podrán realizar la grabación de las 
sesiones por sus propios medios, respetando el funcionamiento ordinario de la institución».

Comoquiera que nuestra Resolución había sido desestimada acordamos la inclusión de la queja en el 
Informe Anual al Parlamento de Andalucía.

1.1.2.2.2 Protección de datos
Durante el pasado ejercicio debimos iniciar de oficio la queja 15/4327, al tener conocimiento de que, 
desde hacía unos seis meses antes, se venía produciendo un fallo grave de seguridad en la página web 
de la Agencia Tributaria del Ayuntamiento de Sevilla, página que a su vez se encontraba alojada en la 
propia web del Consistorio.
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Según las citadas fuentes informativas, desde un enlace indexado por el buscador Google, y simplemente 
con introducir el DNI se podía acceder a los datos privados de cualquier ciudadano empadronado en el 
municipio (nombre, direcciones, cuentas corrientes, embargos ...). Este fallo en la seguridad parecía no 
proceder de la página web municipal, donde no se había detectado problema alguno, sino de la página 
de la Agencia Tributaria municipal que era independiente de la web municipal pese a estar alojada en su 
portal, correspondiendo su gestión y seguridad a una entidad privada que, según las informaciones hechas 
públicas, era una empresa especializada que resultó adjudicataria del contrato.

Pues bien, dado que los hechos suponían -de resultar ciertos- una vulneración del derecho a la intimidad 
y a la seguridad de los ciudadanos, que podría afectar derechos contenidos en el Título primero de la 
Constitución, especialmente el derecho fundamental a la protección de datos, la Institución consideró 
procedente iniciar actuaciones de oficio.

En este sentido, se estimó procedente dirigir escrito al Ayuntamiento de Sevilla, a través del cual solicitar la 
evacuación de informe acerca de la cuestión planteada, y en concreto en relación a las medidas adoptadas 
tanto en la subsanación del fallo como en la depuración de responsabilidades.

Recibido el informe emitido por la Gerencia de la Agencia Tributaria del Ayuntamiento de Sevilla y cuando 
procedíamos a su valoración y análisis, tuvimos conocimiento por los medios de comunicación, finalizando 
el mes de octubre de 2015, de la producción de otro fallo de seguridad en la web de la Agencia Tributaria 
local, fallo que -según las fuentes indicadas- dejaba ver todos los datos relacionados con los impuestos 
municipales, deudas pendientes con la Hacienda local, datos personales de sujetos pasivos personas físicas 
y/o jurídicas, e incluso los números de las cuentas corrientes en las que estaban domiciliados los recibos. 

Por tal razón procedimos a dirigirnos nuevamente al Ayuntamiento solicitándole la emisión de ampliación 
del informe que nos había remitido anteriormente, a los efectos de conocer las acciones emprendidas por 
la Gerencia tras tener conocimiento del nuevo problema de protección de datos en la web.

En especial, le solicitamos que nos informara detalladamente sobre la aplicación de las medidas que se 
anunciaban en el último párrafo del escrito que ya habíamos recibido de la Agencia Tributaria Municipal, 
en relación con la exigencia de responsabilidades a la empresa concesionaria, conforme a las clausulas 
de penalización establecidas en las condiciones administrativas particulares de los pliegos firmados, para 
el caso de que se repitiera el problema. En los momentos actuales estamos a la espera de recibir este 
segundo informe.

1.1.2.2.3 Turismo
En la Oficina del Defensor del Pueblo Andaluz se han recibido al final del periodo estival diversas 
comunicaciones de particulares en relación a la infraestructura de interés general y de gran potencial turístico 
y socio-económico ubicada en la provincia de Málaga y denominada Caminito del Rey, que motivaron que 
la Institución iniciara de oficio la queja 15/4732.

En las denuncias referidas se indicaba que las entradas gratuitas para visitar el Caminito del Rey estaban 
agotadas hasta el mes de noviembre, según la información facilitada por la página web dispuesta a tal 
efecto, pese a lo cual habían tenido conocimiento de que la Diputación de Málaga había asignado a los 
ayuntamientos de Álora y de Ardales un cupo de 300 entradas diarias a cada uno, que habrían sido repartidas 
-desde los municipios- a restaurantes y negocios de hostelería de la zona, los cuales facilitaban dichas 
entradas a sus clientes si previamente realizaban consumiciones por un importe mínimo determinado en 
los establecimientos referidos.

Por los denunciantes se consideraba que, si bien las entradas entregadas por los establecimientos hosteleros 
se publicitaban como gratuitas, en realidad no lo eran ya que su entrega estaba condicionada a la realización 
de un consumo mínimo, lo que, a su juicio, era una práctica irregular que contradecía la gratuidad anunciada 
por la Diputación durante los primeros meses de apertura de la instalación.

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/actuamos-de-oficio-para-conocer-las-medidas-para-la-gestion-del-camino-del-rey-malaga
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En base a los artículos 18.1 y 19.1 de la Ley del Defensor del Pueblo Andaluz, hemos solicitado formalmente 
la colaboración de los Ayuntamientos mediante la remisión del informe, junto a la documentación oportuna 
y que permitiera el esclarecimiento de los motivos de la queja tramitada. 

En parecidos términos, nos hemos dirigido ya a la Diputación Provincial de Málaga. En los momentos 
actuales estamos pendientes de recibir la información solicitada. 

1.1.2.2.5 Contratación con el sector público
En relación con esta materia tuvimos ocasión de tramitar la queja 15/2688, remitida por terapeutas del 
Centro de Atención Infantil Temprana de Morón de la Frontera, que nos exponían que el Centro y su 
zona de influencia (Coripe, Pruna, El Coronil y Montellano) estaba integrado por tres terapeutas, que venían 
atendiendo a niños entre 0 y 6 años de edad con problemas en su desarrollo o riesgo de padecerlos, así 
como a sus familias y entorno más cercano, encontrándose en una situación de impago de retribuciones 
desde diciembre de 2014, pues según ellas, la Delegación Territorial de Igualdad, Salud y Políticas Sociales 
no transfería el dinero conveniado al Ayuntamiento de Morón de la Frontera. Añadían que la situación de 
impago, se agravaba por la relación contractual de Prestación de Servicios que las Terapeutas se veían 
obligadas a establecer con el Ayuntamiento, debiendo previamente estar al corriente en los pagos mensuales 
de Seguridad Social (Autónomos), lo que les hacía más difícil su situación económica.

A este respecto, recibimos informe de la Delegación Territorial de la Consejería de Igualdad, Salud y Políticas 
Sociales, en el que nos indicaba que había suscrito convenios de colaboración con los municipios de la 
provincia de Sevilla para el desarrollo del Servicio de Atención Infantil Temprana, añadiendo que, en 
cumplimiento del art. 2.3, del Decreto Ley 7/2014, de 20 de mayo por el que se establecieron medidas 
urgentes para la aplicación de la Ley 27/2013, de 27 de diciembre de racionalización y sostenibilidad de 
la Administración Local, se había requerido por parte de la Delegación Territorial que los Ayuntamientos 
colaboradores aportaran informe justificativo de no incurrir en ejecución simultánea de la actividad y sobre 
la suficiencia financiera para la ejecución del Convenio de Atención Infantil Temprana, señalando que el 
Ayuntamiento de Morón de la Frontera no había remitido la información completa hasta el 15 de junio de 
2015, siendo además formulados reparos a la misma por la Intervención Provincial de la Consejería de 
Hacienda y Administración Pública, estando el abono de certificaciones pendiente de la fiscalización indicada, 
habiendo hecho efectivo el abono de algunas certificaciones de mensualidades anteriores, ya fiscalizadas.

Por otra parte, en el informe recibido del Ayuntamiento de Morón de la Frontera se nos indicaba que la 
Atención Infantil Temprana es un servicio de competencia autonómica y que el Ayuntamiento, previa firma 
del Convenio de Colaboración, lo venía prestando y que también facilitaba el material, local para despacho 
y los servicios necesarios para el mismo.

Como la situación de pendencia del pago de retribuciones estaba siendo ya fiscalizada, y se habían abonado 
algunas de las mensualidades atrasadas, todo nos hizo pensar en la regularización de la situación, razón 
por la que archivamos las actuaciones. 

1.1.3 Actuaciones de oficio, Colaboración de 
las Administraciones y Resoluciones
Por lo que se refiere a actuaciones de oficio, a continuación se relacionan las que han sido iniciadas a lo 
largo del año:

• Queja 15/3934,  dirigida a todos los Ayuntamientos de Andalucía, relativa a la adecuación del valor catastral 
de los terrenos sin desarrollo urbanístico a lo dispuesto en la Sentencia del Tribunal Supremo de 30 de 
mayo de 2014 y para que utilicen dicho valor como base para el cálculo de impuestos como el Impuesto 
sobre Bienes Inmuebles o el Impuesto sobre el Incremento del Valor de los Terrenos de Naturaleza Urbana.

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/nos-informan-de-las-gestiones-para-poder-pagar-a-los-terapeutas-de-centro-de-atencion-temprana-en
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/nos-interesamos-por-la-valoracion-catastral-de-suelos-sin-desarrollo-urbanistico-a-efectos-del-ibi


Desglose por materias · IAC 2015 1. Administraciones Locales · 16

• Queja 15/4226,  dirigida a los Ayuntamientos de Andalucía que pudieran contar con Tribunales Económico 
Administrativos, relativa a la organización y funcionamiento de los mismos.

• Queja 15/4327,  dirigida al Ayuntamiento de Sevilla, relativa a fallo de seguridad en la web municipal del 
citado ayuntamiento.

• Queja 15/4732,  dirigida a la Diputación Provincial de Málaga y los ayuntamientos de Álora y Ayuntamiento 
de Ardales, en relación a las restricciones en la distribución de permisos de acceso al “Caminito del Rey”.

Con respecto a la colaboración de las Administraciones con esta Institución la misma ha sido aceptable. No 
obstante, a continuación se destacan las resoluciones dictadas por el Defensor que no han obtenido 
la respuesta colaboradora de las Administraciones Públicas a tenor del artículo 29.1 de la Ley 9/1983, 
del Defensor del Pueblo Andaluz:

•Resolución relativa a la falta de respuesta del Ayuntamiento a reclamación de la persona promotora de la 
queja solicitando devolución de tasa de basura por error en el objeto tributario, dirigida al Ayuntamiento 
de La Algaba en el curso de la queja 10/4600.

• Resolución relativa a solicitud de modificación de la Ordenanza Fiscal reguladora de la Tasa por Expedición 
de Licencias Urbanísticas y por Prestación de Otros Servicios Urbanísticos a fin de clarificar los supuestos 
en que una solicitud de información puede dar lugar a la elaboración de un informe urbanístico sujeto a 
gravamen, dirigida al Ayuntamiento de Alcalá de Guadaíra en el curso de la queja 12/1458.

• Resolución relativa a la falta de respuesta del Ayuntamiento de Almonte ante Recurso de Reposición 
formulado por la persona promotora de la queja 12/5826.

• Resolución relativa a discriminación a las personas no empadronadas en el cobro del IBI, dirigida al 
Ayuntamiento de Vélez Málaga en el curso de la queja 13/1952.

• Resolución relativa al Cobro de Plusvalía tras embargo de vivienda, dirigida al Ayuntamiento de Gibraleón 
en el curso de la queja 13/4658.

• Resolución relativa a la adopción por parte del Ayuntamiento de Jaén de las iniciativas pertinentes, al 
objeto de que los debates que se desarrollen en los Plenos municipales sean en todo caso acordes con 
los criterios legales y doctrinales recogidos por esta Defensoría en su Resolución al respecto formulada en 
la queja 13/6450  y, dando para ello traslado a todos los grupos municipales de los mismos.

• Resolución relativa a la falta de respuesta del Ayuntamiento de Utrera ante Recurso de Reposición 
formulado por la persona promotora de la queja 14/0449.

• Resolución relativa a la falta de respuesta del Ayuntamiento de Puerto Real, ante solicitud de información 
de la persona promotora de la queja 14/1058.

• Resolución relativa a la negativa del Ayuntamiento a reconocer el derecho a la grabación, de imágenes 
y audio, con medios propios, de las sesiones plenarias, y a participar en los asuntos públicos que sean 
abordados, dirigida a la Entidad Local la Redondela, en el curso de la queja 15/0284.

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/intervenimos-de-oficio-ante-los-retrasos-en-la-tramitacion-de-reclamaciones-sobre-gestion-y
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/fallo-de-seguridad-en-web-del-ayuntamiento-de-sevilla-queremos-conocer-las-medidas-adoptadas
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/actuamos-de-oficio-para-conocer-las-medidas-para-la-gestion-del-camino-del-rey-malaga
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/solicitud-ante-el-ayuntamiento-de-la-algaba-reclamando-la-devolucion-de-tasa-de-basura
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/sugerimos-una-mejor-redaccion-de-las-tasas-municipales-urbanisticas
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/requerimiento-al-ayuntamiento-para-que-de-respuesta-a-un-recurso-de-reposicion-0
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/le-pedimos-al-ayuntamiento-el-mismo-trato-en-el-cobro-del-ibi-a-personas-no-empadronadas
www.defensordelpuebloandaluz.es/recomendamos-al-ayuntamiento-que-devuelva-el-cobro-por-plusvalias-a-un-vecino-de-gibraleon
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/pedimos-decoro-y-no-menoscabar-el-prestigio-y-buena-imagen-de-los-debates-plenarios-municipales
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/pedimos-que-no-se-demore-mas-la-respuesta-a-recurso-de-reposicion-de-una-ute
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/recordamos-al-ayuntamiento-de-puerto-real-del-deber-legal-de-atender-la-demanda-de-informacion
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/le-recordamos-al-ayuntamiento-que-permita-la-grabacion-de-imagenes-en-el-pleno
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ESTE TEMA EN OTRAS MATERIAS 
1.2 CULTURA Y DEPORTES
1.2.2 Análisis de las quejas admitidas a trámite
1.2.2.2 Deportes
...

Así, recibimos la queja 15/3709 en la que se reclamaba por los servicios prestados en instalaciones de 
la ciudad de Jaén y deficiencias en las prestaciones de su personal hacia los usuarios. El Ayuntamiento 
explicó el régimen de explotación de esas dependencias y ofreció las respuestas necesarias en la medida 
en que se concretaran aquellos aspectos que el interesado aludía en su queja. Tras darle traslado de la 
posición municipal y de invitar a que especificara aquel con detalle sus reclamaciones, dimos por concluidas 
nuestras actuaciones.

La queja 14/3754 pone en evidencia la falta de uso de unas instalaciones en Córdoba construidas y a la 
espera de poder dotarlas del equipamiento necesario. Según nos informa el Instituto Municipal de Deportes, 
esa aportación debía asumirse por la administración autonómica y, a la fecha de la información, no se había 
realizado llegando a ofrecer el Instituto una aportación del 50% como impulso. Sin embargo no tenemos 
noticias de que la cuestión haya podido solventarse. Más allá de evaluar algún pronunciamiento formal, 
debemos indicar la persistencia de una situación lamentable y, en gran medida, incomprensible de una 
ciudadanía que no entiende la incapacidad para alcanzar una solución colaboradora que dé sentido al 
importante esfuerzo de gasto que se ha volcado para contar con estas nuevas instalaciones sin estrenar.

Los responsables de una escuela de fútbol han presentado la queja 15/4548 ante el Ayuntamiento de 
Palomares del Río (Sevilla) por entender que se la discrimina en relación con otra escuela que hace uso 
de las mismas instalaciones en condiciones preferentes. Estamos a la espera de recibir la información y 
poder evaluar el alcance del problema.

Citamos al final la queja 14/5197 iniciada de oficio para analizar las condiciones de organización y participación 
de la prueba de Maratón de Sevilla. Este evento es una magnífica exposición de la potencialidad el deporte 
y sus pruebas como elemento de participación ciudadana, fomento de la actividad deportiva y saludable y 
un fenomenal escaparte de las ciudades andaluzas y sus potencialidades de atracción deportiva, cultural 
y turística. A la vista de la información que nos ofrecieron las autoridades locales, esta Institución estimó 
oportuno dirigir una Resolución en la que se dirigían varias Recomendaciones a propósito sobre todo del 
régimen de bonificaciones de residentes y no residentes entre los inscritos en la prueba y los criterios de 
fijación de los importes finales. 

Al momento de redactar el Informe Anual quedamos a la espera de la contestación formal del Ayuntamiento 
de Sevilla, que esperamos poder relatar próximamente.

...

1.2.3 Actuaciones de Oficio, Colaboración de 
las Administraciones y Resoluciones
• queja 15/3715, dirigida al Ayuntamiento de Sevilla , relativa a Retrasos en la tramitación de licencias 
por no constituir la Comisión de Patrimonio en la GMU de Sevilla.

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/queremos-conocer-las-medidas-ante-los-problemas-de-organizacion-de-la-maraton-de-sevilla
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/recomendamos-algunas-mejoras-en-la-organizacion-de-la-maraton-de-sevilla-2015
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/porque-el-retraso-en-constituir-la-comision-de-patrimonio-de-sevilla
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1.3 DEPENDENCIA Y SERVICIOS SOCIALES
1.3.2 Análisis de las quejas admitidas a trámite
1.3.2.3 Personas mayores
...

En otra queja referente a Centros de Participación Activa de Personas Mayores, concretamente en Zalamea 
la Real (Huelva), la Asociación de Mayores del municipio exponía que en el año 2002 habían conseguido 
inaugurar el Centro de Día para personas mayores de su localidad, mediante la concesión de diversas y 
sucesivas subvenciones públicas de la Junta de Andalucía, que se destinaron a obras y reformas del edificio, 
a mobiliario, a aire acondicionado y a posibilitar la realización de actividades y a mantenimiento del local.

Los interesados alegaban, sin embargo, que desde hacía un tiempo, el Ayuntamiento de Zalamea la Real, 
propietario del referido edificio, obstaculizaba y perturbaba el uso por los mayores de dicho inmueble 
como Centro de Día, al permitir la utilización del mismo a otros colectivos, que perjudicaba e interfería 
con el disfrute del Centro por los mayores. Añadían, finalmente, que si bien es cierto que el Consistorio 
es el propietario del local, no lo es menos, que su habilitación se había llevado a cabo con subvenciones 
autonómicas, concedidas para un fin concreto, no siendo lícito cambiar el mismo sin haber transcurrido 
el plazo preceptivo de justificación; así como que el acondicionamiento y mejora del inmueble se había 
realizado con la inversión y el esfuerzo de las personas mayores (queja 12/1375).

Tras la tramitación de la queja, constatamos cierta inactividad por parte del Consistorio, pues no había 
iniciado los trámites que permitieran regularizar el uso del local. A la vista de dicha inactividad, y considerando 
además la importancia del envejecimiento activo, como señala la OMS, como “proceso de optimización de 
oportunidades de salud, participación y seguridad con el objetivo de mejorar la calidad de vida a medida que 
las personas envejecen”, hemos remitido una Recomendación al Ayuntamiento, pendiente de respuesta al 
cierre de este Informe, para que se tramite la autorización administrativa de funcionamiento del Centro, se 
eliminen las trabas que impiden a los mayores hacer uso del mismo y, finalmente, se elaboren las normas 
generales de uso del local que permitan un disfrute compartido y compatible de sus instalaciones.

...

1.3.2.4 Servicios Sociales
...

Por otro lado, y como ya indicamos en nuestro anterior Informe Anual, la aprobación de la Ley de Racionalización 
y Sostenibilidad de la Administración Local (LRSAL) ha generado un panorama de incertidumbre con 
respecto a la prestación de algunos servicios por parte de los municipios, entre ellos los servicios sociales 
que gestionan las corporaciones locales.

Según el régimen transitorio establecido en la LRSAL, a 31 de diciembre de 2015 las comunidades autónomas 
tendrán que asumir la titularidad de las competencias que se preveían como propias del Municipio, relativas 
a la prestación de los servicios sociales y de promoción y reinserción social, así como la cobertura inmediata 
de dicha prestación, previa elaboración de un plan para la evaluación, reestructuración e implantación de 
los servicios.

No obstante lo anterior, la Disposición Adicional Única del Decreto-ley 7/2014, de 20 de mayo, por el que se 
establecen medidas urgentes para la aplicación de la Ley 27/2013, de 27 de diciembre, de racionalización 
y sostenibilidad de la Administración Local, dispone que las competencias que, con carácter previo a la 
entrada en vigor de la LRSAL, se preveían como propias de los municipios en diversas materias, entre ellas 
la prestación de servicios sociales y la promoción y reinserción social, continuarán siendo ejercidas por los 
municipios en los términos previstos en las leyes correspondientes, en tanto no hayan sido asumidas por 
parte de la Comunidad Autónoma de Andalucía.
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Un ejemplo del desconcierto que ha generado la aprobación de la LRSAL lo encontramos en la queja 
14/3272 y queja 14/3269, donde el Ayuntamiento de Córdoba, ante las dudas suscitadas para el ejercicio 
de competencias en materia de cooperación internacional, elevó una consulta a la Secretaría de Estado de 
Cooperación Internacional y para Iberoamérica del Ministerio de Asuntos Exteriores y Cooperación. Dicha 
Secretaría de Estado trasladó la consulta al Ministerio de Hacienda y Administración Pública, organismo 
impulsor de la referida norma, que al cierre de este Informe no había llegado a dar respuesta al Ayuntamiento.

...

1.3.2.4.1 Personas sin hogar
Las personas sin hogar en Andalucía son el principal exponente de la exclusión social que como 
consecuencia de la crisis ha crecido dramáticamente en nuestra Comunidad Autónoma. Así, según 
el Informe FOESA 2014, el espacio social de la exclusión social, que suponía en torno a un 15,8% de los 
hogares en 2007, había aumentado casi 2 puntos en la primera etapa de la crisis, pero esa expansión se 
intensificaba notablemente después hasta el 21,9% de los hogares en 2013. Y si hablamos en términos de 
población y no de hogares, este empeoramiento se manifiesta todavía con más claridad, al ser los hogares 
de mayor tamaño los que más afectados se han visto, siendo los ámbitos del empleo (y su incidencia en los 
ingresos), de la vivienda y de la salud los que más han aportado al aumento de la fractura social.

En 2014 iniciamos de oficio, la queja 14/5644, referente a la atención que se presta a las personas sin hogar 
en Andalucía en la campaña de frío. Concretamente, solicitamos a todas las corporaciones locales, capitales 
de provincia, información acerca de su capacidad de acogida y alojamiento, equipos de calle y unidades 
móviles, número de demandas recibidas y personas atendidas, así como que nos trasladasen cualesquiera 
otras consideraciones que pudieran resultar de interés para la adecuada valoración de la queja.

Tras el análisis de la información recibida, hemos dirigido una Resolución a las referidas Corporaciones, así 
como a la Secretaría General de Servicios Sociales, que contiene una serie de Sugerencias y Recomendaciones.

Así, sugerimos mejorar la atención a las personas sin hogar, desde la óptica del reconocimiento de los 
derechos básicos que le son dados en el actual marco normativo, donde tenga cabida como principio el 
respeto a su dignidad y de atención a su situación de necesidad y vulnerabilidad, para lo que es necesario 
fortalecer la red de atención, contando para ello con todos los actores y entidades que trabajan con este 
colectivo, coordinando sus acciones y estableciendo mecanismos para la detección de necesidades y 
demandas.

Propugnamos también que desde la Junta de Andalucía se impulse un marco normativo que venga a 
especificar el nivel de competencia de las distintas Administraciones en la resolución de un problema que 
supera el ámbito local, por las propias características y movilidad de esta población.

En cuanto a la denominada campaña de frío, es necesario incrementar las plazas de alojamiento, la apertura 
de centros de baja exigencia así como el establecimiento de alertas de calle para intentar acoger a todas 
y cada una de las personas que se encuentren sin alojamiento y dada la existencia en muchos centros de 
la limitación del número de pernoctaciones, evitar la salida a la calle al menos durante este período.

Finalmente sugerimos la reelaboración del concepto de “personas sin hogar”, para así confeccionar 
Planes Adecuados que pueden satisfacer los intereses de aquellas personas potencialmente encuadrables 
en ese concepto que sea evaluable, paliando muchos de los problemas que tales situaciones conllevan.

Junto a estas Sugerencias, hemos dirigido a todas las corporaciones locales objeto de esta queja una serie 
de Recomendaciones, que no reproduciremos en su totalidad por razones de economía, pero que vienen 
a incidir:

• En la coordinación de los recursos y el establecimiento de un recorrido de inclusión.

• En la realización de un censo de esta población.

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/las-ongs-integrantes-del-consejo-municipal-de-cooperacion-y-solidaridad-internacional-y-el
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/las-ongs-integrantes-del-consejo-municipal-de-cooperacion-y-solidaridad-internacional-y-el
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/actualidad/resolucion-sobre-la-situacion-de-las-personas-sin-hogar-y-queja-de-oficio-sobre-la
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• En el diseño de una política de vivienda propia para atender a este colectivo de personas.

• Y, finalmente, en la promoción de equipos o unidades de intervención de calle.

En el mes de diciembre de 2015 hemos terminado de recibir las respuestas a esta Resolución. Todas las 
Administraciones Públicas a las que nos hemos dirigido han mostrado, en general, su conformidad con las 
Sugerencias y Recomendaciones del Defensor del Pueblo, expresando cada una de ellas su valoración y 
aportando, en algunos casos, algunas reflexiones complementarias, por lo que procederemos al archivo 
de la queja, sin perjuicio del seguimiento de la misma en un periodo razonable de tiempo y sin perjuicio 
de las actuaciones concretas que seguiremos desarrollando cuando tengamos conocimiento de casos en 
los que la atención a las personas sin hogar sea insuficiente.

También tenemos que hacer referencia a algunas quejas referentes a la atención que se viene prestando 
a este colectivo en el municipio de Sevilla.

En primer lugar, la queja 15/4843, incoada de oficio tras la recepción de quejas en esta Defensoría, tanto 
individuales como colectivas de Asociaciones y entidades ciudadanas de ayuda y apoyo a las personas 
sin hogar de la ciudad de Sevilla, en las que se denunciaba el trato otorgado a las personas sin hogar 
y una deficiente prestación del servicio que tiene encomendado la entidad adjudicataria del contrato de 
gestión del Centro Nocturno de Baja Exigencia dependiente de esa Administración Municipal.

Entre las circunstancias denunciadas se encuentran la falta de plazas para atender a todas las personas 
sin hogar que diariamente acuden a solicitar cobijo en el citado alojamiento; la no concesión de plaza a 
personas enfermas necesitadas de una cama para poder recuperarse o la falta de supervisión de los menús 
por un nutricionista.

Una vez incoada la queja, procedimos a realizar una inspección del Centro Nocturno de Baja Exigencia, 
haciendo coincidir la misma con el momento de la admisión de las personas usuarias en el centro, así como 
del proceso de distribución de éstas por habitaciones y servicio de cena.

En dicha actuación pudimos comprobar el buen hacer del personal asignado al Centro, que desarrolló sus 
cometidos con gran profesionalidad, empatía y eficiencia. No obstante, la visita nos suscitó algunos interrogantes 
acerca de la infraestructura del centro (principalmente la accesibilidad del mismo), la organización, los 
criterios de admisión, la intervención que se realiza con las personas usuarias y las normas de régimen 
interior, por lo que hemos continuado la investigación con una solicitud de informe al Ayuntamiento de 
Sevilla, de cuyo resultado daremos cuenta en el informe correspondiente al ejercicio 2016.

Otra queja que se encuentra en trámite y de la que también daremos cuenta en el próximo informe ha 
sido presentada por una Asociación, ante la falta de respuesta a su petición de cesión de un espacio 
para atender a las personas sin hogar que no tengan cabida en los dispositivos municipales. Igualmente, 
reclaman que no se ha contestado a su solicitud de información acerca de los recursos municipales 
destinados a las personas sin hogar, entidades con las que tiene establecido concierto y el presupuesto 
destinado a asistencia social (queja 15/4834).

Otras dos quejas se han incoado de oficio ante el lamentable fallecimiento de sendas personas sin hogar 
en las calles de Sevilla. En la primera de ellas (queja 14/5991), se da la circunstancia de que el fallecido no 
había tenido contacto, en ningún momento, con los servicios sociales municipales, por lo que en dichos 
servicios se desconocía la grave situación del mismo.

Más compleja es la segunda de las quejas (queja 14/4161), aún en proceso de investigación. Consideran 
que desde el comienzo de la crisis económica en el año 2007, se ha triplicado el número de personas que 
pernoctan en la calle en Sevilla, resultando que este incremento ha desbordado la capacidad de respuesta 
institucional de los Servicios Sociales para atender a este colectivo desde una perspectiva integral para la 
recuperación de su nivel de vida.

En concreto expresan que el Centro de Orientación e Información Social (COIS) no ha aumentado el número 
de profesionales para la atención y seguimiento de los usuarios, atendiendo en la actualidad a unas 36 
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personas semanales para una demanda que supera las 20 personas diarias y critican la externalización de 
la Unidad Móvil pues supone una merma de la calidad del servicio que se presta a la ciudadanía.

Por otro lado, señalan la concentración de todos los recursos de atención a las personas sin hogar en una 
misma zona de la ciudad, lo cual entienden que no es adecuado y destacan la existencia de una importante 
lista de espera para el CAM, así como que el Centro de Baja Exigencia “Virgen de los Reyes” de reciente 
creación tiene una capacidad para 40 personas y deja sin poder dar cobertura a 30-40 personas diariamente, 
indicando además que este centro estaba concebido como recurso de apoyo y no de sustitución del 
eliminado Centro de Baja Exigencia “Juan Carlos I” que tenía 20 plazas de acogida en horario de 17h a 8h.

Como se ha señalado, esta queja se encuentra aún en tramitación, encontrándonos al cierre de esta memoria 
a la espera del segundo informe solicitado al Ayuntamiento de Sevilla. No obstante, sin perjuicio de la 
respuesta que recibamos, cabe señalar la inexistencia de un censo o al menos una valoración del número 
de personas sin hogar que pernocta en la calle, lo cual nos resulta imprescindible para la planificación de 
la política de atención a este colectivo. Sobre este particular, aunque no ha sido en respuesta a esta queja 
sino en respuesta a la Recomendación remitida en la queja 14/4661, el Ayuntamiento de Sevilla nos ha 
comunicado su intención de realizar un censo de personas sin hogar.

Aludimos finalmente a otra queja de oficio (queja 15/4151), iniciada tras tener conocimiento de la situación 
vivida por una persona sin hogar, que al parecer no solo sufrió una brutal agresión mientras pernoctaba 
en el porche de un cajero automático de una entidad bancaria, sino que además pudo haber recibido una 
atención médica inadecuada en el servicio de urgencias del Hospital Virgen Macarena de Sevilla y tampoco 
consiguió, una vez dado de alta en el hospital, una plaza en un centro de atención social en el municipio 
de Sevilla.

Esta actuación podría haber conculcado el derecho de acceso en condiciones de igualdad a las prestaciones 
de los sistemas públicos de salud y de servicios sociales y a la atención social a las personas que sufren 
marginación, pobreza o exclusión y discriminación social, por lo que se inició la referida actuación de oficio. 
Esta queja se encuentra en trámite al cierre de este informe, pendientes de recibir el informe solicitado al 
Hospital Virgen Macarena de Sevilla.

1.3.2.4.2 Ayudas sociales
Como señalamos en el informe del ejercicio 2014, debido a los programas de austeridad llevados a cabo 
por el Gobierno de la Nación, la aportación del Estado a los Servicios Sociales Comunitarios se ha reducido 
drásticamente. Si en 2008 correspondieron a las corporaciones locales de Andalucía 18,6 millones de euros 
para el Plan Concertado de Servicios Sociales, en 2015 la financiación estatal asignada ha sido de solo 5,3 
millones de euros, similar a la de 2014.

Debe recordarse que la finalidad de esta aportación es mantener la Red de servicios sociales de atención 
primaria, gestionada por las corporaciones locales y proporcionar a la ciudadanía servicios sociales 
adecuados que permitan la cobertura de sus necesidades básicas. La aportación del Estado sirve para 
cofinanciar las prestaciones básicas de información y orientación, ayuda a domicilio y apoyo a la unidad 
de convivencia, alojamiento alternativo y prevención e inserción social.

Por parte de la Junta de Andalucía, su aportación al Plan Concertado ha sido complementada en el ejercicio 
2013 con la aprobación del Decreto-ley 7/2013, de 30 de abril, de medidas extraordinarias y urgentes 
para la lucha contra la exclusión social en Andalucía. Este Decreto tuvo su continuación en 2014 mediante 
Decreto-Ley 8/2014, de 10 de junio, de medidas extraordinarias y urgentes para la inclusión social a 
través del empleo y el fomento de la solidaridad en Andalucía. Este decreto-ley se articula en tres grandes 
ejes, el Plan de Inclusión a través del Empleo (conformado por el Programa Extraordinario de Ayuda a la 
Contratación de Andalucía y el Programa Extraordinario de Inserción Sociolaboral), el Plan Extraordinario de 
Solidaridad de Andalucía (conformado por el Programa Extraordinario para suministros mínimos vitales y 
prestaciones de urgencia social, y la Ampliación de las Ayudas Económicas Familiares) y el Plan Extraordinario 
de Solidaridad y Garantía Alimentaria.

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/el-defensor-del-pueblo-andaluz-actua-de-oficio-ante-la-denuncia-por-agresion-de-una-persona-sin
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Por Orden de 20 de marzo de 2015 se prorrogó para 2015 el Programa Extraordinario de Ayuda a la 
Contratación de Andalucía, con una dotación inicial de cuarenta millones de euros y el Programa Extraordinario 
para suministros mínimos vitales y prestaciones de urgencia social, con una dotación inicial de seis millones 
quinientos mil euros.

Es innegable el esfuerzo económico que supone, en el contexto de la economía andaluza, destinar estas 
cantidades económicas a actuaciones que, especialmente en el segundo caso, el del Programa Extraordinario 
para suministros mínimos vitales y prestaciones de urgencia social, al no generar retornos, entran de lleno 
en el concepto de solidaridad.

Sin embargo, un examen pormenorizado de las cifras revela que el esfuerzo es insuficiente, y prueba de ello 
son las quejas que venimos recibiendo en esta Defensoría del Pueblo, pues en una hipotética distribución, 
por ejemplo, del importe finalmente consignado para estas ayudas para suministros mínimos vitales y 
prestaciones de urgencia social (6.277.400€ para el ejercicio 2015) entre los 496.600 hogares en los que 
todos sus miembros activos están en paro, corresponderían unos 12,64€ por hogar.

O si planteáramos la misma hipótesis de distribución de las cantidades consignadas en el Programa 
Extraordinario de Ayuda a la Contratación de Andalucía (40.000.000€) para contratos a realizar a una 
población activa desempleada de un millón de personas, representaría unos 40€ por contrato de trabajo.

Evidentemente se trata solo de un ejercicio de aproximación matemática que no tiene en cuenta muchos 
factores esenciales, pero entendemos que suficientemente reveladora de la situación y de la falta de 
capacidad del sistema público de servicios sociales para atender las situaciones de necesidad de extrema 
urgencia que debe afrontar.

Del análisis de las quejas recibidas, pueden distinguirse, a efectos meramente expositivos, cuatro grandes 
grupos.

En primer lugar, aquellas quejas que se refieren a la denegación de ayudas sociales, bien por la falta o 
insuficiente dotación presupuestaria, o bien a que la persona solicitante no reúna la suficiente puntuación 
en el caso de convocatorias realizadas bajo el sistema de concurrencia competitiva, lo cual en definitiva 
suele revelar también una dotación presupuestaria insuficiente.

Lo cierto es que en la mayoría de estas quejas, tras su investigación, observamos que los servicios 
sociales comunitarios vienen interviniendo adecuadamente poniendo a disposición de las familias 
los recursos de los que disponen para atender a las situaciones de necesidad. 

El problema es que una buena parte de las personas que acuden a nosotros arrastran una historia de atención 
social de varios años, en los que han tenido que ir solicitando ayudas de emergencia para suministros vitales, 
para deudas por alquiler, para gastos de comunidad o de alimentos, e incluso algunas de ellas han sido 
contratadas a través del Programa de Ayudas a la Contratación. Se trata de casos de pobreza cronificada, 
que se palían temporalmente por las ayudas que van recibiendo, pero reaparecen continuamente ante la 
inexistencia de ingresos estables que les permitan afrontar los gastos cotidianos de subsistencia (queja 
14/4342, queja 14/4557, queja 15/1636, queja 15/1097, queja 15/1030, queja 15/0834...).

Entre las situaciones de necesidad más comunes que venimos detectando, se encuentra la de aquellas quejas 
en las que los interesados manifiestan su falta de recursos para afrontar las facturas de los suministros, 
normalmente de agua y de luz. Observamos casos de personas que vienen solicitando ayudas sociales 
de emergencia, conscientes del elevado periodo de tiempo que requiere la tramitación del salario social. 
El problema es que las partidas presupuestarias destinadas para tal fin se agotan con rapidez (queja 
15/0073, queja 15/5464, queja 15/5423, queja 15/3801), lo que conlleva una situación de riesgo inminente 
de interrupción de los suministros por impago.

A este respecto cabe recordar, como hemos dicho en la queja 14/5352 y queja 14/4839, que el artículo 
20 del Decreto-ley 7/2013, de 30 de abril, de medidas extraordinarias y urgentes para la lucha contra la 
exclusión social en Andalucía, prevé que cuando a la vista de la documentación presentada, se aprecie que 
concurren situaciones de emergencia social, la persona titular de la Delegación Provincial de la Consejería 
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competente, podrá conceder el Ingreso Mínimo de Solidaridad con carácter provisional, continuándose 
la tramitación conforme al procedimiento ordinario. Las mensualidades percibidas con tal carácter se 
computarán dentro del período para el que se concede el Ingreso Mínimo de Solidaridad en la resolución 
que ponga fin al procedimiento.

Un caso particular, afortunadamente solucionado tras nuestra intervención, es el de aquellas personas que 
no han sido inscritas en el padrón municipal por algunos ayuntamientos, debido a que no cuentan con un 
domicilio propio (queja 15/1680, queja 14/4984, queja 14/5027 ). Esta ausencia de empadronamiento 
conlleva la imposibilidad de acceder a prestaciones y servicios sociales y sanitarios.

En este sentido, debemos hacer referencia a la Resolución de 30 de enero de 2015, publicada el 24 de marzo, 
del Presidente del Instituto Nacional de Estadística y del Director General de Coordinación de Competencias 
con las Comunidades Autónomas y las Entidades Locales, por la que se fijan y dan instrucciones técnicas 
a los Ayuntamientos sobre actuaciones del Padrón Municipal.

Dicha norma, vino a unificar criterios sobre una cuestión que ha sido de gran importancia en los últimos 
años pues debido a la crisis económica, muchas personas han perdido la vivienda habitual y han pasado 
a vivir en condiciones de infravivienda. Al no empadronar a estar personas, se les abandona en un limbo 
jurídico a todas luces injusto.

En su apartado 3.3, con el título el empadronamiento de personas sin domicilio, en su párrafo 
primero figura que puede y debe aceptarse como domicilios válidos del Padrón las infraviviendas, 
refiriéndose de forma expresa a chabolas, caravanas, cuevas, etc..., no siendo ello óbice para no ser 
empadronados, tal como concluye dicha instrucción. En estos casos se implica directamente a los servicios 
sociales y se requiere que sean éstos, con el apoyo de la Policía Local, los que acrediten dicha situación.

En segundo lugar destacamos la recepción de varias quejas presentadas por personas que demandan que 
las administraciones públicas, principalmente los ayuntamientos, las contraten a través de los programas 
de fomento del empleo que gestionan (queja 14/6057, queja 15/5409, queja 14/3256, queja 15/0686, 
queja 15/5697).

En tercer lugar hay algunas quejas cuyo denominador común es que han sido presentadas por entidades 
del tercer sector. En las mismas se denuncian diversas dificultades para llevar a cabo su actividad solidaria. 
Estas dificultades son el retraso en el abono de subvenciones concedidas estando los proyectos ya 
ejecutados y justificados (queja 15/5400, queja 15/5401, queja 15/5304); la escasez de recursos para el 
desarrollo de la actividad (queja 15/5419); y, finalmente, la supuesta arbitrariedad de la Administración 
autonómica en su labor fiscalizadora de los expedientes de subvención (queja 15/5372).

Finalmente destacamos que se han presentado varias quejas por el inadecuado trato dispensado por 
el personal de trabajo social a las personas usuarias de los servicios sociales o por disconformidad 
con la actuación de dicho personal, denunciando discriminación en la atención y/o en la concesión 
de ayudas. 

También, como explicaremos más adelante, se han presentado quejas por disconformidad con los horarios 
de atención al público en los Centros de Servicios Sociales, que los promotores de estas quejas consideran 
insuficientes.

Sobre este grupo de quejas, hay que destacar que el trabajo y la dedicación de los profesionales de la 
atención social en ocasiones no es suficiente para atender a determinadas personas o unidades familiares 
que presentan comportamientos altamente conflictivos, al ser incapaces de gestionar adecuadamente sus 
recursos tanto económicos como relacionales. Se trata de unidades familiares que requieren de un tutelaje 
permanente, que los servicios sociales no tienen capacidad para ofrecer y que incluso algunas de estas 
familias rechazan (por ejemplo en la queja 12/6579). 

Con respecto a las quejas por disconformidad con los horarios de atención al público en los Centros 
de Servicios Sociales, debemos señalar, en primer lugar, que dicha decisión forma parte del núcleo de 
autoorganización de la administración pública. También que somos conscientes de que el personal de los 
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centros de servicios sociales (trabajadores y trabajadoras sociales, educadores, psicólogos y cualquier otro 
personal) necesita tiempo y espacio de reflexión y elaboración para poder cumplimentar los numerosos 
informes y actuaciones que deben realizar. No obstante, consideramos que debe hacerse un esfuerzo por 
compatibilizar esta evidente necesidad con un horario de atención al público lo más flexible posible, pues 
se trata de una exigencia razonable dentro de una atención de calidad a las personas (queja 14/2827 y 
queja 15/5409).

Un problema que se plantea también con cierta recurrencia es el de la supuesta mala atención por 
parte de algún profesional de los servicios sociales, o bien del personal de recepción de los centros 
de servicios sociales, a una persona usuaria de los mismos (queja 15/5621, queja 15/5760, queja 15/0941, 
queja 15/0552, queja 14/3271).

Se trata de supuestos en los que esta Defensoría difícilmente puede intervenir, al tratarse de interpretaciones 
subjetivas acerca de la calidad de la atención prestada. En cualquier caso, y sin perjuicio de nuestro 
convencimiento de que la inmensa mayoría de los profesionales de los servicios sociales ofrecen una atención 
profesional de calidad, ello no obsta para que insistamos en la necesidad de extremar los esfuerzos para 
que el servicio público que se presta resulte a plena satisfacción del usuario o usuaria (queja 15/0552).

1.3.2.5 Programa de Solidaridad con los andaluces
...

7. De la gestión y competencias de las Administraciones: Sobre el departamento de la 
administración de la Administración del estado, que debería tener la competencia para su reconocimiento, 
se apostó por que fuera la Seguridad Social en su parte no contributiva.

También hubo unanimidad en que las Administraciones Locales, a través de los Servicios Sociales Comunitarios, 
tuvieran un papel en el Sistema de Renta e Inclusión y que los Ayuntamientos gestionaran la concesión de 
las prestaciones y del plan de inclusión, incluida la valoración.

Otra opción contraria a la anterior, y que contó con un apoyo importante, apostó por que la competencia, 
tanto sobre la prestación económica como sobre el plan de inclusión, se realizara a nivel autonómico, 
aunque era necesaria la participación de los Servicios Sociales de la Administración Local.

...

1.4 EDUCACIÓN 
1.4.2 Análisis de las quejas admitidas a 
trámite: Enseñanzas no universitarias

1.4.2.3 Instalaciones escolares
Los problemas de infraestructuras de las instalaciones escolares en Andalucía se han vuelto a 
reproducir en 2015. 

Tendríamos entonces que preguntarnos si esta realidad es consecuencia de la incapacidad de la Administración 
autonómica educativa -a pesar de sus esfuerzos-, y en lo que le atañe también a la municipal -receptiva a 
aportar soluciones-, para resolver las carencias, deficiencias y falta de conservación y mantenimiento en los 
numerosos edificios e instalaciones docentes andaluces. La respuesta ha de ser necesariamente afirmativa.

Son muchos los nuevos centros que se encuentran a la espera del inicio de las obras que, aún comprometidas 
desde hace años, han quedado paralizadas “sine die” como consecuencia de la falta de disponibilidad 
presupuestaria. Las quejas denuncian no sólo esta falta de presupuesto sino, sobre todo, la ausencia de 
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planificación mostrada por la Administración educativa para concretar su ejecución e informar a la ciudadanía. 
De hecho, abundan los informes de las distintas Delegaciones Territoriales de Educación aludiendo a que 
el último escollo a superar para proceder a dar comienzo a las nuevas construcciones es, precisamente, la 
autorización del gasto previsto y, por lo tanto, contar con disponibilidad presupuestaria.

No obstante, a pesar de que esto ocurre con más frecuencia de lo que debería, hemos de mostrarnos 
satisfechos porque en determinados casos que venían siendo tratados por esta Institución desde algunos 
años atrás, en el año 2015 han visto finalmente la luz (queja 14/5456, queja 15/2512, queja 15/4377, queja 
15/4424, queja 15/4096, queja 15/4093, queja 15/4384, queja 15/4448 y queja 15/4565).

Como ejemplo, citamos el retraso que sufría la construcción del nuevo instituto de Educación Secundaria 
en Retamar-El Toyo, en Almería, reivindicación que se venía manteniendo desde que el curso 2007-2008 
se instalaran las primeras caracolas. Pasando por toda clase de vicisitudes desde entonces, incluyendo 
problemas con la concesión de la licencia de obras, en 2015 se anuncia la contratación de la obra para la 
construcción del nuevo centro, contando ya con el presupuesto para su licitación. (queja 15/5456)

O también el caso de un colegio en el municipio de Mairena del Aljarafe (Sevilla) cuyas obras se habían 
anunciado en el 2010. En esta ocasión, el alumnado se encontraba ubicado en las instalaciones de una 
guardería cedida por el Ayuntamiento donde se instalaron varias caracolas. Ha sido en 2015 cuando se 
ha retomado el asunto, y las obras han sido incluidas dentro del plan de inversiones educativas para el 
ejercicio 2016-2017 (queja 15/2207).

Comprobamos como en éstos y otros muchos supuestos el retraso de las obras de construcción de los 
nuevos edificios docentes se ha solventado con la instalación de aulas prefabricadas -las caracolas-, 
una solución que siendo óptima para resolver los problemas de escolarización inmediata, no pueden 
perpetuarse en el tiempo.

Según datos proporcionados por la Consejería de Educación, en el curso 2014-2015 existían 325 aulas 
prefabricadas repartidas por todo el suelo andaluz, y si bien dicha cifra en términos porcentuales no es un 
número muy elevada, lo que resulta criticable es su perpetuación en el tiempo.

Reconociendo el esfuerzo realizado en los últimos años teniendo en cuenta las limitaciones presupuestarias 
consecuencia de la necesaria contención del gasto público y la necesidad de priorizar determinadas medidas 
frente a otras, damos la bienvenida al anuncio de la Consejería de Educación en cuanto a que para el 
ejercicio de 2016 se van a destinar 10 millones de euros a equipamientos educativos y a la eliminación de 
este tipo de instalaciones. Ello, en concreto, supondrá la eliminación de 80 caracolas. 

Pero admitiendo que algo es mejor que nada, estas cifras resultan todavía insuficientes para acabar a corto 
o medio plazo con un recurso que en todos los casos suscita el comprensible rechazo de las familias. Resta 
todavía un número considerable de caracolas que seguirán acogiendo -sine die- a alumnos en condiciones 
que no son las más óptimas.

Los problemas de deficiencias de infraestructuras y mantenimiento de las instalaciones de los colegios e 
institutos en Andalucía se agravan ante la ausencia de coordinación entre la Administración educativa y 
los Ayuntamientos en torno a concretar la naturaleza de las intervenciones a ejecutar. Una problemática 
que se ha acentuado en la época de crisis económica, especialmente por la insuficiencia de recursos en 
las arcas municipales.

La legislación no deja lugar a dudas acerca de que la obligación de conservación y mantenimiento de 
las instalaciones escolares de Educación Infantil y Primaria corresponde a los ayuntamientos. Cuando 
los entes locales, por imposibilidad económica, no acometen pequeñas obras o reparaciones de escasa 
importancia, éstas terminan por ocasionar el deterioro general del centro docente, cuyas instalaciones se 
hacen acreedoras de una intervención general que eleva considerablemente el presupuesto necesario 
para acometerla.
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Buen ejemplo de ello es la situación de un centro escolar ubicado en un municipio de Sevilla. En el edificio 
comenzaron a aparecer en 2008 diversas grietas en todas las instalaciones circundantes al edificio, lo que 
originó que a finales del mes de octubre de 2015, casi dos tercios de las mismas estaban clausuradas.

Ante la gravedad de la situación, personal de la Institución realizó una visita a las instalaciones del centro 
educativo pudiendo comprobar la veracidad de las denuncias. 

Durante todos estos años, el colegio había sido visitado por personal técnico de la Administración 
Autonómica, así como por técnicos municipales, los que conocían en toda su amplitud y profundidad el 
lamentable estado del centro, y aunque de forma reiterada se venía mostrando la intención de realizar 
las intervenciones necesarias para subsanar los problemas de infraestructura que se iban produciendo 
y aquellas otras de carácter preventivo que evitaran el progresivo deterioro, dado que ni unas ni otras 
se habían materializado nunca, ello había desembocado en la necesidad de proceder a una intervención 
integral en todos los espacios afectados y, por lo tanto, a acometer unas obras de enorme envergadura.

En este contexto hemos conocido que a finales de 2015 habían sido licitadas las obras para subsanar los 
graves problemas de infraestructuras del colegio en cuestión. Albergamos la esperanza de que el resto 
de trámites necesarios se sucedan sin problemas y que en breve puedan dar comienzo las obras (queja 
15/4663).

1.5 EMPLEO PÚBLICO
1.5.2 Análisis de las quejas admitidas a trámite
1.5.2.7 En relación a las Políticas de Empleo
1.5.2.7.1 Discapacidad y Políticas Activas de Empleo

1.5.2.7.1.1 Discapacidad y fomento del empleo
Esta perspectiva de la discapacidad en los programas de fomento del empleo fue objeto de nuestro análisis 
en relación al Programa Emple@Joven y la Iniciativa@mprende+, en el expediente de queja 14/4925, toda 
vez que el planteamiento giraba alrededor de la ausencia de un tratamiento favorable a favor de las personas 
discapacitadas en la línea de ayudas a la contratación en el Programa Empl@Joven (Decreto-Ley 6/2014).

Sin duda, la naturaleza jurídica de las contrataciones municipales derivadas de la Iniciativa de Cooperación 
Social y Comunitaria para el Impulso del Empleo Joven integrada en el Programa Emple@Joven, para la 
ejecución de obras o la prestación de servicios de cooperación social y comunitaria, no se corresponden 
con puestos de trabajo incluidos en las correspondientes plantillas o relaciones de puestos de trabajo del 
Ayuntamiento o ente público municipal. En suma, la contratación municipal incentivada con esta línea de 
fomento no tiene la consideración de “empleo público”, ya funcionarial -interinidad- o laboral temporal, 
regulado en el Estatuto Básico del Empleado Público o en la legislación laboral, motivo por el cual no resulta 
de aplicación las reservas legales a favor de la discapacidad establecidas en ambos cuerpos jurídicos.

Constatamos que si bien el Decreto-Ley 6/2014, nada dispone sobre reserva de cupo o prioridad a favor 
del colectivo desempleado con discapacidad, ello no impide que por las Administraciones actuantes en el 
desarrollo de estas políticas activas de empleo se tengan en cuenta estos parámetros de favorecimiento. 
En este sentido, tanto el Ayuntamiento promotor de la iniciativa a la hora de seleccionar los candidatos o 
el Servicio Andaluz de Empleo a la hora de realizar los sondeos de candidatos, pueda introducir medidas 
de favor en este sentido.
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No obstante, la circunstancia de que sobre estas contrataciones no exista una obligación de reserva legal 
a favor de los destinatarios con discapacidad, no significa que sobre la norma ad hoc (en el presente caso 
el Decreto-Ley 6/2014), exista impedimento alguno para establecer reserva o prioridad a favor de dicho 
colectivo u otro que se considere. Y en este sentido nos postulamos a favor de que la Administración 
de Empleo abordara en las normas reguladoras de los programas de fomento del empleo juvenil el 
establecimiento de mecanismos que favorezcan el acceso a los mismos por parte de las personas 
discapacitadas en situación de desempleo, ya mediante la fijación de cupos de reserva de plazas, de 
criterios de preferencia o prioridad u otras modalidades que se consideren.

Por otro lado, recomendamos el cursado de instrucciones a las Oficinas del Servicio Andaluz de Empleo, 
gestoras de estos programas, en orden a que se tengan en cuenta dicho tratamiento preferencial a favor 
del desempleo juvenil con discapacidad asociada.

Por último, recomendábamos el traslado de esta problemática a los Ayuntamientos y demás entes locales 
que colaboran en la ejecución de estos programas, en orden a que en sus iniciativas se contemplen la 
particularidad del colectivo juvenil discapacitado en situación de desempleo en su territorio, promoviendo 
iniciativas específicas a favor del mismo.

1.5.3 Quejas de oficio, colaboración de las 
Administraciones y Resoluciones
• Queja 15/0973, dirigida al Ayuntamiento de Granada, sobre proceso de funcionarización del personal 
laboral fijo.

• Queja 15/0979, dirigida al Ayuntamiento de Ayamonte, relativa al impago de nóminas a empleados 
municipales.

• Queja 15/1258, dirigida al Ayuntamiento de Cortes de la Frontera, relativa a demora en el pago de salarios 
a trabajadores municipales.

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/nos-interesamos-por-el-proceso-de-funcionarizacion-de-personal-del-ayuntamiento
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1.7 JUSTICIA, EXTRANJERÍA Y PRISIONES
1.7.2 Análisis de las quejas admitidas a trámite
1.7.2.4 Quejas relativas a Política Interior
...

Dentro de este epígrafe bajo la denominación genérica de Política Interior incluimos el relato de quejas 
y actuaciones que versan sobre aspectos que atañen a la seguridad ciudadana, servicios de policía 
local, actuaciones de miembros de las fuerzas de seguridad y emergencias, los aspectos de protección 
civil, junto a temas de actividades recreativas y espectáculos.

Dentro de los aspectos de emergencias y protección civil retomamos el relato de la queja 14/5570 que se 
inició de oficio en relación con la organización del servicio de salvamento y extinción de incendios en Arahal 
(Sevilla) con motivo de un trágico suceso en el que tras un grave incendio fallecieron cuatro personas en 
el pueblo.

Tras la contestación ofrecida por el Ayuntamiento, procedimos a la conclusión de la queja mediante escrito 
al Ayuntamiento de Arahal en el que se decía:

“(...)En otro sentido, los datos que aporta a lo largo de su escrito se pueden resumir en que  “desde 1987 
existe en la localidad de Arahal servicio contra incendios dado que la Ley de Emergencias de Andalucía no 
obliga a población menores de 20.000 habitantes a tener servicio propios y regulación interna de éstos”. 
El texto, tras derivar otras cuestiones a la Diputación, concluye que no existen precedentes de intervención 
del Parque de Écija. Recordemos que el escrito en el que se solicitaba por el Defensor la colaboración ante 
ese Ayuntamiento de Arahal se fundaba en los graves acontecimientos producidos el 13 de Noviembre 
de 2014, acerca del incendio de una vivienda en la C/ Tetuán de esa localidad en el que murieron cuatro 
personas. Un suceso que —creemos interpretar— ha debido ser un terrible referente en la sociedad de 
Arahal, pero que no parece que haya despertado una motivación en el propio servicio local de incendios, 
que apenas ha alcanzado a merecer los tres párrafos que hemos reproducido.

Pero es que tampoco la Junta de Gobierno Local ha considerado conveniente ilustrar esas líneas aportando 
otras consideraciones o posiciones desde su responsabilidad y representación institucionales, para conocer 
de la mano del propio municipio información y detalles del funcionamiento del Parque local y del servicio 
que presta. Lamentamos no haber sabido transmitir con esta iniciativa al Ayuntamiento nuestra invitación 
a conocer el trabajo, necesidades o proyectos de un servicio tan delicado para los vecinos de Arahal.

Desde luego la queja de oficio también se dirigió a la Diputación Provincial, a través del Servicio de 
Prevención y Extinción de Incendios, que sí ha ofrecido su información y explicado el alcance de su modelo 
de organización provincial de estos delicados servicios a través de los instrumentos de planificación 
aprobados”.

También dentro de este delicado servicio público, hemos puesto nuestra atención en el impacto que ha 
supuesto la Ley de Racionalización de la Administración Local (LRSAL) para la organización de los 
servicios de bomberos. Dejamos constancia de la apertura de oficio de la queja 15/2220 dirigida a las 
Diputaciones Provinciales y cuyas respuestas, ultimadas en fechas recientes, están siendo motivo de análisis 
conjunto que concluiremos en el siguiente ejercicio.

Un año más recibimos un significativo número de quejas que exponen sus protestas por intervenciones 
de agentes policiales de modo abusivo o, cuando menos, inadecuado.  Ciertamente el número de 
estos expedientes no parece excesivo; sin embargo abarcan a todos los cuerpos policiales y suponen 
un elemento que exige una especial atención por parte de las autoridades responsables y directivas de 
estos cuerpos policiales. Es cierto que, cuando los hechos relatados alcanzan una aparente gravedad, 
tenemos conocimiento de que se han puesto en manos de las autoridades judiciales que tramitan los 
correspondientes procedimientos. 

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/nos-interesamos-por-la-organizacion-del-servicio-de-bomberos-en-arahal
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En todo caso, sí hemos expresado nuestra preocupación por estos hechos y, sobre todo, porque se garantice 
una atención y una respuesta a cada persona que, en el uso de su propia iniciativa, exige una explicación 
clara y directa ante cualquier responsable policial.

Dentro de las actuaciones referidas a los Cuerpos Policiales y aspectos relacionados con la seguridad 
ciudadana, tratamos un lamentable suceso acaecido en Marbella (Málaga) cuando un grupo de jóvenes que 
habían acudido a un encuentro internacional, decidió tomar un baño en una de las playas de la localidad. 
El resultado terrible fue la muerte en la playa de La Venus de dos alumnos y su monitor pertenecientes 
a un grupo de discapacitados turcos que se encontraban realizando unas actividades. Más allá de esta 
terrible consecuencia, nos interesó conocer la organización de los sistemas de vigilancia o de uso de las 
playas. Para ello acordamos la apertura de oficio de la queja 15/1766. Con fecha 5 de Junio recibimos 
un completo informe del ayuntamiento de Marbella en el que nos relataron todas las actuaciones que 
asumieron a partir del incidente que concluyó con estos ahogamientos. El informe describe una reacción 
inmediata y una implicación destacada de los agentes de policía local y servicios municipales ante un 
siniestro producido al margen de toda actividad programada de la que tuviera conocimiento los servicios 
municipales. Analizada la respuesta de tales servicios, procedimos a concluir la presente queja de oficio, 
agradeciendo la colaboración al Ayuntamiento afectado.

Relacionada con estas funciones de vigilancia, relatamos la iniciativa de oficio de la queja 15/3022 para 
conocer los criterios de estacionamiento de autocaravanas en la localidad granadina de Almuñécar. Suele 
ser un tema polémico en cuanto que estos vehículos ofrecen un uso mixto entre lo vivencial y el de mero 
transporte, o que puede generar conflicto en la ocupación prolongada de los espacios para aparcar. El 
ayuntamiento nos respondió con una serie de medidas específicas de control y, en su caso, de sanción, 
para los supuestos de empleo abusivo de estos espacios de estacionamiento rotatorio.

...

1.7.3 Actuaciones de oficio, Colaboración de 
las Administraciones y Resoluciones
Lamentablemente en este ejercicio de 2015 debimos concluir la queja 12/3987, seguida ante el Ayuntamiento 
de Cantillana (Sevilla) en relación con una actuación de agentes de la policía local. Básicamente el interesado, 
padre del joven afectado, alegaba una intervención excedida en relación con un control de tráfico realizado 
en esa localidad. Para conocer los detalles del incidente, nos dirigimos a la alcaldía solicitando información 
con fechas 28 de Agosto de 2012, 31 de Octubre de 2012 y 8 de Febrero de 2013,  A la vista de la absoluta 
falta de respuesta, dirigimos un escrito formal de Advertencia con fecha 25 de Abril de 2014 junto a 
sucesivos contactos telefónicos requiriendo la colaboración de esa alcaldía durante los días 11 y 18 de 
Noviembre de 2014.

Según determina nuestra ley reguladora, el Defensor valoró la prolongada falta de colaboración y dispuso 
con fecha 19 de Noviembre de 2015 la declaración de «actitud entorpecedora» de la Alcaldía del 
Ayuntamiento de Cantillana (Sevilla) y su remisión al Parlamento de Andalucía para su publicación en el 
Boletín Oficial del Parlamento. 

Del mismo modo, la queja 15/1784 suscitó una resolución en relación con la necesidad de respuesta 
expresa por parte del Ayuntamiento de Almonte (Huelva) a las peticiones de los ciudadanos y vecinos. 
La contestación ofrecida a dicha resolución motivó igualmente la mención expresa del asunto en el 
Informe Anual según determina el artículo 29.1 de la ley del Defensor del Pueblo Andaluz.

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/nos-interesa-conocer-la-seguridad-de-las-playas-en-localidades-que-permiten-un-disfrute-casi
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/la-autocaravana-aparca-o-acampa-pedimos-controles-al-ayuntamiento-de-almunecar
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1.8 MEDIOAMBIENTE
1.8.2 Análisis de las quejas admitidas a trámite
1.8.2.1.1 Los efectos de la contaminación acústica provocada 
por establecimientos de hostelería
Continúa el goteo, sin cesar, de quejas de la ciudadanía andaluza que, de una manera injusta, se ve obligada 
a soportar el ruido generado por locales de hostelería y sus instalaciones anexas (mesas, sillas, veladores, 
etc.) y que impide el derecho al descanso, a veces viola el derecho fundamental a la intimidad personal en 
el hogar y, con frecuencia, vulnera el derecho a la protección de la salud.

Es escandaloso que, ya sea por mera pasividad, connivencia o por una manera errática de entender el 
significado del desarrollo económico y del derecho al ocio, un gran número de gobiernos locales toleren esta 
injusticia existiendo un marco legal, mejorable, pero más que suficiente para impedir estos atropellos. En 
demasiadas ocasiones no sólo toleran, sino que, incluso, de una manera proactiva, otorgando autorizaciones 
ilegales, permiten o facilitan que se pueda ejercer, con total impunidad, estas actividades.

Nadie puede dudar, y desde luego el Defensor del Pueblo Andaluz no lo hace, que el derecho al ocio es 
consustancial al ser humano, que incluso la propia Constitución lo contempla en su art. 43. Pero el ocio 
es un derecho de configuración legal, es decir, es un derecho que se ejerce y se disfruta en los términos y 
con los requisitos que contempla el legislador.

Es lamentable que, también en este ámbito, tengan que ser los juzgados y tribunales de justicia los 
que, poco a poco, están creando una “cultura” del respeto a esta normativa y de las lesiones que 
se generan a las personas con motivo de la violación de sus derechos. 

Y cuando esto ocurre, como pasa en otros ámbitos, se habla de que se está judicializando el problema, 
cuando es, justamente, lo contrario: un sector que debería encontrar respuestas en las políticas públicas 
ejercidas conforme a la ley y en una sociedad civil respetuosa con las mismas, se encuentra con que, ante 
la ineficacia o connivencia de los gobiernos locales y, los comportamientos reiteradamente infractores e 
insolidarios de parte de las empresas de hostelería, tienen que ser los jueces los que, con sus sentencias, 
marquen las líneas rojas de los incumplimientos que dan lugar a la violación de los derechos de la ciudadanía. 

Sirva de ejemplo la queja 13/6270, en la que el interesado, propietario de un piso ubicado en una 
urbanización de Isla Canela, en Ayamonte (Huelva), nos trasladaba las molestias que venía sufriendo con 
motivo de los ruidos por la música de los chiringuitos más cercanos, presuntamente autorizada por 
el Ayuntamiento. Antes de acudir a esta Institución lo había denunciado tanto en el propio Ayuntamiento 
como en la Delegación Territorial de Agricultura, Pesca y Medio Ambiente de Huelva y, en concreto, de esta 
última había recibido en marzo de 2012, un oficio en el que se le informaba que los chiringuitos en la playa 
“son establecimientos expendedores de comidas y bebidas al servicio de las playas sin equipos de reproducción/
ampliación sonora o audiovisual”, en los que “no deberán existir en el futuro emisiones de ruido por equipos de 
sonido”.

Pese a la claridad de la normativa y a la información facilitada, el chiringuito impunemente continuaba 
funcionado, violando el descanso de los residentes de la zona. El Ayuntamiento nos informó que sólo 
había autorizado la emisión de música en fechas excepcionales y que, por tanto, lo denunciado era ilegal, 
comprometiéndose a vigilar que este tipo de actividades no se continuaran desarrollando, con lo que dimos 
por concluidas nuestras actuaciones.

Más escandaloso fue el supuesto de la queja 14/0755, en la que un ciudadano nos daba cuenta de los ruidos 
provenientes de instalaciones feriales y otras actividades estivales que se desarrollan sobre terrenos de 
dominio público marítimo-terrestre (puerto de Garrucha, Almería), sin la autorización de la Administración 
titular de estos terrenos y que generan una gran contaminación acústica durante prácticamente todo el 
verano en las viviendas existentes cerca de este espacio. 

También en Almería, pero en este caso en el municipio de Albox, el interesado nos trasladaba, en la queja 
14/2541 que los cuatro años anteriores a su queja había presentado en el Ayuntamiento numerosas 
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denuncias y escritos por ruidos generados desde un establecimiento hostelero que, al parecer, habría emitido 
música sin estar autorizado para ello y, en algún caso, contraviniendo resoluciones municipales. Estas 
denuncias venían motivadas por el hecho de que el interesado residía en una parcela situada a unos 80 
metros del mencionado establecimiento y en su domicilio, según sus escritos, se escuchaba perfectamente 
la música emitida.

En el escrito de queja se decía, además, que después de casi dos años habían logrado, en agosto de 2013, 
que se retiraran los altavoces de la terraza supuestamente ilegal del establecimiento, a pesar de lo cual los 
habrían vuelto a colocar en la siguiente primavera. También manifestaba que habían hablado en infinidad 
de ocasiones con la Alcaldía y que hasta ese momento sólo habían obtenido promesas de intervención, 
pero que la realidad era que no había actuación eficaz alguna.

Después de informar del contenido íntegro de la resolución que formulamos en la queja 14/2491, 
que enviamos a todos los Ayuntamientos de Andalucía, informando de la ilegalidad de autorizar 
instalaciones de música pregrabada o en vivo en el exterior de los locales o en interior cuando estos 
no están autorizados, no tiene justificación que continúen estas prácticas «contra legem». 

La situación, tal vez excepcional, de la ciudad de Sevilla (aunque es un problema, también, muy presente en 
Málaga), en la que, ejercicio tras ejercicio se reciben decenas de quejas de esta naturaleza, nos llevó a incoar 
de oficio la queja 14/4886 en la que hemos planteado al Ayuntamiento de Sevilla las siguientes cuestiones:

1. De los expedientes iniciados en 2013, en los que se proponía la imposición de multas, el número de 
expedientes que terminaron en una resolución en la que, efectivamente, se impusiera la sanción y en 
cuántos supuestos ésta fue ejecutada, ya sea pagándose en periodo voluntario o en ejecutivo la multa.

2. Idéntica información la interesamos sobre los expedientes iniciados en 2014 que, según las noticias 
publicadas en prensa, desde enero a octubre habían sido más de 600.

3. Zonas declaradas saturadas en las que, no obstante ello, se autorizaron en 2013 y 2014 nuevas terrazas 
o ampliación de las existentes y motivos que justificaron tales autorizaciones, pese a su ubicación en tales 
zonas.

A la fecha de cierre de este Informe Anual estamos pendientes de valorar la respuesta recibida del 
Ayuntamiento de Sevilla en esta actuación.

En relación con esta problemática debemos traer a colación el asunto que nos denunciaban en la queja 
14/5246 de ruidos provocados por la aglomeración y acumulación de establecimientos hosteleros 
con terrazas de veladores en una zona de la ciudad de Málaga, que parece que duraba ya varios años y 
en la que recordamos a su Ayuntamiento la obligación legal que tiene de ejercitar de forma eficaz, diligente 
y de acuerdo con el principio de buena administración, sus competencias en materia de protección contra 
el ruido, policía administrativa, control y vigilancia de actividades hosteleras, haciendo compatible la libertad 
de empresa y el ocio con el descanso de quienes residen en entornos ruidosos. 

Para ello, recordamos que se afrontara esta problemática con una reunión conjunta entre todas las 
áreas municipales implicadas y la policía local. Asimismo, recordábamos la necesidad de proceder cuanto 
antes a tramitar la comprobación de si la zona en cuestión reúne los requisitos para ser declarada zona 
acústicamente saturada, con las correspondientes medidas que ello implicaría. Finalmente, y al margen 
de lo anterior, recordamos la normativa municipal existente en materia de veladores cuando su utilización 
genera ruido para las personas residentes en sus entornos, haciendo prevalecer el descanso frente a la 
ampliación de los negocios con terrazas exteriores.

Lo cierto es que el Ayuntamiento de Málaga nos informó que había adoptado diferentes actuaciones para 
afrontar este problema, tales como la Red de monitorización del ruido de ocio, los planes de acción contra 
el ruido de la aglomeración de Málaga, diferentes actuaciones llevadas a cabo por el “Órgano Transversal del 
Ruido”, de carácter técnico y multidisciplinar, los indicadores del sistema de gestión de calidad certificada, la 
tramitación 650 expedientes sancionadores por infracciones cometidas en 2014 a la Ordenanza Municipal 
de Ruido incluso, de manera concreta, nos informaba que en el distrito Puerto de la Torre-Teatinos se 
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habían levantado un total de 472 actas/denuncias en 2014 y 136 en 2015. Asimismo, nos informaba de 
otras medidas adoptadas en materia de coordinación entre diferentes departamentos municipales.

De acuerdo con ello, no cabría calificar, en este supuesto, la actitud del Ayuntamiento de Málaga de pasiva 
con carácter general, aunque se pueden dar determinadas situaciones de difícil justificación. Ahora bien, 
sabemos que cuando se llega a una situación como ésta es muy difícil cambiarla radicalmente.

1.8.2.1.2 La contaminación acústica generada por 
instalaciones deportivas
Cada vez con más frecuencia estamos recibiendo quejas fundamentadas en la contaminación acústica que 
se genera en las instalaciones deportivas. Básicamente, el problema suele tener origen en la cercanía de 
determinadas instalaciones deportivas (sobre todo de fútbol y pádel) a las viviendas de su entorno, siendo 
aquéllas autorizadas debidamente por el Ayuntamiento e incluso, en muchos casos, de titularidad municipal.

La experiencia nos ha enseñado que quienes diseñan estas instalaciones no han valorado que, con 
independencia de que se superen, o no, unos determinados índices acústicos, el sonido provocado por la 
utilización de las pistas de pádel, o de grupos de personas jugando al fútbol, termina siendo una pesadilla 
para muchas familias; problema que se agrava, además, con el propio ruido que generan los jugadores y 
con la contaminación lumínica cuando las pistas cuentan con las instalaciones para poder ser iluminadas. 

El otro supuesto que genera quejas se produce cuando, en un principio, se construye una gran instalación 
deportiva, como es un campo de fútbol, aislado del suelo urbano. Sin embargo, el potencial desarrollo del 
planeamiento hace que se terminen construyendo edificios residenciales en lugares muy cercanos a estas 
instalaciones, con la consecuencia de que la contaminación acústica y lumínica es inevitable.

Así, en la queja 15/1265, el interesado, vecino del municipio sevillano de Olivares, presentó queja por la 
falta de una respuesta efectiva a las reclamaciones que había presentado ante el Ayuntamiento por unas 
pistas de multideporte municipales colindantes a su domicilio. Citaba, en concreto, que “el ruido sufrido 
en mi persona está provocando acritud para con mi familia, que al no poder descansar, por los ruidos de 
los partidos de fútbol, que veo desde mi ventana, a la misma altura de ésta a 3 metros de mi dormitorio 
con la única separación de una red. Porque no me puedo ir a la cama, esté bueno o malo, hasta que la 
instalación deportiva cierra. Porque no puedo abrir la ventana, ni en invierno ni en verano, porque parece 
de día dentro de mi vivienda por los focos y el ruido provocado y que te saca de tus casillas; por esto y por 
la indefensión que siento por parte de mi Ayuntamiento le pido, no, le ruego nos ayuda a solucionar esta 
situación de desesperación que llevamos viviendo más de un año”.

Hemos iniciado las actuaciones y a la fecha de cierre de este Informe Anual aún no han finalizado las 
mismas, pero es del todo punto injustificable que, pese a la situación descrita y al informe de medición de 
contaminación acústica, no se hayan adoptado medidas por el Ayuntamiento para evitar esta situación. 
No obstante, de los informes recibidos se desprendía que el Ayuntamiento estaba adoptando medidas 
para dar solución a este problema.

Por la contaminación generada por un campo de fútbol se presentó la queja 14/5307 que venía motivada 
por los ruidos generados por la actividad desarrollada en las instalaciones deportivas municipales 
denominadas “La Mosca”, a escasa distancia del domicilio del promotor de la queja, en el municipio de 
Málaga. En concreto, decía el interesado que “todas las tardes desde las 16 horas hasta pasadas las 23 horas 
(hora supuesta del cierre) están entrenando y jugando al fútbol sin que las instalaciones estén debidamente 
preparadas para aislar de los ruidos de gritos y pitidos. Los fines de semana se agrava el problema. 

Desde el Área de Deportes del Ayuntamiento se había respondido a este ciudadano que “precisamente por 
la cercanía de los vecinos, este campo tiene prohibido hacer ruidos, especialmente megafonía, a partir de las 
23 horas”. En esta respuesta también se decía que “estamos seguros que insonorizar el campo puede suponer 
un coste bastante alto, importe que no disponemos en el presente presupuesto”, así como que “no obstante, 
hemos pasado nota a nuestra Sección de Instalaciones Deportivas para que se estudie su coste y también si una 
insonorización daría los resultados pretendidos”.

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/pedimos-mas-control-en-el-funcionamiento-de-un-complejo-deportivo-en-malaga
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Tras interesar el oportuno informe, se practicó medición acústica un día que había muy pocas personas 
en la instalación deportiva por lo que el propio Jefe de Sección de Calificaciones Ambientales y Control del 
Ruido del Ayuntamiento de Málaga lo advierte de forma clara en su informe cuando dice que “la fuente de 
ruidos es variable, y dependerá de la evolución de cada encuentro o partido”, que “los ruidos generados son 
audibles”, y que dado que el valor obtenido está en los límites admisibles, es por lo que se puede considerar 
que cualquier otra medición en otro momento puede arrojar un valor que supere tales límites.

En base a este informe y a la experiencia adquirida con motivo de la tramitación de otra queja, concretamente 
la queja 13/5167 (que ya citamos en nuestro Informe Anual del año 2014), formulamos Sugerencia en 
el sentido de que, en lo que respecta a las instalaciones deportivas del campo de fútbol “La Mosca”, se 
atienda por el Ayuntamiento a lo que establece el informe del Jefe de Sección de Calificaciones Ambientales 
y Control del Ruido del Ayuntamiento de Málaga y, previos trámites legales oportunos, se indique a los 
gestores de estas instalaciones deportivas que deben velar por un comportamiento cívico en todos los 
encuentros deportivos y entrenamientos para evitar molestias al vecindario, así como para que, en todo 
caso, en cuanto existan posibilidades, se lleve a cabo la instalación de pantallas acústicas para las zonas 
de esta instalación más próximas a las viviendas.

También sugerimos que, en todo caso y previos trámites legales oportunos, se adopte por parte del 
Ayuntamiento un compromiso real y eficaz para llevar a cabo, en un tiempo prudencial, la instalación de 
pantallas acústicas antes referida, en la consideración de que dicha medida será la única que, en principio, 
permita corregir verdaderamente los niveles de ruido generados, o que se puedan generar, como consecuencia 
del desarrollo de actividades en el campo de fútbol “La Mosca”, de Málaga.

1.8.2.1.3 Otros focos de contaminación acústica
Es raro el ejercicio en el que no se presenta alguna queja relacionada con los ensayos de las bandas de 
música. Es, pues, un asunto sobre el que nos hemos pronunciado en reiteradas ocasiones en el sentido de 
que la realización de estos ensayos y las aptitudes de ocio que ofrecen a los integrantes de estas bandas 
no deben desarrollarse de manera que afecten, o vulneren, derechos de terceros. 

Un ejemplo de ello lo encontramos en la queja 14/2415 en la que un ciudadano reclamaba por los ruidos 
que sufría en su domicilio a consecuencia de los constantes y reiterados ensayos de una banda 
de cornetas y tambores en una explanada cercana, en la ciudad de Sevilla. Aseguraba que estos ruidos 
afectaban especialmente a sus dos hijos menores de edad, ya que los ensayos “se vienen sucediendo día 
tras día durante dos años en horario de 21:00 h. a 22:45 h. e incluso en época de Cuaresma hasta dos bandas, 
terminando a las 23:45 h”. Además de afectar a su familia, comentaba que conocía que también otras 
personas residentes en el entorno habían planteado sus quejas por estos ruidos.

Por todo ello, formulamos a la Alcaldía-Presidencia del Ayuntamiento de Sevilla Recordatorio del deber legal 
de observar lo dispuesto en diversos artículos de la Ordenanza Municipal contra la contaminación acústica, 
ruidos y vibraciones y Recomendación para que, en el caso, insistimos, de que no se hubiese intervenido aún 
en la forma que establece el artículo 27 de la reiterada Ordenanza, en sus apartados 7.c) y 8, con urgencia 
se dieran las instrucciones oportunas a la Policía Local para que procediera, en primer lugar, a comprobar si 
los ensayos de la banda de música objeto se desarrollaran en una zona convenientemente distanciada a los 
edificios de viviendas más cercanos. 

También recomendábamos que, en el caso de que se comprobase que se estaba desarrollando un acto 
o comportamiento ruidoso infringiendo el citado artículo 27, o se hubieran recibido quejas o denuncias 
previas de los vecinos afectados, que requiriesen a sus responsables que desistieran de su comportamiento, 
adoptando las medidas que, a estos efectos, prevé la vigente Ordenanza contra la contaminación acústica, 
ruidos y vibraciones.

Un caso singular fue el de la queja 14/4329, que admitimos a trámite cuando una vecina del municipio 
sevillano de Castilblanco de los Arroyos denunciaba los ruidos generados desde el inmueble donde se ubica la 
academia municipal de música y baile, en el que se desarrollan actividades de banda de cornetas, tambores 

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/llamada-de-atencion-para-un-mayor-control-del-ruido-durante-los-ensayos-en-la-calle-de-bandas-de
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/que-se-revise-que-la-academia-municipal-de-musica-cumple-con-todos-los-requisitos-contra-la
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y escuela de baile. Una vez estudiados los informes recibidos, que ponían de manifiesto la aparente ineptitud 
del local para tales actividades, formulamos resolución a la Alcaldía-Presidencia con la que se le recordaba la 
obligación de observar las cautelas previstas en la normativa de protección contra la contaminación acústica.

 Asimismo, recomendamos, por un lado, que se procediera con urgencia, con medios personales y materiales 
homologados, a comprobar si el inmueble en cuestión cumplía con las debidas condiciones acústicas para 
actividades como las mencionadas y, por otro, que se procediera en función de los resultados obtenidos tras 
la comprobación.

1.8.2.2 Contaminación hídrica derivada de los 
vertidos residuales urbanos sin depurar
Dentro de este epígrafe vamos a hacer mención a una serie de quejas, la mayoría iniciadas de oficio, que 
ponen su acento en la contaminación que se produce en nuestros ríos como consecuencia de vertidos 
de origen residuales urbanos sin depurar.

Es difícil de entender que, con los medios existentes y la “conciencia ecológica” que se ha ido creando poco 
a poco en estos últimos años, continúen produciéndose situaciones de abandono de espacios de alta 
calidad ambiental o, simplemente, que se tolere que todos los días del año muchos municipios continúen 
vertiendo las aguas residuales urbanas sin depurar.

En el supuesto de la queja 14/4190 que iniciamos de oficio al conocer que el municipio granadino de 
Monachil estaba vertiendo las aguas residuales urbanas sin depurar en el cauce del río del mismo 
nombre, como en otros supuestos similares en los que hemos intervenido, hemos partido de la consideración 
de que aunque es cierto que, en principio, la competencia corresponde, en materia de saneamiento y 
depuración, a los Ayuntamientos, también lo es que, con objeto de auxiliar a aquellos que carecen de 
medios suficientes para afrontar estas obligaciones y con el fin de asumir el objetivo de asegurar el buen 
estado ecológico de las aguas en 2015, nuestra Comunidad Autónoma asumió en su momento la obligación 
de financiar determinadas obras de saneamiento y depuración declaradas de interés de la Comunidad 
Autónoma por el Acuerdo del Consejo de Gobierno de 26 de Octubre de 2010.

Lo anterior nos lleva a la conclusión de que la Comunidad Autónoma, con base a sus presupuestos 
y a los ingresos recaudados por el canon de mejora, debe también afrontar la financiación de la 
ejecución de estas obras, sin olvidar las competencias legales que tienen atribuidas los Ayuntamientos 
en esta materia.

En base a ello y otras consideraciones que se incluyeron en nuestra resolución sobre este asunto, se 
formuló a la Consejería Recordatorio del deber legal de afrontar el compromiso adquirido conforme a las 
previsiones de las siguientes normas: Directiva 2000/60/CE, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 23 
de Octubre de 2000, por la que se establece un marco comunitario de actuación en el ámbito de la política 
de aguas; Ley 9/2010, de 30 de Julio, de Aguas de Andalucía; y Acuerdo del Consejo de Gobierno de 26 
de Octubre de 2010, por el que se declaran de interés de la Comunidad Autónoma de Andalucía las obras 
hidráulicas destinadas al cumplimiento del objetivo de la calidad de las aguas de Andalucía, entre las que 
se incluye la mencionada en esta queja.

Nuestra resolución fue aceptada por la Consejería de Medio Ambiente y Ordenación del Territorio, que se 
ha comprometido a realizar un seguimiento puntual de la ejecución de estas infraestructuras.

El estado de abandono en el que se encontraba la depuradora del municipio sevillano de Aguadulce, 
que estaba provocando que se realizaran vertidos incontrolados sin depurar al río Blanco, hizo que 
iniciáramos de oficio la queja 15/4541 tras conocer que la EDAR de este municipio llevaba cuatro años 
sin funcionar, lo que provocaba que las aguas residuales que debería depurar, pese a que pasan por su 
conductos e incluso por la propia EDAR, son vertidas sin depurar al río Blanco y, posteriormente, al río 
Genil, del que aquél es afluente.

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/se-vierten-aguas-sin-depurar-al-rio-monachil
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/que-se-ejecuten-las-obras-de-saneamiento-y-depuracion-de-las-aguas-en-monachil-en-cumplimiento-del
https://www.boe.es/buscar/doc.php?id=DOUE-L-2000-82524
http://www.juntadeandalucia.es/boja/boletines/2010/155/d/updf/d1.pdf
http://www.juntadeandalucia.es/boja/2010/219/34
http://www.juntadeandalucia.es/boja/2010/219/34
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/preguntamos-por-el-funcionamiento-de-la-depuradora-de-aguadulce-en-almeria
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Un grupo municipal del Ayuntamiento de Almería se dirigió a esta Institución, en la queja 14/2416 con 
motivo de la proliferación de mosquitos y malos olores a consecuencia de la acumulación de aguas 
residuales en la desembocadura del río Andarax, provocando diversas incidencias en vecinos de El 
Puche, Los Molinos, Torrecárdenas, Recinto Ferial y Villa Blanca, de la capital almeriense. Tras recabar 
informes del Ayuntamiento de Almería, de la Consejería de Medio Ambiente y Ordenación del Territorio y 
de la Mancomunidad de Municipios del Bajo Andarax, se detectaron diversos incumplimientos en materia 
de infraestructuras de depuración de aguas residuales, vertidos y de compromisos adquiridos, atribuibles, 
de una u otra forma, a todas las Administraciones implicadas, lo que motivó que se dirigiera a todas ellas 
Recomendación para que, a la mayor brevedad posible, se proceda de manera urgente a acordar una reunión 
entre Ayuntamiento, Consejería, Mancomunidad y Diputación Provincial, a fin de tratar las diversas causas 
de la proliferación de mosquitos, malos olores y otras alteraciones medioambientales en la desembocadura 
del río Andarax, y sus posibles soluciones y trabajos a desarrollar por cada Administración implicada. Ello, 
sin perjuicio de que ya estuvieran en marcha los trabajos de la EDAR El Bobar con los que, en principio, 
pudiera solventarse definitivamente este problema.

En fin, también iniciamos en 2014 actuaciones en la queja 14/5109 cuando conocimos la situación en que 
se encontraba la ladera del castillo de Alcalá de Guadaíra (Sevilla), en terrenos aledaños a la nueva biblioteca 
municipal, en la que, siempre según las noticias que llegaron a esta Institución, existía un vertedero ilegal 
de residuos. En este año hemos dado por concluidas nuestras actuaciones cuando el Ayuntamiento nos ha 
informado, entre otras cuestiones, que la Gerencia Municipal de Servicios Urbanos ha incoado expediente 
de contratación de contrato menor de servicios para el desbroce y limpieza de las laderas sur y oeste del 
recinto amurallado, por importe, aproximado, de 16.000 euros. 

1.8.2.3 Cumplimiento de la Directiva Marco del 
Agua: buen estado de las aguas superficiales y 
subterráneas
En este ejercicio hemos continuado haciendo un seguimiento del cumplimiento del objetivo establecido 
por la Unión Europea y el derecho interno español de que para el 31 de diciembre de 2015 estuviera 
garantizado que ningún vertido de aguas residuales urbanas tuviera lugar sin estar previamente depurado, 
para evitar la contaminación de aguas continentales y marinas, facilitando un ciclo del agua más ecológico 
y limpio y para facilitar y aprovechar la reutilización de este recurso hídrico de gran magnitud, que son las 
aguas residuales urbanas una vez que han sido tratadas.

Pues bien, con motivo de distintas quejas, tanto de oficio como a instancia de parte y, sobre todo, 
como consecuencia de la queja 15/2067, con base a un amplísimo y detallado informe elaborado por 
la Demarcación de Andalucía, Ceuta y Melilla del Colegio de Ingenieros de Caminos, Canales y Puertos, 
ha quedado demostrado con claridad el extraordinario incumplimiento en el que había incurrido la 
Comunidad Autónoma de Andalucía en aras a ejecutar las infraestructuras de interés de la Comunidad 
Autónoma, para garantizar el buen estado de todas las masas de agua en el horizonte del año 2015, 
comprometida por un Acuerdo del Consejo de Gobierno de 26 de octubre de 2010.

La información elaborada por el mencionado Colegio de Ingenieros de Caminos, Canales y Puertos, sin 
perjuicio de algunos datos que, lógicamente, deben ser actualizados (pues desde su toma hasta la publicación 
del informe, la tramitación/ejecución de infraestructuras podrían haber sufrido algunas modificaciones, 
hecho éste que resaltamos en la petición de informe, pues es imposible una actualización absoluta y en 
tiempo real de los mismos, salvo, lógicamente, que el informe se elabore por la propia Consejería de Medio 
Ambiente y Ordenación del Territorio) ponía, y pone, de manifiesto un incumplimiento extraordinario de 
las previsiones del Acuerdo mencionado.

Por otro lado, también nos consta que se han producido importantes incumplimientos por parte 
de la Administración General del Estado respecto de la ejecución de estas infraestructuras cuya 
financiación le corresponde a ésta por haber sido declaradas de interés nacional.

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/actualidad/resolucion-del-dpa-ante-los-mosquitos-y-malos-olores-en-zona-de-almeria-resolucion-142416
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/el-ayuntamiento-inicia-los-tramites-para-retirar-los-residuos-en-las-laderas-del-castillo-de-alcala
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/actuamos-de-oficio-para-valorar-el-cumplimiento-de-vertido-0-para-2015
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No obstante, nuestras investigaciones, aunque también se han extendido, en algunos casos, a las 
infraestructuras de competencia estatal, por vía de colaboración con la Defensora del Pueblo de las Cortes 
Generales, lógicamente se han centrado, de conformidad con lo establecido en el Estatuto de Autonomía 
para Andalucía y en nuestra Ley reguladora, en el control sobre la Administración Autonómica. 

El hecho, sin duda positivo, de que en Andalucía más del 80 % de las aguas residuales urbanas se depuran, 
no puede obviar que respecto del porcentaje restante, al tratarse, en muchos casos, de pequeños y medianos 
municipios, la ejecución de estas infraestructuras reviste unos costes y una gestión compleja por lo que es 
previsible que el objetivo del “vertido cero” sea más una obligación legal incumplida, que una realidad que 
está presente en Andalucía durante bastante tiempo.

La consecuencia de ese incumplimiento no es sólo causa de una posible imposición de sanciones que, tal vez, 
puede quedar en suspenso si tiene lugar una prórroga del plazo de cumplimiento de esta obligación, sino 
que el derecho constitucional y estatutario a un medio ambiente adecuado, va a continuar infringiéndose 
diariamente con graves consecuencias para el hábitat, que resulta afectado por la contaminación de 
estas aguas por los vertidos producidos con el conocimiento y, en la mayoría de las ocasiones, desde 
infraestructuras de titularidad pública.

Pensamos que nos encontramos ante una cuestión que sería conveniente que se tratara, de forma 
monográfica, en el Parlamento de Andalucía con el fin de valorar la situación real, los compromisos, el 
funcionamiento del canon de mejora y, de acuerdo con todo ello, diseñar una hoja de ruta que permita 
dotar de la necesaria eficacia, eficiencia y transparencia a las actuaciones necesarias para alcanzar 
ese objetivo irrenunciable de garantizar la calidad de todas las masas de agua como objetivo previo 
a conseguir, también, el vertido cero. El derecho constitucional y estatutario a un medio ambiente 
adecuado exige un posicionamiento claro a la hora de abordar este grave problema.

1.8.2.4 Las actividades de granjas y fincas ganaderas 
que generan afecciones en el espacio urbano
Sin lugar a dudas, uno de los sectores que deben ser impulsados en su desarrollo por los poderes públicos, 
de acuerdo con las previsiones constitucionales (art. 130 CE), así como con las estatutarias (art. 163 EAA), 
es el de la ganadería pues creemos que es un sector que supone una extraordinaria aportación no sólo al 
PIB andaluz y al empleo, sino que, además, tiene otros efectos colaterales positivos sobre el espacio rural 
y la población que allí reside.

Sin embargo, a veces la localización y/o la ausencia de medidas correctoras provocan importantes incidencias 
en la población, de manera muy especial cuando las instalaciones ganaderas y las granjas se localizan cerca, 
o lo que es peor, en el interior del espacio urbano.

Sirva de ejemplo la queja 12/0332, en la que una comunidad de propietarios de un edificio de Estepa 
(Sevilla) presentó queja por la inactividad del Ayuntamiento ante las reiteradas denuncias contra la 
propietaria de una vivienda cuyo patio es colindante al edificio. En dicho patio la propietaria tenía 
instalado un corral de gallinas. 

En este sentido, las deficientes condiciones higiénico-sanitarias en las que se encontraba dicho corral 
afectaban sobremanera a los vecinos del bloque de viviendas y generaba afecciones a la salubridad de 
sus moradores, que se vieron incluso invadidos por la aparición de ingentes cantidades de cucarachas en 
algunas viviendas, deficiencias constatadas incluso por el propio Ayuntamiento, tanto que en su momento 
se dictó Decreto de la Alcaldía por el que se ordenaba a la vecina propietaria de las gallinas su retirada, 
advirtiéndole que de no proceder de tal manera la actuación se ejecutaría a su costa y de manera subsidiaria. 
Sin embargo, ni el Decreto llegó a cumplirse, ni tampoco a ejecutarse.

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/que-el-ayuntamiento-actue-ante-un-corral-de-gallinas-colindante-a-viviendas
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Formulamos resolución en la que, tras los oportunos Recordatorios legales, recomendamos al Ayuntamiento 
que procediera, sin más dilaciones ni apercibimientos, a la ejecución subsidiaria de la Resolución municipal 
de 2010 por la que se ordenaba la retirada de los animales molestos del corral, así como para su limpieza y 
desinfección. También formulamos Recomendación para que, llegado el caso, si la moradora de la vivienda 
en cuestión persistía en su negativa a permitir la entrada de los operarios municipales para ejecutar la 
resolución, se procediera, sin más dilaciones ni demoras injustificadas, a solicitar autorización judicial de 
entrada en el domicilio. Lamentablemente, no obtuvimos respuesta del Ayuntamiento de Estepa, por lo 
que tuvimos que proceder a incluir la queja en el Informe Anual al Parlamento de Andalucía.

En cuanto a la queja 14/2882 el promotor, propietario y residente, durante largas temporadas, de una 
vivienda en el anejo municipal de Alomartes, en el término municipal de Íllora (Granada), denunciaba que 
junto a la misma se ubica un recinto y un pabellón donde se estabulan cuatro caballos, y más en algunas 
ocasiones, provocando molestias de diversa índole y por las que en febrero de 2013 presentó denuncia 
en el Ayuntamiento de Íllora, que fue tramitada dando lugar, a su vez, a una Resolución municipal de abril 
de 2013, por la que se ordenaba el cese voluntario e inmediato de la actividad desarrollada, y se advertía 
que, en caso de incumplimiento, se procedería a la clausura y precinto del local. Para esta Resolución fue 
emitido informe jurídico en el que se decía que la actividad denunciada se estaba desarrollando sin licencia 
y que “resulta incompatible con lo previsto en el planeamiento urbanístico, dado que el inmueble se encuentra 
en suelo urbano consolidado y calificado como residencial”.

Ante la constatación de que el Ayuntamiento de Íllora, aduciendo falta de medios, no había ejecutado la 
resolución de Alcaldía, formulamos resolución dirigida al citado Ayuntamiento recordándole que los actos 
de las Administraciones Públicas son inmediatamente ejecutivos, salvo causa legal que en este caso, en 
apariencia, no se daba, recomendando que, sin más demoras, procediera con medios propios o con la 
asistencia de la Diputación Provincial, a dar cumplimiento forzoso a la resolución indicada de cese y clausura 
de la ilegal actividad.

El promotor de la queja 13/5922, residente en el municipio gaditano de Arcos de la Frontera, nos exponía 
en su escrito de queja que en una parcela colindante a su vivienda se había instalado, sobre el año 
2011, un establo y varios corrales. 

Tras diversas actuaciones, con fecha 20 de junio de 2014 recibimos un último escrito del afectado indicando 
que “hasta la fecha todo sigue igual que la primera vez que nos pusimos en contacto con Vd. Estamos siendo 
objeto de abandono por parte de esta Administración Local, la cual aún a sabiendas de que se está incumpliendo 
la legislación vigente en varias materias no hace nada al respecto, amparando dicha ilegalidad. No entendemos 
la protección que está recibiendo el arrendatario de dicha finca y propietario de los animales por parte del 
Ayuntamiento”.

Todo ello puso de manifiesto una injustificable pasividad por parte del Ayuntamiento, con pleno conocimiento 
de que la actuación que se venía desarrollando no era ajustada a derecho. A la fecha de cierre de Informe 
Anual y pese a diversas actuaciones realizadas, no se ha obtenido respuesta a la resolución.

1.8.2.7 La ejecución de las grandes infraestructuras 
demanda la colaboración de las Administraciones 
Públicas al servicio de los intereses generales
Iniciamos de oficio la queja 15/0468 cuando tuvimos conocimiento de la existencia, a través de los 
medios de comunicación, de una discrepancia entre el Ayuntamiento de Málaga y la Consejería de Medio 
Ambiente y Ordenación del Territorio sobre la capacidad y características que había de tener la tercera 
depuradora que estaba previsto construirse para la ciudad de Málaga que impedía que se ejecutara. 
Esta discrepancia y el hecho de no ponerse en marcha las obras de ejecución suponían que la 
depuradora del Guadalhorce estaba soportando una gran sobrecarga al asumir el tratamiento de 
aguas residuales de otros cuatro municipios. 

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/que-se-cumpla-la-orden-de-clausura-de-una-actividad-ganadera-ilegal
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Ante esta situación y merced a este conflicto de naturaleza, al menos, aparentemente técnica, se estaba 
perjudicando, en última instancia, a la ciudadanía afectada y a su derecho a un medio ambiente adecuado; 
de ahí que iniciáramos una actuación de oficio con una clara intencionalidad mediadora con objeto de tratar 
que las Administraciones Públicas implicadas acercaran posturas y adoptaran una decisión de consenso 
técnicamente viable y eficiente para garantizar la entrada en funcionamiento de la denominada depuradora.

La discrepancia de fondo se concretaba en que mientras que el Ayuntamiento consideraba imprescindible 
que la EDAR se ejecutara en los términos y características sobre capacidad acordadas en su día por el 
Consejo de Gobierno, la Consejería de Medio Ambiente y Ordenación del Territorio consideraba que no era 
necesario que poseyera esa capacidad pues si los municipios que actualmente vierten en la depuradora 
de Guadalhorce trataran previamente sus aguas, no se produciría la sobrecarga que, en la actualidad, está 
soportando. En consecuencia, en tal caso bastaría con que la nueva depuradora tuviera menos de un 50% 
de la capacidad inicialmente prevista (en torno a 43.000 m³ de capacidad de tratamiento).

Tras recibir los informes técnicos que aclaraban las dos posiciones de estas Administraciones territoriales, 
llegábamos a la conclusión, que trasladamos en la resolución de que no era fácil llegar a un acuerdo pues 
cualquiera de las dos alternativas, básicamente planteadas, invalidaba, de alguna manera, o condicionaba 
seriamente la otra, en unos proyectos en los que el consenso entre administraciones es imprescindible 
por diversas razones y no sólo financieras.

Así las cosas, en primer lugar, resulta que el proyecto, tal y como estaba previsto en septiembre de 2011 
para la ejecución de la EDAR Norte, no parecía que estuviera dispuesto a asumirlo la Consejería de Medio 
Ambiente y Ordenación del Territorio, por lo que la situación de la EDAR de Guadalhorce es insostenible si 
no se amplía su capacidad actual de tratamiento, o se le descarga del exceso de caudal y carga contaminante 
afluente. En segundo lugar, mientras tanto se están vertiendo miles de toneladas de materia orgánica 
contaminante al cauce del río Guadalhorce, con la consecuencia de que, además, inevitablemente se va a 
incumplir, flagrantemente, el objetivo de conseguir el vertido “cero”, garantizando el ciclo integral del agua 
en lo que concierne a la depuración de los vertidos mencionados en nuestra resolución.

Por ello, formulamos a los citados organismos Sugerencia en el sentido de que, a la mayor urgencia, se 
mantuviera una reunión entre representantes de ambas administraciones a fin de, o bien dar cumplimiento, 
en lo que concierne a estas infraestructuras, a lo previsto en el Acuerdo del Consejo de Gobierno de 26 
de octubre de 2010, por el que se declaran de interés de la Comunidad Autónoma de Andalucía las obras 
hidráulicas destinadas a alcanzar el objetivo de la calidad de las aguas de Andalucía o, alternativamente, si 
hubieran aparecido nuevos criterios de apreciación que, por razones técnicas, financieras, o ambas a la vez, 
hicieran aconsejable modificar las previsiones iniciales para dotar de estas infraestructuras a los municipios 
mencionados en este escrito, se hiciera un esfuerzo serio y responsable para buscar fórmulas de consenso 
y poder afrontar, a la mayor brevedad posible, la ejecución de las infraestructuras para garantizar el tan 
mencionado objetivo del vertido “cero”.

Entendemos que tanto la Administración autonómica como el Ayuntamiento de Málaga están, constitucional 
y estatutariamente, obligados a hacer un esfuerzo de entendimiento que únicamente puede tener un 
resultado: que se determine cómo se va a afrontar, con carácter de urgencia, la depuración de los vertidos 
de estos municipios, evitando la permanente contaminación que se está produciendo y los riesgos de 
mantener el funcionamiento de la EDAR del Guadalhorce en las actuales circunstancias.

En este contexto, si lo vieran necesario o conveniente, esta Institución ofrecía su colaboración para facilitar 
que se llegue a un acuerdo que, por razones de interés público, es inaplazable.

Esta resolución ha tenido una respuesta favorable de estas Administraciones ya que se desprende del 
contenido de ellas que se va a mantener este encuentro entre ambas para intentar llegar a un acuerdo.

La situación en la que se encuentra el vertedero de la ciudad de Jaén motivó la incoación de oficio de la 
queja 15/0924. El problema, básicamente, era que el vertedero tiene, prácticamente, agotada su capacidad 
y existen dificultades de toda índole para afrontar su ampliación, por lo que el Ayuntamiento de la ciudad 
había optado, como solución, por plantear a la Diputación Provincial de Jaén la posibilidad de utilizar la 
planta de residuos ya existente de RESURJAÉN (Residuos Urbanos de Jaén), en su prestación de servicios 
y titularidad de la citada Diputación Provincial.

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/es-necesario-ejecutar-la-tercera-edar-de-malaga-para-cumplir-con-el-vertido-cero-que-las
http://www.juntadeandalucia.es/boja/2010/219/34
http://www.juntadeandalucia.es/boja/2010/219/34
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Tras obtener la información interesada, procedimos a formular Sugerencia al Ayuntamiento de Jaén y a la 
Diputación Provincial en el sentido de que, por parte del Ayuntamiento y de la Diputación Provincial, teniendo 
en cuenta la información previa que ya poseían, adoptaran las medidas oportunas a fin de mantener una 
reunión constructiva lo más pronto posible para aclarar los términos en los que se podría llegar a un acuerdo 
que, posteriormente, se plasmara en un Convenio que permitiera afrontar la ampliación de la actual Planta 
de Tratamiento y Eliminación de Residuos Sólidos de titularidad provincial, garantizándose la financiación 
de los costes que conllevaría el proyecto, su ejecución y puesta en funcionamiento y los gastos derivados 
de su adecuado mantenimiento y conservación.

A estos efectos, el titular de esta Institución ofrecía su total disponibilidad para, si lo consideraban oportuno, 
o necesario, las partes, mantener un encuentro en la sede de esta Institución, o en el lugar que determinaran, 
para facilitar, por la vía de la mediación, un acuerdo entre ambas Administraciones que permita que se dé 
una respuesta necesaria y urgente al problema que afecta a la población de Jaén en este ámbito.

En cuanto a la Consejería de Medio Ambiente y Ordenación del Territorio formulamos Recomendación 
para que, dado que existe un riesgo de que se continúe contaminando las aguas subterráneas como 
consecuencia del estado de las infraestructuras del vertedero municipal, se interese una respuesta urgente 
de la empresa concesionaria y, una vez oída ésta, se dicte, a la mayor urgencia, la resolución que proceda a 
fin de que se ejecuten las medidas que la Delegación Territorial de esa Consejería en Jaén decida llevando 
un seguimiento puntual de las mismas.

Sobre ambas cuestiones hemos recibido, en principio, una respuesta esperanzadora pues parece que se iba 
a celebrar una entrevista entre representantes del Ayuntamiento y de la Diputación Provincial para intentar 
llegar a un acuerdo que resuelva definitivamente el problema y, de otro, la Consejería de Medio Ambiente y 
Ordenación del Territorio estaba adoptando las medidas para impedir que se produzca una contaminación 
de entidad de las aguas subterráneas. En todo caso, continuamos nuestras actuaciones para conocer el 
resultado de esos encuentros y de la resolución que finalmente se adopte sobre la contaminación de las 
aguas subterráneas.

1.8.2.9 Contaminación lumínica
Diversas son las causas que motivan la presentación de quejas relacionadas con la contaminación 
lumínica, aunque lo cierto es que la mayoría están muy relacionadas con instalaciones deportivas 
que precisan grandes fuentes de iluminación y que están cerca, o incluso insertadas, en zonas 
residenciales.

Tal fue el caso de la queja 15/1148 en la que el interesado, presidente de una asociación de vecinos de 
Málaga, nos indicaba que, desde hacía años, los vecinos de una barriada colindante con el campo de 
fútbol “El Duende” venían sufriendo la contaminación lumínica provocada por estas instalaciones 
deportivas. Las denuncias de la asociación se iniciaron en 2011, cuando llevaba un año en funcionamiento 
el campo de fútbol. 

Aunque el Ayuntamiento nos informó de las distintas medidas y normas que se venían aplicando para 
minimizar los efectos de las celebraciones de eventos deportivos en el vecindario, consideramos que 
no eran suficientes pues el problema continuaba, como nos había hecho saber el interesado durante la 
tramitación de la queja.

Tras dirigirnos al Ayuntamiento de Málaga, éste, en sus respuestas, nos informó que se habían reunido con 
representantes vecinales de la zona y que se iba a llevar a cabo una medición de intromisión lumínica en el 
domicilio de las viviendas por parte de una empresa y, una vez fuera realizada dicha medición y comprobados 
sus resultados, se determinarían los pasos a seguir según el resultado que arrojara dicha medición.

Posteriormente, el Ayuntamiento nos informó, tras realizar la medición lumínica sobre las instalaciones del 
campo de fútbol, que la misma había dado un resultado desfavorable, detectándose intromisión lumínica 
por encima de los valores máximos permitidos en la normativa y que, a consecuencia de ello, se había 

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/urge-mejorar-la-situacion-del-vertedero-de-jaen-pedimos-a-las-administraciones-que-acuerden-las
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instado al Área municipal de Deportes a que adoptara las medidas correctoras en el plazo de 15 días, 
aunque posteriormente se había ampliado este plazo teniendo en cuenta la imposibilidad de tramitar un 
expediente de contratación para realizar los trabajos.

Por tanto, entendimos que la problemática objeto de esta queja se encontraba en vías de solución, pues 
debía esperarse un tiempo prudencial y razonable para que se tramitara por el Área de Deportes municipal 
el expediente administrativo de contratación pública para la ejecución de las medidas correctoras en las 
instalaciones lumínicas del campo de fútbol. Por tanto, dimos por concluidas nuestras actuaciones, aunque 
indicamos al interesado que si transcurría ese tiempo prudencial y razonable sin que se hubieran ejecutado 
esas medidas correctoras y no obtenía una explicación satisfactoria por parte del Ayuntamiento, se pusiera 
en contacto con nosotros para prestarle nuestra colaboración nuevamente.

1.8.2.10 Obligación de facilitar los Ayuntamientos 
información relevante en los procedimientos que 
se tramitan para la autorización de actividades que 
pueden tener relevancia ambiental
Un grupo ecologista presentó la queja 14/0174 denunciando que el Ayuntamiento de Morón de la Frontera 
(Sevilla) había obviado en su informe a la Consejería de Medio Ambiente y Ordenación del Territorio la 
situación urbanística de los terrenos afectados por la prórroga de una actividad de explotación de 
recursos mineros.

Después de realizar distintas actuaciones, concluimos que, de haber conocido la Consejería de Medio 
Ambiente y Ordenación del Territorio que el suelo afectado por la primera prórroga de la concesión minera 
de Sierra de Morón es suelo no urbanizable protegido, hubiera contado con otros elementos de juicio a la 
hora de otorgar la Declaración de Impacto Ambiental (DIA), pues quizás ésta no hubiera sido exactamente 
la que se ha dictado sin contar con el dato urbanístico.

De esta forma, la omisión, por parte del Ayuntamiento, de las características urbanísticas del suelo 
afectado por la actuación, constituyera, a juicio de esta Institución, un incumplimiento del deber de buena 
administración a que toda Administración está obligado, previsto en el artículo 31 del Estatuto de Autonomía 
para Andalucía –que hace referencia a la “información veraz”, y de los principios generales previstos en el 
artículo 3 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, especialmente los relativos al sometimiento al principio 
de legalidad, que traen causa, a su vez, de las menciones de los artículos 9.1 y 103.1 de la Constitución. 

Por tal motivo y en base a las consideraciones que hacíamos en nuestra resolución, formulamos al 
Ayuntamiento de Morón de la Frontera:

• Recordatorio de la obligación inexcusable de respetar, en el cumplimiento de sus cometidos y en el 
desarrollo y desempeño de sus competencias legales, los principios generales previstos en los artículos 9.1 y 
103.1 de la Constitución, 3 de la Ley 30/1992 y 31 del Estatuto de Autonomía para Andalucía, especialmente 
en lo que respecta a la buena administración y a la obligación de facilitar información veraz, a la buena fe, 
a la colaboración, a la seguridad jurídica y al sometimiento al principio de legalidad.

• Recomendación para que, en lo sucesivo, ese Ayuntamiento no volviera a omitir datos de trascendencia 
medioambiental que deban ser tenidos en cuenta por otras Administraciones Públicas para adoptar 
una decisión. 

• También recomendamos que se adoptaran las medidas que se consideraran oportunas para que, con 
urgencia, se subsanara la omisión de información a la Consejería de Medio Ambiente y, en consecuencia, 
se le informara de la clasificación y calificación urbanísticas del suelo afectado por el proyecto de primera 
prórroga de la concesión de explotación de aprovechamiento de recursos mineros de la Sección C) “Sierra 
de Morón”, número 7.200.

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/recordamos-al-ayuntamiento-que-debe-facilitar-toda-la-informacion-sobre-actividades-urbanisticas-que
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En cuanto a la Consejería de Medio Ambiente y Ordenación del Territorio, formulamos Recordatorio de que, 
debe estar, en todo caso, la relativa a las características urbanísticas del suelo afectado por la actuación 
prevista pues, como dice la Jurisprudencia, el urbanismo se encuentra en evidente y creciente relación con 
el medio ambiente. También se le dirigieron dos Recomendaciones:

• Recomendación para que, en lo sucesivo, en caso de observarse que los municipios pueden haber omitido 
datos de trascendencia medioambiental en sus informes a los efectos de un procedimiento administrativo 
de prevención ambiental, como puede ser el dato relativo a la clasificación y calificación urbanística del 
suelo afectado por una actuación, plan o programa, se proceda a indagar por otros medios, evitando dictar 
actos o resoluciones que puedan ser incompatibles con la ordenación preestablecida y que, en todo caso, 
no tengan en consideración ésta.

• Recomendación para que, en el concreto caso que nos ocupa, se proceda, previos los trámites legales 
oportunos que fueran procedentes, a su revisión, teniendo en cuenta que los suelos afectados por la 
actuación tienen, hasta el momento, la consideración de suelo no urbanizable categoría 1 (conservación 
prioritaria) grupo 1 (frondosas) y teniendo en cuenta que dicha información fue omitida por el Ayuntamiento 
de Morón de la Frontera, adoptándose, una vez evaluada la situación ambiental del proyecto que se pretende 
autorizar sobre suelo no urbanizable de especial protección, la decisión que corresponda.

De las respuestas enviadas por la Consejería y el Ayuntamiento se desprendía que no habían aceptado 
nuestra resolución, por lo que tuvimos que proceder a incluir la queja en el Informe Anual al Parlamento de 
Andalucía aunque, en este caso, sí se había respondido a nuestra resolución. No obstante, el Ayuntamiento 
de Morón de la Frontera, justo al cierre de este Informe Anual, ha remitido escrito solicitando que se tenga 
por aceptada la resolución en base a la respuesta que, en su momento, dio. Dicho escrito será valorado por 
si fuera procedente modificar el sentido del cierre de actuaciones de esta queja respecto del Ayuntamiento 
de Morón de la Frontera.

El interesado de la queja 15/4481 llevaba años sufriendo la contaminación acústica provocada por una 
pequeña industria existente en los bajos del inmueble donde residía. Ante este hecho, había solicitado 
del Ayuntamiento jiennense de Andújar copia del informe de medición que, en su momento, se practicó 
sobre la citada actividad, así como una copia del proyecto básico de adaptación del local comercial, reiterando 
otra petición del mismo documento realizada en mayo de 2015, sin que ninguna de estas dos peticiones 
hubiera sido respondida ni, al parecer, motivada la falta de entrega de los documentos solicitados.

El Ayuntamiento, por su parte, nos informó, entre otros extremos, que “Cuando solicitó copia del proyecto, se 
le informó que dicho documento está protegido por la Ley de Propiedad Intelectual, y que sólo podía consultarlo 
pero no reproducirlo, sin la autorización expresa del autor del documento requerido”.

Esta Institución no compartía, en este supuesto, tal criterio, entendiendo que se estaba limitando 
injustificadamente el derecho del interesado al acceso a la información ambiental en un asunto en el que 
era claramente interesado y, por tal motivo, formulamos a la Alcaldía-Presidencia del Ayuntamiento de 
Andújar recordatorio de la normativa sobre propiedad intelectual y el derecho de acceso a la información 
y documentación de los ciudadanos, así como Recomendación para que, conforme a todo lo expuesto y 
estando acreditada la condición de interesado del promotor de la queja le fuera facilitada dicha copia a la 
mayor brevedad posible, informando de ello a esta Institución. A la fecha de cierre de este Informe aún no 
se ha recibido la respuesta a la resolución formulada.
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1.8.3 Actuaciones de oficio, Colaboración 
de las Administraciones y Resoluciones no 
aceptadas

Actuaciones de oficio
• Queja 15/2751, dirigida a la Alcaldía-Presidencia del Ayuntamiento de Sevilla, relativa al sistema de riego 
sin funcionar en parque Amate desde diciembre de 2014.

• Queja 15/3631, dirigida a la Alcaldía-Presidencia del municipio granadino de Lújar y a la Viceconsejería 
de Medio Ambiente y Ordenación del Territorio, relativa a la tardanza en la intervención para la extinción 
de incendios forestales.

• Queja 15/4027, dirigida a la Alcaldía-Presidencia del Ayuntamiento de Algodonales (Cádiz), relativa a las 
actividades de almacén y venta de productos de la construcción (polveros) instaladas cerca de viviendas 
que, al parecer, funcionan sin autorización y sin medidas medioambientales.

• Queja 15/4180, dirigida a las Alcaldías-Presidencia de los Ayuntamientos de Sevilla y Alcalá de Guadaíra 
(Sevilla), relativa a los malos olores y humos provenientes de una escombrera junto a la barriada Padre 
Pío de Sevilla.

• Queja 15/4654, dirigida a la Alcaldía-Presidencia del Ayuntamiento de Sevilla, relativa al incumplimiento 
de la normativa de prevención ambiental en el proyecto de la carretera SE-35, en la ciudad de Sevilla.

• Queja 15/5670, dirigida a la Alcaldía-Presidencia del municipio granadino de Armilla, relativa a la situación 
en la que se encuentran los márgenes del río Monachil a su paso por el municipio.

Resoluciones no aceptadas
A continuación se destacan las resoluciones dictadas por el Defensor que no han obtenido una respuesta 
colaboradora de las Administraciones Públicas a tenor del artículo 29.1 de la Ley 9/1983, de 1 de diciembre, 
del Defensor del Pueblo Andaluz:

• Resolución relativa a los ruidos provenientes de una actividad de hostelería, por la inexistencia de 
insonorización y, por tanto, una posible inactividad municipal ante las denuncias vecinales, dirigida a la 
Alcaldía-Presidencia del Ayuntamiento de Sevilla, en el curso de la queja 13/3946.

• Resolución relativa a las molestias que provoca una sala de fiestas situada en los sótanos de un bloque de 
viviendas, al parecer con licencia de actividad caducada, dirigida a la Alcaldía-Presidencia del Ayuntamiento 
de Sevilla, en el curso de la queja 13/6799.

• Resolución relativa a las molestias por ruidos provocadas por un bar de copas, situado en un hotel, 
en la ciudad de Sevilla, dirigida a la Alcaldía-Presidencia del Ayuntamiento de Sevilla, en el curso de la 
queja 14/1302.

• Resolución relativa a la inactividad municipal ante la petición de una medición de ruidos aéreos, de impacto 
y aislamiento, dirigida a la Alcaldía-Presidencia del Ayuntamiento de Sevilla, en el curso de la queja 14/3303 .

Destacamos también las resoluciones dictadas por el Defensor del Pueblo Andaluz que, aunque tuvieron 
respuesta por parte de los organismos a los que nos dirigimos, no fueron aceptadas por estos:
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• Resolución relativa a las molestias provocadas por acumulación de excrementos de animales en un 
parque público, lo que provocaba una situación de insalubridad para una vivienda colindante, dirigida a la 
Alcaldía-Presidencia del Ayuntamiento de Almería, en el curso de la queja 13/5135.

• Resolución relativa al aumento de sanción por rebuscar en los contenedores de basura operada por la 
Ordenanza Municipal de Limpieza Pública y Gestión de Residuos Municipales, dirigida a la Alcaldía-Presidencia 
del Ayuntamiento de Sevilla, en el curso de la queja 14/4992, abierta de oficio.

1.11 SERVICIOS DE INTERÉS GENERAL Y CONSUMO
1.11.2 Análisis de las quejas admitidas a trámite
1.11.2.1 Servicios de interés general
1.11.2.1.2 Suministro domiciliario de agua
La mayor parte de las quejas relacionadas con el suministro de agua muestran su disconformidad con 
la facturación recibida, bien por entender que los importes resultan excesivos, por no comprender los 
conceptos incluidos o por no estar de acuerdo con el consumo registrado.

Entre las que se refieren al importe excesivo del agua podemos señalar que se recibieron varias quejas 
sobre el incremento de las tarifas en Cájar (queja 14/5378, queja 14/6076 y queja 15/0958).

Tras dirigirnos tanto al Ayuntamiento como a la empresa suministradora (Emasagra) hubimos de concluir 
que la subida de las tarifas estaba justificada en la incorporación del municipio de Cájar al Consorcio 
Sierra Nevada-Vega Sur, para atender la gestión del ciclo integral del agua respondiendo al principio de 
recuperación de costes. Las tarifas habrían sido aprobadas por el Consorcio en el año 2013, sin que se 
hubiera manifestado alguna incidencia al respecto ya que sólo habían contabilizado una reclamación por 
disconformidad con el importe de la facturación en el municipio de Cájar.

También seguimos recibiendo quejas por facturación del suministro de agua sin tener en cuenta el 
número de personas que reside en la vivienda. Al respecto esta Institución sigue defendiendo la idea de 
que es más justo el modelo de tarificación por habitante, en tanto las políticas que tienden a promover el 
consumo responsable y el ahorro de agua necesariamente han de tener en cuenta el número de personas 
que hacen uso del suministro.

En este sentido, en la tramitación de la queja 13/1954, hemos tenido la oportunidad de formular Sugerencia 
al Consorcio de Aguas “Plan Écija” para que recoja en su Ordenanza fiscal reguladora de las tasas por 
prestación de servicios del ciclo integral del agua una modulación de las tarifas en función del número de 
personas que hacen uso del suministro, incluyendo bonificaciones por consumo responsable de agua.

La medida, sin embargo, no está exenta de polémica pues la mayoría de las entidades suministradoras que 
no tienen implantado este modelo alegan dificultades de gestión que encarecerían el servicio a un coste 
que no es comparable con el beneficio que pudiera obtenerse.

Por otro lado, allí donde se ha terminado implantando, ha supuesto el incremento del gasto económico 
que venían realizando personas y familias que antes disponían de un holgado número de metros cúbicos  
dentro de los primeros bloques de la cuota variable, más económicos.

Pese a todo, no podemos sino reiterar nuestra postura y, en todo caso, reclamar la adopción de los ajustes 
necesarios para atender adecuadamente las situaciones que se dan en la vida real pero no encuentran 
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correcto acomodo en las normas padronales o la aprobación de las bonificaciones que resulten oportunas 
en favor de colectivos que puedan resultar económicamente desfavorecidos respecto a la situación anterior, 
como los jubilados, y que dispongan de menos recursos económicos.

El modelo apenas tiene incidencia en el territorio andaluz -sólo las entidades Aqualia Cortegana, Emasa, 
Emasesa y Giahsa lo aplican- y existen diferencias significativas entre los tramos que aplican el resto de 
entidades para cada uno de los bloques de la cuota variable, sin que alcancemos a comprender en muchas 
ocasiones los criterios a los que obedecen. Tampoco entendemos que algunos de estos tramos incluyan 
una progresividad que no permita penalizar los consumos excesivos o bonificar los consumos eficientes.

Sobre estas cuestiones hemos ahondado en el Informe Especial “Servicios de suministro de agua. 
Garantías y derechos”, concluyendo con una petición para que la Comunidad Autónoma regule los 
criterios básicos de tarificación del ciclo integral del agua de uso urbano y que se incluyan medidas para 
conseguir en un plazo razonable la aplicación de estructuras tarifarias que contemplen el número de 
personas que habitan en la vivienda.

Un ejemplo de los ajustes exigidos pudimos observarlo en la queja 14/5291, relativa a la facturación 
del agua en segundas residencias tras implantarse en Málaga el modelo de facturación por habitante. Al 
interesado se le ofreció la posibilidad de cambiar de modalidad de “uso doméstico” a “otros usos” pero 
éste venía referido a conceptos tan dispares como boca de incendio, piscina y garaje, además de que el 
precio del metro cúbico era distinto.

Habiéndose trasladado a Emasa la posibilidad de introducir una modificación en la terminología  utilizada 
en la Ordenanza en vigor, se coincidió con la propuesta cursándose los trámites necesarios para su 
incorporación al Reglamento de Tarifas. Asimismo, nos informaron que no se imputaría coste alguno a los 
cambios que fuesen solicitados por la modificación de tal tipo de uso.

Entre los ejemplos de quejas por disconformidad con la facturación nos parece oportuno destacar la queja 
14/4059, en la que se nos trasladaban las incidencias ocurridas con ocasión del sistema de lecturas 
estimadas que emplea Giahsa.

La empresa factura mensualmente pero toma lecturas de los contadores cada dos meses, de modo 
que en los meses que no dispone de lectura utiliza un método de lectura estimada que se compensa 
con la lectura real posterior. El promotor de queja había sufrido algún desajuste en las compensaciones 
realizada en sus facturas y en más de una ocasión había reclamado por ello, procediendo la empresa a 
la oportuna rectificación.

Para evitar su posible repetición solicitaba que, en su caso particular, la facturación se realizara con el dato 
de las lecturas que él se comprometía a facilitar mes a mes. Sin perjuicio de lo anterior, con carácter general, 
proponía que se mantuviese el sistema de facturación mensual si bien en un mes se podría facturar la cuota 
fija más los otros conceptos como basura y, al mes siguiente, facturar cuota fija y el agua real  consumida 
en los dos meses. De este modo las lecturas serían bimensuales reales, el costo de tomar lecturas no se 
incrementaría y consideraba sería la solución más justa.

Por parte de esta Institución, además, se planteó a Giahsa si no sería posible establecer la voluntariedad 
en relación a la facturación mensual o bimensual, de forma que fuese el consumidor quien escogiera el 
procedimiento que mas le conviniese.

En su respuesta Giahsa justificó que no existían razones legales ni de oportunidad que aconsejaran introducir 
modificaciones en su sistema de liquidaciones.

No obstante, el interesado nos comunicó con posterioridad que Giahsa había aceptado realizar la facturación 
estimada con un consumo de 0m3, facturando el consumo total bimestral cuando se efectúe por lectura real.
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Ante esta información nos dirigimos a Giahsa para señalar que apostábamos por este modelo, dado que el 
sistema de lectura estimada 0 permite el objetivo perseguido con la facturación mensual (facilitar el pago 
de los servicios que presta), evita posibles errores en la regularización de consumos y entendíamos que 
no requiere de modificación de Ordenanzas ni de sistemas informáticos.

Por estos motivos se le hizo ver que creíamos conveniente que la misma modalidad de facturación fuese 
ofrecida como alternativa a su clientela mediante indicación en la propia facturación con objeto de que 
puedan optar por ella.

En muchas de las quejas recibidas era una avería en las instalaciones interiores la que habría generado 
el excesivo consumo de agua facturado y la entidad suministradora se limitaba a contestar a su reclamación 
señalando que aplicaban estrictamente las tarifas aprobadas por el correspondiente Ayuntamiento o 
entidad titular del servicio.

A este respecto hemos tenido ocasión de formular Sugerencia a diversas entidades locales con objeto 
de que se incluya en sus respectivas normativas medidas que puedan modular la facturación excesiva en 
casos de fugas, averías o defecto de construcción o conservación de las instalaciones interiores, siempre 
que la pérdida de agua sea involuntaria y reparada con la debida diligencia.

Considera esta Institución que el consumo de agua registrado a consecuencia de la fuga no merece el 
mismo reproche que si se hubiera producido un consumo voluntario excesivo, por lo que la aplicación 
de los bloques superiores de la cuota de consumo no debiera producirse automáticamente gravando 
excesivamente al consumidor.

Habiendo formulado esta Resolución a Aljarafesa (queja 13/5359), al Ayuntamiento de Sanlúcar de Barrameda 
(queja 14/1251), al Ayuntamiento de Fuengirola (queja 14/0870) y a Emasesa (queja 14/2508), ya ha sido 
expresamente aceptada por la primera al indicarnos que se estaban realizando los trámites oportunos para 
su debida aprobación por parte de la Mancomunidad de Municipios del Aljarafe. En el caso de Emasesa se 
nos han argumentado algunos inconvenientes que pudiera llevar aparejada la medida, fundamentalmente 
que podría desincentivar el ahorro de agua y que tendría repercusión en la tarifa pues aumentarían las 
reclamaciones por este motivo. En cualquier caso se ha comprometido a estudiar la posibilidad de incorporar 
nuestras sugerencias en futuras normativas.

En el Informe Especial “Servicios de suministro de agua. Garantías y derechos”, hemos hecho extensiva 
esta petición a todas las entidades locales de Andalucía para que incluyan parecidas modulaciones por 
avería en sus respectivas ordenanzas  reguladoras de las tarifas del servicio de agua.

También hemos incluido en dicho informe Informe la conveniencia de que una medida similar se incluyese 
en la regulación del canon autonómico de mejora de infraestructuras hidráulicas de depuración, establecido 
por la Ley de Aguas de Andalucía.

Como venimos reiterando, esta Institución también viene observando con preocupación la situación de 
personas y familias que carecen de los recursos económicos necesarios para hacer frente al pago de su 
factura por el suministro de agua.

Una de las actuaciones concretas que hemos realizado el año pasado con objeto de mejorar la situación de 
estas personas tuvo lugar en la queja 13/6189. El interesado se encontraba en situación de desempleo y 
con dos menores a su cargo pero no podía resultar beneficiario de la bonificación prevista en la Ordenanza 
fiscal por no ser titular del contrato de suministro. Tampoco podía hacerse cargo del importe de la fianza 
exigida en caso de cambio de titularidad, ya que treinta euros le suponían un desembolso importante ante 
su situación económica.

Esta Institución se dirigió al Ayuntamiento de Granada para señalar que entendíamos necesario   flexibilizar 
la Ordenanza reguladora de las tarifas de Emasagra para permitir la incorporación de situaciones que serían 

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/queremos-que-la-normativa-de-abastecimiento-de-aguas-recoja-los-casos-por-fugas-o-averias-de-las
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/sugerimos-al-ayuntamiento-de-sanlucar-que-contemple-medidas-para-los-casos-de-factura-del-agua
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/sugerimos-al-ayuntamiento-de-fuengirola-que-contemple-medidas-para-los-casos-de-factura-del-agua
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/solicitamos-a-emasesa-que-modifique-su-normativa-para-los-casos-de-factura-excesiva-por-fuga-averias
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/servicios-de-suministro-de-agua-garantias-y-derechos
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/acepta-nuestra-sugerencia-e-incluira-medidas-para-bonificar-las-tarifas-de-agua-a-personas


Desglose por materias · IAC 2015 1. Administraciones Locales · 46

merecedoras de especial protección y que quedaban fuera por falta de un requisito formal. En consecuencia 
se le dirigió Sugerencia con diversas propuestas que permitiesen la aplicación de bonificaciones en la 
tarifa del ciclo integral de agua a consumidores vulnerables.

Emasagra nos comunicó que tendría en cuenta la Sugerencia para futuras revisiones de su tarifa, por lo 
que concluíamos la queja aunque la situación del interesado no pueda mejorar hasta que se incorporen 
las oportunas modificaciones normativas.

Como consecuencia de la situación pobreza hídrica también se producen fenómenos de manipulación 
de contadores y fraudes en el suministro, acudiendo a esta Institución las personas implicadas cuando 
se ha detectado la situación fraudulenta y se les reclama una suma importante de dinero en concepto 
de valoración del agua consumida que, obviamente, no pueden afrontar (queja 15/1855, queja 15/4014, 
queja 15/4467 y queja 15/4567).

Nuestra actuación normalmente se dirige ante la entidad suministradora a conocer las circunstancias 
relacionadas con el procedimiento de comunicación del fraude y la correspondiente liquidación, pues en 
ocasiones se niega que haya existido tal fraude. También nos dirigimos al Ayuntamiento correspondiente 
con objeto de que los Servicios Sociales acrediten la situación económica familiar y puedan obtener alguna 
facilidad en el pago de la deuda o alguna ayuda para el pago de las facturas correspondientes al suministro 
normalizado.

Ante situaciones como las expuestas, estimábamos oportuno iniciar una investigación de oficio (queja 
15/2795) sobre la prestación del servicio del ciclo integral del agua en Andalucía con objeto de impulsar 
propuestas que podrían redundar en una mejor garantía de los derechos de las personas consumidoras y, 
en última instancia, propiciar la salvaguarda del derecho al acceder al suministro de agua de los colectivos 
sociales más vulnerables.

En el curso de esta investigación nos dirigíamos a  las asociaciones de consumidores con mayor implantación 
en Andalucía así como a las entidades del tercer sector que trabajan con colectivos vulnerables para conocer 
su parecer sobre las concretas cuestiones objeto de nuestro análisis. Asimismo, dado el elevado número 
de entidades locales prestadoras del servicio de suministro domiciliario de agua, estimábamos oportuno 
seleccionar un muestreo que respondiese a distintas realidades y modalidades de gestión repartidas 
por todo el territorio andaluz. Igualmente nos dirigimos a las diferentes instancias a nivel autonómico 
con competencias en relación con alguno o varios de los aspectos objeto de nuestro estudio (Consumo, 
Industria, Medio Ambiente).

Como fruto de esta investigación, en diciembre de 2015 hemos presentado en el Registro del Parlamento 
andaluz el Informe Especial “Servicios de suministro de agua. Garantías y derechos”,

Este Informe Especial pretende impulsar políticas públicas que ofrezcan respuestas a las necesidades 
de la ciudadanía en aquellos aspectos relacionados con el servicio de suministro domiciliario de agua 
que estimemos precisados de una mejor protección jurídica o de la inclusión de nuevas garantías 
que garanticen la preservación de derechos esenciales en relación con un servicio que es de interés 
general.

En particular se analiza el problema de las personas que se encuentran en situación de pobreza hídrica, 
por no poder asumir el coste del servicio de agua, proponiendo soluciones para estas situaciones, con 
referencia al derecho a un suministro mínimo.

Asimismo, se analizan los derechos de las personas usuarias ante situaciones de corte de suministro 
por impago de facturas; o en relación con los procedimientos por fraude; o ante consumos elevados de 
agua motivados por avería de las instalaciones interiores. En relación con estos asuntos reflexionamos 
sobre la conveniencia del establecimiento de nuevas medidas que garanticen los derechos de las personas 
consumidoras y posibiliten la existencia de procedimientos eficaces de reclamación y resolución de conflictos.

Precisamente son diversas las quejas recibidas en las que se nos denuncia la falta de comunicación previa 
del aviso de corte de suministro por impago. En el curso de nuestra investigación comprobamos en 
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muchas ocasiones que, aunque la entidad suministradora envió la oportuna notificación advirtiendo de la 
posibilidad de suspender el suministro de no atender al pago de la deuda pendiente, lo cierto es que la 
misma habría sido devuelta por el servicio de Correos al encontrarse ausente en el domicilio la persona 
afectada.

Uno de estos casos se ha puesto de manifiesto en la queja 14/3387, en la que el interesado además solicitaba 
la devolución de los derechos de reconexión exigidos. Efectivamente la notificación se había cursado al 
anterior propietario de la vivienda -que seguía siendo titular del contrato de suministro- a la dirección que 
constaba en la base de datos, pero ni siquiera correspondía con el punto de suministro. Resultando devuelta 
por ausente, entendíamos que al menos resultaba exigible haber realizado un intento de notificación en el 
punto de suministro ya que la facturación registraba consumo de agua. Se daba además la circunstancia 
de que el interesado, pese a que habría incumplido su obligación de registrar el contrato a su nombre, 
venía abonando las facturas a través de domiciliación bancaria desde hacía varios años y fue un error al 
cambiar la cuenta de cargo el que originó la situación de impago.

Por otra parte la empresa suministradora (Emalgesa) le exigía el abono de derechos de contratación para 
el cambio de titularidad por importe total de casi 90 euros.

La reclamación del interesado ante el Servicio de Consumo de Cádiz no habría sido admitida por no ostentar 
la condición de titular del suministro, requisito que la Administración entendía exigible de acuerdo con el 
Reglamento de suministro domiciliario de agua potable en Andalucía.

Tras recabar la información pertinente dirigimos Resolución a Emalgesa para que admitiese la reclamación 
del interesado, al no haber notificado de forma reglamentaria el aviso de corte, y para que admitiese la 
solicitud de cambio de titularidad sin más coste que la actualización de fianza.

La petición fue rechazada por la empresa suministradora considerando que la reclamación carecía de 
argumentos válidos, habiendo sido rechazada por las autoridades competentes. Respecto de las cantidades 
exigidas para el cambio de titularidad se aclaró que no correspondían a la contratación de abastecimiento 
sino del saneamiento, además de la fianza por ambos conceptos.

Estas circunstancias fueron trasladadas al Ayuntamiento de Algeciras, como Administración titular del 
servicio, haciéndole ver nuestra disconformidad con la respuesta recibida y solicitando su pronunciamiento 
expreso. En nuestra comunicación hemos hecho ver que la reclamación del interesado no ha sido analizada 
en cuanto al fondo, al haber sido desestimada por una cuestión formal, y que debiera valorarse el hecho 
de que no se produjo la notificación fehaciente del corte de suministro. 

Asimismo hemos instado una interpretación de las Ordenanzas fiscales municipales reguladoras de las tasas 
por abastecimiento y saneamiento de modo que resulte efectiva la gratuidad del cambio de suministro y 
sólo se exija la cuota de contratación del saneamiento cuando se produzca una solicitud de alta nueva. A 
la fecha de redacción de este Informe nos encontramos a la espera de la respuesta municipal.

En paralelo dirigimos Resolución a la Delegación del Gobierno de la Junta de Andalucía en Cádiz, a la que 
entonces estaba adscrita el Servicio de Consumo, para que se permita la tramitación de reclamaciones 
presentadas por personas que accedan a la titularidad del suministro con posterioridad a los hechos 
reclamados, siempre y cuando resulte acreditado que eran titulares del derecho de uso de la finca que 
tenga contratado el suministro cuando se produjeron los hechos.

La Delegación Territorial de Igualdad, Salud y Políticas Sociales en Cádiz, a la que el nuevo Gobierno de la 
Junta de Andalucía ha atribuido las competencias en materia de consumo, nos contestó que había derivado 
el asunto al Servicio Jurídico Provincial de Cádiz, al apreciar un posible conflicto con terceros interesados 
que podrían entender vulnerados los preceptos del citado texto reglamentario en caso de admitirse la 
interpretación propuesta por esta Institución.

Idéntica Resolución formulamos a la Delegación del Gobierno de la Junta de Andalucía en Málaga con 
ocasión de la tramitación de la queja 13/5278, con el mismo resultado.
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En ambos casos aún no hemos recibido la información pertinente relativa al criterio asumido por el 
correspondiente Servicio Jurídico Provincial del Gabinete Jurídico de la Junta de Andalucía.

Estas cuestiones han sido objeto de análisis también en el Informe Especial “Servicios de suministro de 
agua. Garantías y derechos”, solicitando esta Institución que se interprete el concepto de “notificación 
fehaciente” del aviso de corte de suministro incluido actualmente en el Reglamento de Suministro Domiciliario 
de Agua de Andalucía en el sentido de exigir que resulte acreditada tanto la recepción por la persona 
destinataria del mismo, como la fecha de recepción. 

Igualmente hemos pedido que se admita la presentación de reclamaciones por persona que acceda a 
la titularidad del suministro con posterioridad a los hechos reclamados, siempre y cuando regularice su 
situación y acredite que era titular del derecho de uso de la finca que tenga contratado el suministro cuando 
se produjeron los hechos, resultando oportuna la regulación del supuesto expresamente.

Además de dicha investigación y las actuaciones motivadas por quejas individuales, esta Institución ha 
desarrollado diversas investigaciones de oficio en relación con situaciones denunciadas por colectivos de 
personas o que afectaron a un numeroso grupo.

Así, relacionada con los cortes de agua que afectaron a varias familias sin recursos en La Chanca (Almería), 
tramitábamos de oficio la queja 15/1930, que pudo concluirse tras conocer la adopción de medidas 
por parte del Ayuntamiento con objeto de atender la necesidad de suministro de agua para familias en 
situación de riesgo de exclusión social. Así, mediante acuerdo plenario adoptado el 21 de abril de 2015 se 
acordaba la gratuidad del primer bloque de la cuota de consumo por vivienda (hasta 15 m3 al trimestre), 
correspondiente a la tasa por abastecimiento, para familias en las que la renta per cápita de los miembros 
de la unidad familiar no supere el 50% del IPREM.

En la queja 15/1538, iniciada de oficio, nos interesamos por la prestación del servicio en Barbate, a raíz 
de las denuncias recibidas a través de change.org

Como conclusión de esta investigación no pudimos apreciar las deficiencias en la presión del suministro 
que formaban parte de la reclamación inicial. En cuanto a la subida de precios denunciada consideramos 
que algunos elementos de la regulación de la prestación del servicio podrían redundar en perjuicio de los 
legítimos derechos de las personas consumidoras, tales como puedan ser el incremento de las cuotas fijas 
o la falta de un sistema que permita asociar los bloques de consumo al número de personas que resida en 
la vivienda. Tampoco pudimos encontrar en dicha regulación la existencia de medidas en favor de colectivos 
más vulnerables, más allá de las bonificaciones en los bloques de consumo aplicables a pensionistas o 
familias numerosas.

Estas consideraciones fueron trasladadas al Servicio Municipal de Aguas, remitiéndole al contenido del 
Informe Especial sobre suministro de agua que nos encontrábamos redactando con objeto de que pudieran 
analizarse las propuestas incluidas en el mismo.

La situación concreta de la sustitución de contadores realizada por la empresa concesionaria en dicha 
localidad también ha sido objeto de una posterior investigación de oficio (queja 15/5767).

Al parecer se habría realizado una sustitución sistemática y sin previa comunicación a los abonados de 
los contadores de 13 mm. por otros de 15 mm., lo que supondría un encarecimiento de la cuota fija del 
servicio. Tras conocer que la Delegación Territorial de Economía, Innovación, Ciencia y Empleo no encontraba 
justificada técnicamente esta actuación, hemos solicitado al Ayuntamiento de Barbate su intervención en 
defensa de las personas consumidoras que pudieran encontrarse en esta situación.
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1.11.2.2 Otras cuestiones relacionadas con Consumo
...

Finalmente, hemos tramitado diversas quejas por el funcionamiento de las Oficinas Municipales de 
Información al Consumidor (OMIC) o Servicios de Consumo.

Muchas de las quejas recibidas manifestaban una disconformidad con la actuación administrativa desarrollada 
(queja 14/1498, 14/5161, queja 15/3598, queja 15/4605, queja 15/5164, queja 15/5216).

Con ocasión de este tipo de quejas nos vemos en la obligación de informar acerca del alcance de la 
competencia de la Administración de Consumo, aclarando que no puede adoptar resoluciones sobre el 
fondo del asunto sino sólo mediar entre las partes o, en su caso, sancionar las infracciones que las referidas 
empresas hayan podido cometer en materia de protección de los consumidores.

En ocasiones, de la información recabada tras la tramitación de queja sí echamos de menos que se ofreciera 
al consumidor la información obligada sobre los medios para la defensa de su pretensión, particularmente el 
arbitraje, y en este aspecto hacemos hincapié ante la Administración en el mismo escrito que le comunicamos 
nuestra decisión de archivo.

En otras ocasiones insistimos ante la Administración sobre la procedencia del inicio de actuaciones 
sancionadoras o, en su caso, derivación al órgano competente, cuando de la tramitación de una reclamación 
pudiera advertirse alguna infracción a la normativa de consumo.

En particular solemos hacer mención a la posibilidad de sancionar la falta de respuesta en plazo a la hoja 
de reclamaciones presentada por la persona consumidora ante la empresa reclamada.

Igualmente centramos nuestras observaciones en la necesidad de dar cumplida información al consumidor 
del trámite y gestión de su expediente.

Sobre el papel que juegan los Servicios de Consumo en la tramitación de reclamaciones hemos tenido ocasión 
de pronunciarnos en el Informe Especial “Servicios de suministro de agua. Garantías y derechos”,.

El sistema de reclamaciones previsto en el Reglamento de suministro domiciliario de agua en Andalucía 
pivota sobre dos ejes, el que corresponde a la normativa sobre protección de las personas consumidoras 
(hojas de reclamaciones, mediación y arbitraje) y, en paralelo, el que se desarrolla ante una Administración 
con competencias resolutorias que puede imponer sus decisiones a la entidad suministradora, quedando 
sólo a ésta la posibilidad de acudir a la jurisdicción contencioso-administrativa en caso de disconformidad.

A nuestro juicio se está atribuyendo a los Servicios de Consumo una potestad de supervisión y control 
en la tramitación de estas reclamaciones que va más allá de las funciones de defensa y protección de las 
personas consumidoras y usuarias que legalmente les corresponden. Por contra, entendemos que resultaría 
más apropiado asignar la potestad de supervisión del cumplimiento de lo dispuesto por el reglamento 
autonómico al órgano al que corresponde materialmente la competencia sobre el agua de uso urbano, 
actualmente la Consejería de Medio Ambiente y Ordenación del Territorio.

Si la presentación de reclamación estuviese motivada exclusivamente ante un posible incumplimiento de 
la normativa propia de la entidad local por la que se regulase la prestación del servicio o una discrepancia 
sobre su interpretación, entonces entendemos que quien debiera conocer de esta reclamación sería la 
propia entidad local titular del servicio.

En tanto el modelo no se modifica reglamentariamente, tal como hemos explicado en el sub-epígrafe relativo 
al suministro de agua, en la tramitación de la queja 13/5278 y la queja 14/3387 también hemos tenido 
ocasión de formular sendas Resoluciones orientadas a permitir una interpretación normativa favorable a 
la tramitación de reclamaciones por parte del Servicio de Consumo cuando el usuario efectivo no ostenta 
la condición de titular del suministro.

Por lo pronto la interpretación propuesta no ha resultado admitida, a la espera del informe que emita el 
Servicio Jurídico Provincial de Cádiz y de Málaga o, en caso de que éste resultase desfavorable, a que se 
incorpore dicha posibilidad en el propio reglamento autonómico sobre el servicio de suministro de agua, 
o de gestión del ciclo integral del agua.
...
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1.11.3 Análisis de las quejas admitidas a trámite
• Queja 15/1538, dirigida al Ayuntamiento de Barbate y la empresa concesionaria Aqualia, relativa a la 
prestación del servicio de suministro domiciliario de agua en dicha localidad.

• Queja 15/1930, dirigida al Ayuntamiento de Almería y al Servicio Municipal de Aguas (Aqualia), en relación 
a los cortes de agua a familias en el barrio de La Chanca.

• Queja 15/3016, dirigida a la Consejería de la Presidencia y Administración Local, la  Federación Andaluza 
de Municipios y Provincias (FAMP) y Sevillana-Endesa de Electricidad, con objeto de proponer medidas que 
permitan solucionar el grave problema de la pobreza energética en Andalucía.

• Queja 15/5767, dirigida al Ayuntamiento de Barbate, relativa a la sustitución de contadores realizada por 
Aqualia en dicho municipio.

Con respecto a la colaboración de las Administraciones con esta Institución la misma ha sido aceptable. No 
obstante, a continuación se destacan las resoluciones dictadas por el Defensor que no han obtenido 
la respuesta colaboradora de las Administraciones Públicas a tenor del artículo 29.1 de la Ley 9/1983, 
del Defensor del Pueblo Andaluz:

• Resolución en el curso de la queja 13/2676 relativa a la falta de respuesta a una petición ciudadana 
relacionada con el expediente de responsabilidad patrimonial tramitado en relación con la instalación 
determinados contadores de agua, dirigida al Ayuntamiento de Écija.

• Resolución instando a la Mancomunidad de Municipios del Campo de Gibraltar que requiera a la empresa 
concesionaria de la gestión del servicio de agua para que se atenga al plazo de prescripción de tres años 
para reclamar el pago de las facturas que expide y, en concreto, para que revise la situación objeto de 
queja 14/0465, en la que una persona con escasos recursos económicos estaba abonando facturas que 
podrían haber prescrito.

• Resolución concretada en la necesidad de dar respuesta al recurso de reposición formulado contra la 
denegación de una autorización de suministro de agua, dirigida al Ayuntamiento de Lanjarón en el curso de 
la queja 14/3445. En este caso el Ayuntamiento se limitó a indicar que el sentido del silencio era negativo 
por el transcurso de seis meses, sin que la interesada hubiese presentado el oportuno recurso contencioso-
administrativo. Esta contestación merece a nuestro juicio de su inclusión en el presente Informe Anual, al 
entender que la privación de una respuesta expresa a las cuestiones planteadas en el recurso supone una 
vulneración de los deberes legales relacionados con la obligación de resolver y de principios elementales 
como el sometimiento al derecho, el servicio a los ciudadanos, buena fe y confianza legítima, e igualmente del 
derecho a una buena administración plasmado en el artículo 31 del Estatuto de Autonomía para Andalucía.

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/piden-nuestra-intervencion-para-la-mejora-del-servicio-de-suministro-de-agua-en-barbate
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/gratis-15m3-de-agua-por-vivienda-al-trimestre-el-ayuntamiento-de-almeria-bonifica-el-suministro-de
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/medidas-para-luchar-contra-la-pobreza-energetica-actuamos-de-oficio
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/reclamamos-la-actuacion-municipal-en-defensa-de-los-consumidores-ante-la-sustitucion-de-contadores
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/que-la-mancomunidad-le-pida-a-la-concesionaria-del-agua-que-reclame-el-pago-de-las-facturas-en


Desglose por materias · IAC 2015 1. Administraciones Locales · 51

1.12 URBANISMO, OBRAS PÚBLICAS Y 
TRANSPORTES
1.12.2 Análisis de las quejas admitidas a trámite
1.12.2.1 Urbanismo
1.12.2.1.1 Disciplina urbanística
1.12.2.1.1.1 Construcciones ilegales en suelo no urbanizable
De acuerdo con el compromiso adquirido por la Institución con la protección de suelo no urbanizable, 
este año vamos a dedicar nuestro comentario sobre la disciplina urbanística a tres quejas de oficio a cuya 
apertura procedimos con objeto de hacer un seguimiento de las actuaciones que vinieran realizando las 
Administraciones Públicas para hacer cumplir unas sentencias en las que se había acordado la demolición 
de construcciones edificadas sin autorización en este suelo. Al mismo tiempo, tales iniciativas tenían 
por objeto impulsar medidas para determinar si las autoridades y/o funcionarios locales habían incurrido 
en responsabilidad por su actitud pasiva ante tales infracciones.

La queja 15/0748 la iniciamos cuando conocimos, a través de los medios de comunicación, que el Tribunal 
Superior de Justicia de Andalucía (TSJA) había emitido una diligencia por la que se daba un plazo de diez 
días hábiles a la Junta de Andalucía y al Ayuntamiento de Castilleja de Guzmán (Sevilla) para que informaran 
sobre qué actuaciones y resoluciones habían adoptado a fin de demoler el edificio construido, en el citado 
municipio, que iba a albergar a una Escuela de Hostelería.

En esta actuación de oficio nos dirigimos tanto al Ayuntamiento como a la Consejería de Medio Ambiente 
y Ordenación del Territorio para conocer, en síntesis, la razón de que se aprobara una modificación del 
planeamiento en un intento de legalizar la actuación en vez de instruir la anulación de oficio de la licencia 
otorgada, así como para saber si se iban a iniciar actuaciones para determinar si se había incurrido en 
responsabilidad por parte de autoridades y/o funcionarios en los términos del art. 145.3 de la Ley 30/1992, 
de 26 de noviembre.

En su respuesta, la Consejería nos dijo que había optado por facilitar la tramitación de la modificación del 
planeamiento a petición del Ayuntamiento, al contar con el dictamen favorable del Consejo Consultivo de 
Andalucía, el informe favorable de Cultura y la Declaración de Impacto Ambiental. No deja de sorprendernos 
la alusión que hace al citado Dictamen cuando la sentencia se ha expresado con absoluta claridad sobre 
los límites a la modificación del planeamiento urbanístico.

Por su parte, el Ayuntamiento de Castilleja de Guzmán, a la fecha de cierre de este informe no había emitido 
la información solicitada, pese a las gestiones realizadas desde esta Institución.

En cuanto a la queja 15/1778 la iniciamos cuando conocimos, en la Jornada de Coordinación que hemos 
mantenido con la Fiscalía Superior de Andalucía sobre delitos contra la ordenación del territorio, 
el urbanismo y el medio ambiente, los problemas existentes para conseguir la efectiva ejecución de las 
sentencias que ordenan una demolición pues, cuando los órganos judiciales requieren la colaboración de 
la Administración Autonómica, en este caso la Consejería de Medio Ambiente y Ordenación del Territorio, 
se encuentran con el obstáculo de que, desde hace aproximadamente dos años, reciben una notificación 
manifestando que se carece de consignación presupuestaria o que la partida «ad hoc» está agotada, por 
lo que no puede prestar la colaboración que se demanda.

Por ello, nos dirigimos a la Consejería de Medio Ambiente y Ordenación del Territorio formulando 
Recomendación para que, en observancia de los principios constitucionales, estatutarios y legales de 
cooperación, coordinación y eficiencia, a la mayor urgencia y previos los trámites legales oportunos, se 
adoptaran cuantas medidas fueran necesarias para que, en los supuestos que proceda, la Consejería, 
dotándose de la consignación presupuestaria para ello, preste la debida colaboración a los jueces y tribunales 
para ejecutar las sentencias, cambiando con ello una situación que, a todas luces, resulta insostenible e 
inaceptable en un Estado de Derecho.
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En este caso, la citada Consejería nos informó, en síntesis, que iba a proponer un aumento en los presupuestos 
de la Comunidad Autónoma de la cuantía asignada a las finalidades señaladas, a fin de que fuera atendida 
por los órganos competentes para la aprobación del presupuesto. Con ello, entendimos que se había 
aceptado nuestra resolución y dimos por concluidas nuestras actuaciones.

Por último, debemos citar la queja 14/4885 en la que dimos por concluidas nuestras actuaciones cuando el 
Ayuntamiento de Albox (Almería) nos informó que quedó eximido, judicialmente, de la responsabilidad 
civil por la construcción de viviendas en suelo no urbanizable en el municipio. Esta queja se había 
abierto para investigar posibles responsabilidades de autoridades y/o funcionarios, por acción u omisión, 
en la ejecución de viviendas construidas ilegalmente en suelo no urbanizable.

1.12.2.1.1.2 Construcciones sin licencia o sin someterse a ella en 
suelo urbano
En cuanto a las quejas iniciadas a instancia de parte, tenemos que destacar la queja 13/0405 en la que 
el interesado, representante de una entidad comercial dedicada a actividades hosteleras, denunciaba el 
silencio del Ayuntamiento de Sevilla a su solicitud de revisión de oficio por nulidad de pleno derecho 
de la licencia otorgada por la Gerencia Municipal de Urbanismo a otra entidad comercial para la 
reforma de un establecimiento hostelero situado en la calle Betis de Sevilla.

Tras varias actuaciones con el Ayuntamiento, conocimos que la entidad denunciada no cumplía con las 
condiciones impuestas para la concesión de la licencia de obras de reformado y de ocupación, por lo que 
la Gerencia Municipal de Urbanismo había comenzado los trámites para la revocación de la licencia de 
obras concedida de forma provisional en su día. Por ello, interesamos que nos mantuvieran informados 
de la resolución que finalmente se dictara pero, a pesar de nuestras actuaciones, el Ayuntamiento no 
respondió a esta petición de informe.

Ante la falta de colaboración del citado Ayuntamiento, tuvimos que formular al mismo Recordatorio de 
deberes legales, entre otros, de colaboración con esta Institución, de los arts. 42.1 de la Ley 30/1992 y 
181 y ss. del capítulo V del Título VI de la Ley 7/2002, de 17 de diciembre, de Ordenación Urbanística de 
Andalucía, que establecen los procedimientos a seguir para la protección de la legalidad urbanística y el 
restablecimiento del orden jurídico perturbado.

También formulamos Recomendación para que, en cumplimiento de la normativa anteriormente mencionada, 
continuaran las actuaciones precisas en este asunto por parte de la Gerencia Municipal de Urbanismo 
ya que, dada su ausencia de respuesta, ignorábamos si finalmente había quedado restablecido el orden 
jurídico perturbado, tras la revocación de la licencia de obras provisional cuya condición fue incumplida.

Sin embargo y a pesar de todas nuestras actuaciones posteriores, finalmente no obtuvimos respuesta a 
esta resolución, por lo que tuvimos que proceder a incluir la queja en este Informe Anual al Parlamento 
de Andalucía, destacando esta falta de respuesta a nuestra resolución.

1.12.2.1.2 Gestión Urbanística
En este apartado, citaremos la queja 14/0933 en la que el interesado nos exponía que, en su día, presentó 
ante el Ayuntamiento de Ayamonte (Huelva) escrito solicitando que, dadas las competencias municipales 
de tutela sobre la Entidad Urbanística de Conservación “Costa Esuri”, se pronunciara acerca de una 
serie de cuestiones afectantes a la misma. Añadía que, pasado un amplio plazo y a pesar de las posteriores 
gestiones que había efectuado, el escrito presentado no había obtenido respuesta. 

Tras dirigirnos el Ayuntamiento, éste nos dio traslado de un escrito de la empresa gestora de la entidad 
urbanística de conservación, que trasladamos al interesado para que este nos remitiera sus alegaciones y 
consideraciones. Cuando recibimos las mismas, nos volvimos a dirigir al Ayuntamiento con objeto de que 
emitiera un pronunciamiento propio acerca de las solicitudes de tutela que, al amparo de la normativa 
urbanística, el reclamante había formulado, señalando si las estimaba o, de no ser así, que se nos aclararan 
las razones por las que ello no se considerara procedente.

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/nos-interesamos-por-las-consecuencias-de-una-sentencia-sobre-indemnizacion-por-viviendas-ilegales-en
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/recomendamos-que-se-continue-con-las-actuaciones-precisas-para-la-revocacion-de-la-licencia-de-obras
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/pedimos-al-ayuntamiento-que-responda-al-escrito-demandando-intervencion-municipal-en-entidad


Desglose por materias · IAC 2015 1. Administraciones Locales · 53

Este escrito no obtuvo respuesta, por lo que tuvimos que recordar al Ayuntamiento de Ayamonte su 
obligación legal de colaborar con esta Institución en sus investigaciones e inspecciones, así como de los 
arts. 42.1 de la Ley 30/19992 y 153.4 de la Ley 7/2002, de 17 de diciembre, recomendándole, además, 
que se pronunciara, de forma expresa y sin dilaciones, acerca de la solicitud del interesado para que el 
Ayuntamiento ejerza sus competencias de tutela sobre la Entidad Urbanística de Conservación “Costa 
Esuri”, informándole al respecto.

Sin embargo y a pesar de nuestras actuaciones posteriores, el Ayuntamiento de Ayamonte no respondió a 
nuestra resolución, por lo que tuvimos que proceder a incluir esta queja en el Informe Anual al Parlamento 
de Andalucía, destacando la falta de respuesta de la citada Alcaldía-Presidencia a nuestra resolución.

Un caso singular fue el de la queja 14/3205, que iniciamos de oficio a causa de la ausencia de desarrollo 
de la previsión del PGOU de ejecución de un paseo público en la orilla derecha de la dársena del 
Guadalquivir desde el puente de las Delicias hasta el puente de San Telmo de Sevilla. Después de 
varias actuaciones con la Alcaldía-Presidencia del Ayuntamiento de Sevilla tuvimos conocimiento de que, 
en síntesis, con fecha 22 de Mayo de 2013 fue suscrito un Convenio de Colaboración con la Autoridad 
Portuaria de Sevilla para la formulación y tramitación de una innovación del Plan Especial del Puerto en la 
zona identificada como cabecera actual del Puerto. 

Tras informar del objeto de este Convenio, se manifestaba que se instrumentó la colaboración de ambos 
organismos mediante la constitución de una Comisión de Seguimiento que solamente se ha reunido en 
una ocasión, añadiendo que el Ayuntamiento estaba a la espera que la Autoridad Portuaria presentara la 
documentación de ordenación desarrollada de cada una de las zonas que configuran el ámbito de actuación, 
para convocar una nueva sesión de la Comisión de Seguimiento y analizar las propuestas presentadas. 
Añadía que, a tal efecto, había remitido escrito a la Autoridad Portuaria por ser conveniente que se retomara 
la agenda de planificación acordada y los compromisos adquiridos en la firma del Convenio.

De acuerdo con todo ello, recabamos informe de la Autoridad Portuaria de Sevilla, solicitando que nos 
mantuviera informados de las causas por las que no se ha seguido impulsando el Convenio de Colaboración 
entre esas dos administraciones, nos señalara su posicionamiento sobre lo expresado por el Ayuntamiento 
y, en todo caso, nos indicara las actuaciones desarrolladas por su parte para la formulación y tramitación 
de la innovación del Plan Especial del Puerto.

Pues bien, recibimos respuesta de la Autoridad Portuaria de Sevilla de la que se desprendía, en síntesis, 
que los títulos concesionales que tienen varias Asociaciones sobre terrenos que pudieran afectar a la 
construcción del paseo fluvial no impedirían en modo alguno el desarrollo de las previsiones del PGOU 
en tal sentido toda vez que, una vez concretada la ordenación de la zona, deberían ser revertidos en el 
plazo máximo de tres meses sin indemnización alguna. Añadía que la construcción del paseo fluvial está 
expresamente contemplada en el Plan Especial del Puerto de Sevilla, por lo que su ejecución resulta viable 
sin modificación alguna de dicho planeamiento especial. En cuanto al Convenio de Colaboración con el 
Ayuntamiento, se afirmaba que se están realizando los trabajos de definición de las distintas alternativas 
sin que, en todo caso, esté prevista la eliminación de la posibilidad de ejecución del paseo de ribera.

Por todo ello, la Autoridad Portuaria de Sevilla concluía que el Ayuntamiento podría solicitarle “el correspondiente 
título administrativo o suscripción de convenio que ampare la ejecución por parte del referido Consistorio del 
referido paseo fluvial (necesaria la previa definición técnica del mismo mediante el correspondiente proyecto), 
debiéndose tramitar expediente a tal efecto...”

Por ello, formulamos a la Alcaldía-Presidencia del Ayuntamiento de Sevilla Sugerencia para que, dado 
que las previsiones del PGOU deben ser vinculantes, teniendo en cuenta, además, que nos encontramos 
ante una actuación de interés general que lo que pretende es poner en valor y al servicio de la ciudadanía 
un espacio de dominio público para destinarlo a ocio y esparcimiento de la población, se adoptaran las 
medidas oportunas para que, de acuerdo con aquellas previsiones y previos los trámites legales oportunos, 
se proceda a la ejecución del paseo fluvial previsto en el PGOU de Sevilla y, consecuentemente, quede 
garantizada, tal y como pretendía éste, “la apropiación pública de los márgenes fluviales y su utilización por 
parte de los ciudadanos” desde el puente de las Delicias hasta el puente de San Telmo.
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Ello sin perjuicio de que, en la medida de lo posible y siempre desde la legalidad, se compatibilicen los 
usos públicos y los privados de quienes, amparados en el ordenamiento jurídico, necesitan también 
utilizar este espacio para desarrollar las actividades propias de las entidades existentes en los aledaños 
de la ribera del río.

Respecto de estos intereses estimamos que, en ningún caso, puede suponer una privatización, como 
«de facto» está ocurriendo en distintos tramos de este espacio, el uso público y general. En la fecha 
de cierre del presente Informe, continuamos esperando una respuesta que no acaba de llegar del 
Ayuntamiento de Sevilla.

1.12.2.1.3 Accesibilidad
En la queja 13/2723 en la que el interesado denunciaba diversos incumplimientos de la normativa de 
accesibilidad en las calles Pío X y Villamanrique del municipio sevillano de Pilas, formulamos en 
2014 una resolución a su Alcaldía-Presidencia ante la falta de respuesta a nuestros escritos por parte del 
Ayuntamiento, recordándole el deber de colaboración con esta Institución y Recomendación para que 
los pasos peatonales de estas dos calles de la población, recientemente reformadas, se adaptaran a la 
normativa de accesibilidad y dejaran de constituir una barrera urbanística.

Tras la respuesta que nos remitió el Ayuntamiento conocimos que se había aceptado esta resolución por 
cuanto habían quedado subsanados, tras las obras de reurbanización de las citadas calles, los problemas 
de accesibilidad existentes en los pasos de peatones allí ubicados, con lo que dimos por concluidas 
nuestras actuaciones en esta queja.

En cuanto a las actuaciones de oficio realizadas por esta Institución, tenemos que destacar la queja 14/0974, 
que en este año hemos dado por concluidas cuando el Ayuntamiento de Sevilla nos ha informado de las 
actuaciones que iba a realizar para dotar de accesibilidad a las obras que se estaban realizando en el 
Parque del Guadaíra, en la zona sur de Sevilla.

También hemos concluido nuestra intervención en la queja 14/2462 que abrimos al conocer que el 
Ayuntamiento de Sevilla estaba utilizando grandes macetones en un espacio peatonal del centro que 
impedían el paso de personas con movilidad reducida.

En este caso, y tras las diversas actuaciones realizadas con el Ayuntamiento de Sevilla, en un primer momento 
la Oficina de Accesibilidad nos dio cuenta de las gestiones que desarrollaba ante las distintas instancias 
municipales para que quedara garantizado el cumplimiento de la normativa de accesibilidad, añadiendo 
que efectivamente los macetones instalados eran desplazados con frecuencia dificultando la accesibilidad 
del acerado, por lo que se había trasladado este problema al Departamento de Conservación para que, a 
la mayor brevedad, quedaran fijados en su posición idónea.

Finalmente, la Delegación Municipal del Distrito Casco Antiguo, en lo que se refiere a la ocupación del acerado 
de diversas calles del centro de la ciudad con macetones que dificultaban el tránsito de los peatones, nos 
indicaba que, tras constatarse que los desplazamientos de los citados macetones ocasionaban dificultades 
en el tránsito peatonal, se había acordado su vaciado y limpieza y, tras ello, su fijación en el suelo, respetando 
la normativa de accesibilidad para evitar su posible desplazamiento. A raíz de ello, procedimos al archivo 
de la actuación de oficio.

Finalmente, en la queja 15/4136 nos hemos dirigido a los municipios andaluces de más de 50.000 habitantes 
a fin de que adopten las medidas legales oportunas para ordenar la retirada inmediata de todas las 
instalaciones que ocupen el espacio público sin contar con autorización y que, de alguna manera, limiten 
y/o dificulten el uso del espacio peatonal ya que, a veces, suponen un riesgo para los desplazamientos 
peatonales y, con frecuencia, implican una vulneración de las normas de accesibilidad.

Consideramos que, en caso de mantenerse una actitud pasiva por parte de los responsables municipales, en 
la mayoría de los municipios se terminará agravando seriamente el deterioro, en términos de funcionalidad 
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y accesibilidad, que está teniendo ya el espacio público peatonal de nuestras ciudades como consecuencia 
de la diversidad de instalaciones y mobiliario urbano que, sin criterio adecuado y la mayoría de las veces 
de forma ilegal, se está instalando en estos espacios.

A la vista de los hechos que describimos en nuestro escrito y teniendo en cuenta que los desplazamientos 
peatonales constituyen un pilar básico del modelo de movilidad sostenible por el que deben apostar todas 
las ciudades y que resulta exigible que todos los espacios respondan a unos adecuados estándares de 
seguridad, accesibilidad y calidad, formulamos a las Alcaldías-Presidencia de los municipios de más de 
50.000 habitantes, Recomendación para que:

“1. A la mayor brevedad posible se adopten medidas para ordenar la retirada inmediata de 
todas las instalaciones de esta naturaleza que estén ocupando el espacio público sin contar con 
autorización alguna y que, de alguna manera, limitan y/o dificultan el uso y disfrute del espacio 
peatonal y que, a veces, suponen un riesgo para los desplazamientos peatonales y, con frecuencia, 
implican una vulneración de las normas de accesibilidad.

2. Que, en caso de incumplimiento, al tratarse de ocupaciones de hecho del dominio público 
destinado a un uso general de la población que, en muchos supuestos, suponen una vulneración 
de las normas citadas, se proceda por el Ayuntamiento, previos los trámites legales oportunos, 
a su retirada por ejecución subsidiaria.

Esta resolución la hemos enviado a todos los municipios andaluces de más de 50.000 habitantes 
desde el convencimiento de que, si continúa manteniéndose esta actitud pasiva por parte de los 
responsables municipales, en la mayoría de los municipios se terminará agravando seriamente 
el deterioro, en términos de funcionalidad y accesibilidad, que está teniendo ya el espacio público 
peatonal de nuestras ciudades como consecuencia de la diversidad de instalaciones y mobiliario 
urbano que, sin criterio adecuado, la mayoría de las veces de forma ilegal, se está instalando en 
estos espacios”.

1.12.2.2 Obras públicas y expropiaciones
1.12.2.2.1 Necesidad de rentabilizar las infraestructuras
Como otros años, también en este ejercicio hemos abierto diversas quejas de oficio con motivo de la 
paralización y nula conservación y mantenimiento de infraestructuras en curso de ejecución, algunas 
ya terminadas, por cuanto que la inversión pública que conlleva su ejecución se realiza, básicamente, con 
cargo a los impuestos de la ciudadanía y es de difícil justificación, en términos de buen gobierno, como 
venimos defendiendo año tras año, que no se hayan terminado o se posponga su funcionamiento.

Un ejemplo de este tipo de actuaciones de oficio es la queja 15/4140 que iniciamos cuando conocimos que 
el punto limpio situado en la zona de Camposoto, en el municipio gaditano de San Fernando, construido 
hace 5 años y financiado con el denominado “Plan E”, no había entrado en funcionamiento. Por ello, nos 
dirigimos al Ayuntamiento de San Fernando para conocer, además de los plazos de ejecución y los costes de 
esta infraestructura, los motivos por los que aún no estaba en funcionamiento y, en su caso, la fecha prevista 
para el inicio de sus actividades. Durante 2016, continuaremos nuestras gestiones en torno a este asunto.

Tras las actuaciones que hemos realizado en otros años sobre esta misma cuestión hemos dado por concluida 
la tramitación de la queja 13/2663, que iniciamos por el abandono de la infraestructura prevista como 
intercambiador de transportes construida en el municipio sevillano de Mairena del Aljarafe, que 
tuvo un importante coste económico.

Tras dirigirnos tanto a la Dirección General de Movilidad, de la Consejería de Fomento y Vivienda, y al 
Ayuntamiento de Mairena del Aljarafe, de las respuestas que recibimos se desprendía, en síntesis, que los 
contactos mantenidos entre la Administración Autonómica y Local para acordar una solución a este asunto 
habían resultado infructuosos.
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Ante este resultado infructuoso de las actuaciones para que el intercambiador de transportes construido en la 
citada localidad –actualmente ejecutado pero sin entrar en funcionamiento- fuera una realidad formulamos 
resolución, a finales del ejercicio 2014, en la que recomendamos a ambas administraciones que continuaran 
sus conversaciones con la finalidad que adoptar las medidas necesarias para la puesta en funcionamiento del 
mismo y, en el supuesto de que no se considerara viable, se adoptaran las medidas necesarias para garantizar 
su conservación y minimizar, en lo posible, la depreciación de su inutilización por el paso del tiempo y los 
posibles actos vandálicos que se pudieran producir.

Si bien el Ayuntamiento aceptó la primera recomendación, de las respuestas obtenidas de éste y de la Dirección 
General de Movilidad se desprendía, con claridad, que el intercambiador no se iba a poner en funcionamiento. 
Por tanto, dimos por concluidas nuestras actuaciones dando cuenta en este Informe Anual al Parlamento de 
Andalucía de la discrepancia de ambas administraciones con nuestra resolución.

Otro ejemplo de este tipo de actuaciones que realizamos es la queja 15/4455, que abrimos de oficio cuando 
tuvimos conocimiento del estado en que se encuentra el Paseo Rey Juan Carlos I, en Sevilla, que viene 
sufriendo, desde hace años, un extraordinario deterioro, singularmente desde la Pasarela de la Cartuja hasta 
el Puente de la Barqueta.

En este caso, la infraestructura sí se había inaugurado en su día, pero posteriormente ha sufrido un extraordinario 
deterioro, por lo que hemos formulado a la Alcaldía-Presidencia del Ayuntamiento de Sevilla, además de un 
recordatorio sobre sus competencias en materia de conservación, protección y mejora de los bienes de las 
Corporaciones Locales, una Recomendación a fin de que manifieste su compromiso para que, en el próximo 
ejercicio presupuestario, se establezca la dotación necesaria para aprobar y ejecutar el proyecto de arreglo 
del paseo Rey Juan Carlos I y, asimismo, Sugerencia para que proceda, con la mayor brevedad posible, a 
realizar las mínimas obras de conservación que sean necesarias para que el viario resulte transitable en 
condiciones de seguridad.

Iniciamos en su día una actuación de oficio (queja 13/1705) para conocer la situación en la que se encontraba 
el sistema tranviario del municipio de Jaén, que, según las noticias a las que tuvo acceso esta Institución, 
estaba teniendo diversas dificultades para su puesta en funcionamiento, a pesar de que ya se habían invertido 
en esta infraestructura unos 100 millones de euros.

En la misma y tras conocer la paralización de la entrada en funcionamiento del tranvía de la ciudad, debido 
a que los estudios previos realizados carecieron del rigor exigible, formulamos a la Consejería de Fomento 
y Vivienda y al Ayuntamiento de Jaén resolución para que, a la mayor brevedad posible, decidieran, de forma 
conveniada, si, a medio plazo, iba a ponerse en funcionamiento esta infraestructura, acordando la fecha 
aproximada y las condiciones en que ello se produciría. 

En caso negativo, es decir si no era posible el establecimiento del funcionamiento del tranvía, recomendábamos 
que se adoptaran las medidas necesarias para evitar su deterioro, de forma que se minimizara su depreciación 
en el tiempo, se estudiaran los posibles usos alternativos de este espacio público que permita rentabilizar el 
gasto y se investigaran las posibles responsabilidades, de toda índole, en las que se hubiera podido incurrir 
ante la innegable lesión patrimonial causada a las arcas públicas como consecuencia de la no entrada en 
funcionamiento de una infraestructura tan costosa.

Respecto del Ayuntamiento de Jaén y después de las actuaciones realizadas, finalmente no recibimos respuesta 
a nuestra resolución, por lo que procedimos a incluir la queja en el Informe Anual al Parlamento de Andalucía, 
mencionando expresamente esta falta de respuesta de la autoridad municipal.

En cuanto a la Dirección General de Movilidad, de la Consejería de Fomento y Vivienda, en su respuesta reiteraba, 
en síntesis, su interés en la puesta en servicio del sistema tranviario de Jaén y su intención de colaborar con la 
Administración Municipal, añadiendo que el gasto que puede suponer ello para las arcas municipales podría 
ser minimizado y racionalizado en el marco de una coordinación entre los diferentes modos y medios de 
transporte de Jaén. 

En fin, formalmente cabría entender que aceptaba la resolución formulada por esta Institución, pero, sin embargo, 
no se nos adelantaba iniciativa alguna tendente a que, de forma conveniada, la Administración Autonómica y 
el Ayuntamiento de Jaén adopten una decisión acerca de si, a medio plazo, va a ponerse en funcionamiento 
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esta infraestructura y las condiciones para el establecimiento del servicio, concretando una fecha para ello. 
Tampoco se proponían alternativas, ni medida alguna, más allá de su ofrecimiento de colaboración, para evitar 
el deterioro de esta infraestructura o para propiciar otros usos temporales de la misma. 

Tampoco se nos contestaba positivamente a nuestra Recomendación de apertura de una investigación 
a fin de determinar las posibles responsabilidades de toda índole en que se hubiera podido incurrir ante 
la innegable lesión patrimonial causada a las arcas públicas como consecuencia de la no entrada en 
funcionamiento de una infraestructura tan costosa. Por tanto, no podíamos entender que hubiera sido 
aceptada nuestra resolución en el plano concreto y material del problema, ya que seguíamos encontrándonos 
en una clara imposibilidad de determinar una fecha para la puesta en marcha de esta infraestructura, ni 
para un uso alternativo de la misma, ni se delimitaba responsabilidad alguna por esta inaceptable situación. 
Ello nos llevó, también, a incluir esta actuación en el Informe Anual al Parlamento de Andalucía, mencionado 
expresamente que la citada Dirección General de Movilidad sí respondió a nuestra resolución, aunque 
entendimos que no había aceptado su contenido.

A principios del ejercicio 2016 hemos vuelto a recibir nuevo escrito de la Dirección General de Movilidad 
defendiendo que han cumplido estrictamente las obligaciones que asumió en su día, en el marco del 
convenio firmado con el Ayuntamiento de Jaén y, asimismo, que han ofrecido a éste “estudiar la posibilidad 
de crear un grupo de trabajo para estudiar conjuntamente las alternativas técnicas y económicas de explotación 
del tranvía de Jaén”.

1.12.2.2.2 Colaboración interadministrativa
En su día, el Defensor del Pueblo Andaluz inició de oficio la queja 13/4209 destinada a conocer las causas 
y, en su caso, las soluciones que se hubieran previsto, ante los importantes retrasos que se estaban 
produciendo en la puesta en servicio del tranvía metropolitano de la Bahía de Cádiz y, singularmente, 
en lo que concierne a la Línea 1 a su paso por San Fernando y Chiclana de la Frontera.

Aunque ADIF no nos aclaró cuáles eran los obstáculos técnicos para esta puesta en funcionamiento, la 
Consejería de Fomento y Vivienda nos había informado que “la causa de la falta de firma debe tener una 
causa sobrevenida pues a la fecha existía un principio de acuerdo, concretado además en determinados grupos 
de trabajo técnicos, que estaban desarrollando su actividad con normalidad, sin que conste a esta Consejería 
ningún impedimento técnico para su normal desarrollo”.

Por todo ello y así se lo trasladamos a ambos organismos, consideramos necesario que, a la mayor brevedad 
posible, se adopte, de forma conveniada entre ambas Administraciones Estatal y Autonómica, una decisión 
acerca de si, a medio plazo, va a firmarse el anunciado Protocolo de Colaboración, de forma que fuera posible 
poner en funcionamiento esta infraestructura.

Tras remitir estos escritos de cierre, en el último trimestre del ejercicio recibimos un nuevo escrito de ADIF 
manifestando, en síntesis, que se habían seguido manteniendo contactos con representantes de la Agencia 
de Obra Pública de Andalucía con el objetivo de solucionar aquellos aspectos y requisitos técnicos previos 
a la conexión de las redes tranviaria y ferroviaria en las que, en aquellos momentos, se estaba trabajando. 

Se aclaraba que se trataba del primer caso de conexión de redes de este tipo y que ello era precisamente 
lo que determinaba que la Administración Autonómica, conforme a lo requerido por la Agencia Estatal de 
Seguridad Ferroviaria, debiera justificar adecuadamente que había realizado los pertinentes análisis de riesgos 
que ello implicaba; añadía que ello debería ir acompañado del compromiso expreso de la empresa operadora 
que explotara estos servicios de que asumía las medidas mitigadoras resultantes del análisis de riesgos o las 
restricciones de uso de los vehículos tranviarios por la red ferroviaria. Todo ello constituían requisitos previos 
para la firma de cualquier Protocolo o Convenio cuya posibilidad planteó esta Institución en el curso de la 
tramitación de este expediente de queja.

A la vista de la última comunicación de ADIF instamos a ambas partes para que los contactos reiniciados permitan 
alcanzar finalmente, previo el cumplimiento de los condicionantes técnicos y de seguridad anteriormente 
reseñados, la firma del necesario Protocolo de Colaboración de forma que sea posible poner en funcionamiento 
esta infraestructura.
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En la queja 14/3516, se dirigió a nosotros el presidente de una asociación vecinal denunciando el estado del 
cauce del río Antas a su paso por Vera (Almería), que, a su juicio, suponía un importante riesgo de inundación 
con posibles consecuencias perjudiciales para personas y bienes. 

Después de las devastadoras inundaciones del día 28 de septiembre de 2012 en la desembocadura del 
citado río en la costa de Vera, no se habían realizado las actuaciones de protección precisas por parte de 
ninguna administración. 

La Administración Autonómica manifestó que venía cumpliendo incluso en el año 2014 con sus competencias 
de mantenimiento de cauces ante avenidas ordinarias, pero que no pueden afrontar actuaciones de 
prevención de avenidas extraordinarias, competencia que atribuye a la Administración Central que debería 
afrontar la laminación y encauzamiento que se demanda, contando con la colaboración de la Administración 
autonómica y Municipal.

La Dirección General del Agua, del Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente, a la que nos 
dirigimos en vía de colaboración, consideraba que habría de ser en el marco de la planificación hidrológica 
donde los intereses estatal y autonómico encuentren un punto de partida para la colaboración e integración 
de actuaciones prioritarias de cada parte en un objetivo común, a concretar en un convenio de colaboración.

Después de distintos informes, formulamos a la Consejería de Medio Ambiente y Ordenación del Territorio, 
Sugerencia para que, ante la controversia existente, en aplicación de lo dispuesto en el artículo 220 del Estatuto 
de Autonomía para Andalucía, se planteara este conflicto competencial en el seno de la Comisión Bilateral 
de Cooperación Junta de Andalucía-Estado que, entre sus funciones, ostenta la deliberación, la realización de 
propuestas y, si procede, la adopción de acuerdos con relación a los conflictos competenciales planteados 
entre las dos partes y la propuesta, si procede, de medidas para su resolución. Ello, salvo que encuentren 
otras vías de colaboración que hicieran innecesario acudir a la mencionada Comisión.

Como respuesta a esta resolución, la citada Consejería, en escrito de la Viceconsejería, nos trasladó el compromiso 
de solicitar una nueva reunión con el Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente para tratar 
específicamente de la obra de “Laminación de avenidas y regulación del río Antas” y, en general, todas aquellas 
actuaciones que vinieran afectadas por un conflicto competencial similar. En cuanto a la limpieza del cauce del 
citado río, nos informaba de las actuaciones que se realizaron a finales de 2014, que complementaban otras 
ejecutadas en los años 2012 y 2013 con objeto de limitar los riesgos de inundaciones por avenidas torrenciales.

Otro ejemplo de este tipo de actuaciones, en este caso de oficio, es la queja 14/4115 que abrimos por los 
retrasos en la construcción de una pasarela peatonal sobre la carretera A-8057, que conectaría el 
polígono PISA con las instalaciones del Metro, salvando la citada carretera, en el término municipal de 
Mairena del Aljarafe, Sevilla. Nos dirigimos tanto al Ayuntamiento de Mairena del Aljarafe como a la Dirección 
General de Movilidad, de la Consejería de Fomento y Vivienda.

Del contenido de la respuesta municipal cabía concluir, a juicio de esta Institución y entre otras consideraciones, 
se reconocía que efectivamente se encargó la redacción del proyecto de pasarela pero que se hizo con la 
intención de que, por parte de la Consejería competente, “se incluyera en el ámbito de la obra de Plataforma 
Reservada, puesto que la ejecución del tranvía en superficie no vendría sino a incidir en la difícil comunicación y 
movilidad peatonal y ciclista entre el PISA y la estación de metro de Ciudad Expo”.

Se añadía que “parece lógico pensar que las soluciones tendentes a la intermodalidad de transportes, con el 
favorecimiento del uso del transporte público, sea una competencia de carácter prioritario por parte del ente 
autonómico, pero ya sabemos el posicionamiento que éste mantiene al respecto en estos asuntos ....”

A la vista de que nos encontrábamos ante un nuevo desencuentro entre Administraciones, cabía concluir, con 
toda cautela, que la ausencia de estos pasos previos ha podido resultar determinante para que, en la actualidad, 
esta amplia demanda ciudadana de una infraestructura de cuya necesidad no parecen existir dudas, no haya 
podido ser ejecutada y tampoco se aprecie que exista posibilidad de que lo vaya a ser a corto o medio plazo.

En base a ello, formulamos, Sugerencia en el sentido de que, de manera conjunta, el Ayuntamiento y la 
Dirección General de Movilidad constituyan una comisión técnica a fin de determinar la idoneidad y rentabilidad 
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social de ejecutar y poner en servicio esta infraestructura, ofreciendo una solución técnica a la demanda de 
movilidad existente en esta zona.

1.12.2.3 Transportes, movilidad y tráfico
1.12.2.3.1 Transportes y movilidad
1.12.2.3.1.1 Usurpación, por la vía de hecho, 
del espacio público peatonal
El Defensor del Pueblo Andaluz, ante la usurpación del espacio público peatonal (entre otras y sólo a 
título de ejemplo, instalación, sin autorización o excediéndose de ella, de terrazas y veladores; instalaciones 
ilegales de kioscos, cartelería o inadecuada ubicación de mobiliario urbano y, de manera singular, la invasión 
de aceras y otros espacios peatonales por vehículos indebidamente estacionados), ha sugerido a todos 
los Ayuntamientos de Andalucía de más de 10.000 habitantes, en la queja 15/1813, abierta de oficio que 
incluyan en sus planes de inspección una intervención específica destinada a terminar con estas conductas 
incívicas que generan riesgos para la seguridad vial de peatones y conductores, obstáculos para la seguridad 
y negativas consecuencias en la conservación del espacio público peatonal.

En definitiva, creemos que, a la hora de perseguir las infracciones en materia de tráfico es muy importante 
establecer objetivos que prioricen las intervenciones de la Policía Local. En este contexto y a la vista de la 
naturaleza insolidaria e incívica de estas infracciones y del riesgo que conlleva estacionar los vehículos sobre las 
aceras y otros espacios destinados al uso peatonal –infracciones que el legislador decidió, en tales supuestos, 
calificar como graves-, sorprende la habitualidad con la que infinidad de conductores infringen esta normativa.

Justamente por ello, hemos formulado una Sugerencia a estos municipios para que incluyan en sus planes 
de inspección llevar a cabo una inspección específica destinada a terminar con estas conductas incívicas que 
generan riesgos para la seguridad vial de peatones y conductores, obstáculos para la accesibilidad y negativas 
consecuencias en la conservación del espacio público peatonal.

1.12.2.3.1.2 El uso intensivo del vehículo de motor 
privado es incompatible con la movilidad sostenible
Desde distintos foros, asociaciones, agentes públicos, medios de comunicación, etc., se viene insistiendo, 
cada vez más, en la insostenibilidad de un modelo de movilidad en nuestras ciudades que descanse, 
fundamentalmente, en el uso del vehículo a motor de titularidad privada. 

Ni el calentamiento global, ni la contaminación atmosférica, ni la contaminación acústica que, en el día a día, 
provoca su uso toleran el mantenimiento preferente de este medio de desplazamiento en el largo plazo. 
A todo ello hay que añadir el altísimo consumo de suelo de dominio público y el alto coste económico, en 
términos comparativos, que demanda este medio de transporte.

Sin embargo, cuando buscamos medios alternativos para impedir la congestión del tráfico, su ineficacia 
y la prolongación de los efectos negativos mencionados, vemos que algunas de estas medidas son, en 
general, bien aceptadas, como por ejemplo el fortalecimiento de los transportes públicos o la creación de 
carriles bici. Pero, por el contrario, cuando se adoptan medidas de restricción del tráfico en determinadas 
zonas o calles, o se establecen estacionamientos limitados o la denominada ORA, suelen surgir importantes 
conflictos vecinales, sociales, etc.

No corresponde a esta Institución, en modo alguno, proponer y, aún menos, establecer el modelo de 
ordenación del tráfico, aunque sí somos conscientes que el futuro pasa necesariamente por un modelo 
de movilidad sostenible que implica el establecimiento de un potente transporte colectivo, el uso 
de la bicicleta y el fomento de la movilidad peatonal. 
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Ahora bien, lo que sí estamos completamente convencidos es que el diálogo, la confrontación de puntos 
de vista y el consenso final es la vía que puede garantizar, a largo plazo, la adhesión social y la eficiencia de 
las medidas que se adopten en relación con la ordenación del tráfico y la movilidad sostenible.

En este contexto, admitimos a trámite la queja 14/3255, a la que sumamos otras presentadas por distintos 
colectivos sociales, asociaciones, sindicatos, etc., mostrando su disconformidad con los criterios de 
implantación de la zona azul en determinados lugares de la ciudad de Sevilla. 

Por nuestra parte, después de interesar los oportunos informes y mantener reuniones con los colectivos 
que acudieron a la Institución por esta cuestión, enviamos un escrito al Ayuntamiento de Sevilla en el que, 
entre otros extremos, manifestábamos que el «ius variandi» inherente a la acción política es una facultad 
incuestionable de todo gobierno local. Partiendo de esta premisa, es lo cierto que, como manifestamos 
siempre que se nos presenta una queja en la que amplios colectivos cuestionan el modo en el que se han 
ejercido competencias legalmente atribuidas a la Administración, el respeto a las normas que regulan la 
acción administrativa no solo no impide sino que, al contrario, aconseja que las decisiones adoptadas dentro 
del marco de discrecionalidad que el «ius variandi» ampara, se adopten en un escenario de debate y máximo 
consenso que respalde socialmente las medidas puestas en marcha.

Respecto de la implantación de la zona azul, es claro que en la ciudad de Sevilla, y en otras capitales andaluzas, 
hay calles en las que es, literalmente, imposible aparcar de una forma “legal” y las alternativas, consistentes 
en tolerar diariamente la doble fila y una congestión permanente de las calles, no son sostenibles, en modo 
alguno, en términos de movilidad. Cualquiera que sea el modelo de movilidad por el que las autoridades 
locales opten en una ciudad, es evidente que tiene que ser social y ambientalmente sostenible y eficiente para 
alcanzar el fin perseguido con su implantación.

Ahora bien, si se opta, por esos motivos, en el caso de los espacios destinados al estacionamiento en las 
vías públicas, por su sometimiento a regulación horaria, es muy necesario prever sus consecuencias y 
adoptar medidas previas y simultáneas para que su impacto no condicione, de forma inasumible para los 
afectados, su vida cotidiana. 

Se trataría, entre otras posibles medidas, de valorar la posible extensión de tarjetas-bono o precios especiales a 
colectivos singularmente afectados, puesta en servicio de transportes públicos o potenciación de los existentes 
en grado suficiente para asumir la previsible nueva demanda, extensión del carril-bici, etc. 

Por todo ello, sugerimos a la Alcaldía-Presidencia del Ayuntamiento de Sevilla, que procediera a la apertura de 
un proceso de diálogo, abierto, real y profundo con todos los sectores sociales afectados por la implantación 
del estacionamiento regulado en estas zonas, de forma que, sin perjuicio del pleno respeto al “ius variandi” 
de la Administración, se intente alcanzar el mayor grado de consenso posible sobre el modelo que es más 
aconsejable implantar en las vías públicas a que se refieren las quejas, de manera que las decisiones adoptadas 
cuenten con un suficiente grado de aceptación social y vecinal de la medida.

En paralelo y en el marco de este consenso, se deberá potenciar la utilización de transportes alternativos al 
vehículo privado, tales como principalmente, los transportes públicos y la bicicleta.

No estimamos procedente continuar actuaciones en este expediente de queja, por cuanto la justificación 
de nuestra intervención venía dada por la conveniencia, a nuestro juicio, de buscar y encontrar un espacio 
de entendimiento y de acercamiento de posiciones que pudiera hacer posible un cierto consenso entre ese 
Ayuntamiento y los colectivos discrepantes. Sin embargo, el análisis de toda la documentación obtenida de 
ambas partes tras la tramitación de este expediente, no nos permitía deducir que ese acercamiento o búsqueda 
de una alternativa de regulación más consensuada fuera posible en este momento.

Ante esta constatada discrepancia entre las partes y, en definitiva, la no aceptación implícita de la Sugerencia 
formulada, en cumplimiento de la Ley reguladora de esta Institución, procedimos a incluir este expediente en 
el Informe Anual al Parlamento de Andalucía dando cuenta de la situación expuesta.
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1.12.2.3.1.3 El “eurotaxi” necesita apoyo de los gobiernos locales
El interesado de la queja 13/3097 representante de una asociación andaluza de taxistas con vehículos 
adaptados a personas con movilidad reducida, planteaba su disconformidad con la negativa del 
Ayuntamiento de Sevilla a subvencionar el coste de adquisición de vehículos y los costes adicionales 
de explotación del servicio de eurotaxis.

Tras nuestra petición de informe inicial, el Ayuntamiento nos remitió un extenso y prolijo informe 
expresando el posicionamiento municipal acerca de las demandas de la asociación reclamante. Del mismo, 
dimos cuenta al interesado con objeto de que, si lo estimaba conveniente, pudiera formular alegaciones 
y consideraciones, sobre su contenido. Una vez recibidas las alegaciones del reclamante, las trasladamos 
al citado Ayuntamiento en Septiembre de 2013 a fin de obtener su pronunciamiento sobre ellas y para 
que se nos indicara si era posible acceder a la solicitud de reunión formulada y al resto de las peticiones 
realizadas en el escrito dirigido por la asociación afectada a esa Corporación Municipal.

Este escrito no obtuvo respuesta, por lo que esta Institución se vio obligada a requerir en dos ocasiones 
dicha información. Como quiera que persistía la falta de respuesta de ese Ayuntamiento, con fechas 19 de 
Febrero y 15 de Abril de 2014, personal de esta Institución mantuvo contacto telefónico con personal del 
Gabinete de la Alcaldía del Ayuntamiento de Sevilla, que nos indicó que haría gestiones con objeto de que 
se nos enviará la información solicitada.

Pero lo cierto es que, a pesar del plazo de tiempo transcurrido, no nos ha llegado la misma, privándonos 
de conocer si finalmente han podido ser atendidas las peticiones de la Asociación reclamante o las causas 
por las que no se haya estimado procedente acceder a las mismas.

Ello nos lleva a la conclusión de que el Ayuntamiento, debido a su silencio, ha podido incurrir en el 
incumplimiento de diversos deberes exigidos por la normativa de procedimiento administrativo.

Por ello, formulamos a la Alcaldía-Presidencia del Ayuntamiento de Sevilla Recordatorio de la obligación 
legal de auxiliar a esta Institución en sus investigaciones e inspecciones, así como del art. 42.1 de la Ley 
30/1992, de 26 de Noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común. En cuanto a la cuestión concreta planteada en la queja, formulamos Recomendación 
de que, en cumplimiento de la normativa anteriormente mencionada, se continuaran las actuaciones 
precisas en este asunto por parte del Ayuntamiento ya que, dada su ausencia de respuesta, ignorábamos 
si finalmente habían podido ser atendidas las peticiones de la asociación reclamante o las causas por las 
que no se hubiera estimado procedente acceder a las mismas.

1.12.2.3.1.4 Pasos a nivel: la siniestralidad que no cesa
Damos también cuenta del cierre de la queja 14/5365 abierta de oficio tras tener conocimiento del 
accidente ocurrido en un paso a nivel de la localidad onubense de Calañas, que costó la vida a un 
menor y heridas graves a su padre, en la que expusimos al citado Ayuntamiento que, con motivo del 
Informe Especial que esta Institución presentó al Parlamento de Andalucía en Enero de 1997, con el título 
“Pasos a Nivel en Andalucía” ya pusimos de manifiesto el importante riesgo que estos pasos a nivel 
conllevan para la ciudadanía, sin perjuicio de reconocer la incidencia que su existencia tiene en la eficacia 
en el funcionamiento del transporte público y privado.

Añadíamos que, justamente por ello, en nuestro Informe Especial se incluían una serie de Recomendaciones a 
fin de abordar su supresión, al mismo tiempo que se hacía necesario ejecutar obras para construir itinerarios 
alternativos que no supusieran el cruce “a nivel” con las líneas de ferrocarril. Todo ello de acuerdo con la 
Orden del entonces Ministerio de Fomento de 2 de Agosto de 2001 por la que se desarrolla el artículo 
235 del Reglamento de la Ley de Ordenación de los Transportes Terrestres, en materia de supresión y 
protección de pasos a nivel (BOE 190, de 9 de Agosto de 2001).

Recibimos el informe interesado y tras una valoración de su contenido, formulamos a la Alcaldía-Presidencia 
del municipio de Calañas Sugerencia de que, por parte de ese Ayuntamiento, se realicen las gestiones 
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precisas para determinar el momento de circulación del paso a nivel donde se produjo el accidente y del 
resto de los que existan en ese término municipal y, en base a los datos que ofrezca, que se interese de 
ADIF, como organismo gestor de la vía férrea, la posible supresión de aquellos en los que su momento de 
circulación lo aconseje o, en su caso, la adopción de nuevas medidas de seguridad y señalización a fin de 
evitar otros accidentes como el que ha motivado la tramitación de este expediente de queja.

El Ayuntamiento de Calañas (Huelva) nos aclaró, en relación a la resolución formulada, que el paso a nivel 
en el que se produjo el accidente no es el mismo al que se aludía como peligroso en su anterior informe 
del año 1996. Se indicaba que la Alcaldía considera prioritaria la supresión de todos los pasos a nivel de 
la localidad con el fin de eliminar cualquier riesgo para la seguridad de las personas. También concretaba 
que la Corporación está comprometida de forma permanente con la seguridad de sus vecinos, por lo 
que se han mantenido reuniones con ADIF de cara a la supresión de los citados pasos a nivel, que tiene 
elaboradas memorias y documentos técnicos para ello, lo que no ha sido posible debido a las restricciones 
presupuestarias actuales. No obstante, se añadía, por último, que el Área de Urbanismo vela por la seguridad 
de estas instalaciones vigilando la seguridad del muro que da acceso a las vías y exigiendo la colocación 
de elementos de seguridad que impidan la caída de personas o vehículos.

A la vista de esta respuesta, consideramos que, en términos generales, se aceptaba la Sugerencia formulada, 
por lo que dimos por concluidas nuestras actuaciones en la misma.

Sin perjuicio de ello, instamos a que el Ayuntamiento siga desarrollando, por sí mismo o solicitándolo a ADIF, 
cuantas actuaciones sean aconsejables con objeto de seguir implementando las medidas de seguridad 
en los pasos a nivel de ese municipio, mientras no sea posible afrontar su total eliminación, con objeto de 
evitar futuros accidentes. También se ha dado cuenta de las actuaciones desarrolladas en esta actuación de 
oficio a ADIF a fin de que, en la medida de lo posible, estudie la aplicación de nuevas medidas de seguridad 
en los pasos a nivel de este municipio o se aborde su eliminación en caso de disponerse de la dotación 
presupuestaria precisa para ello.

1.12.2.3.2 Tráfico
1.12.2.3.2.1 Los Ayuntamientos deben 
comprometerse más con la seguridad vial

En su día, esta Institución se dirigió, en la queja 13/6365, abierta de oficio, a todos los municipios andaluces 
de más de 20.000 habitantes con objeto de, en vía de Sugerencia, proponerles que asumieran el compromiso 
de destinar el importe obtenido por la ejecución de las sanciones de tráfico a fines que guarden una 
conexión con el fomento de la seguridad vial.

Tras recibir una amplísima información de los Ayuntamientos, se les envió un escrito en el que les 
comunicábamos que dábamos por concluidas nuestras actuaciones y hacíamos una amplia valoración de 
las respuestas obtenidas. A modo de resumen, nuestras conclusiones fueron las siguientes:

“1. La inmensa mayoría de los municipios no sólo se han mostrado favorables a la adopción de 
esta medida sino que, con frecuencia, nos manifiestan que destinan una cantidad muy superior a 
cuestiones relacionadas con la seguridad vial, que el importe recaudado por multas.

2. Hay un segundo grupo de municipios que nos manifiestan que están estudiando las posibles vías 
para articular el mecanismo o poner en práctica la sugerencia formulada.

3. Algún municipio nos dice que lo que tienen previsto es que se pueda sustituir la sanción pecuniaria 
por trabajos para la comunidad.

4. Como adelantábamos al principio, hay, también, algún municipio que considera que no podrían 
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poner en práctica esta Sugerencia al considerar que técnicamente no sería posible por el principio 
de unidad de caja en materia presupuestaria.

5. Algunos municipios se han limitado a mostrar su compromiso con la seguridad vial concretado 
en las diversas actuaciones que vienen realizando, sin expresar con claridad su adhesión o no a esta 
Sugerencia. Tales actuaciones en el ámbito de la seguridad vial incluyen, según los distintos informes, 
el mantenimiento y mejora del viario público, así como de las señalizaciones verticales y horizontales, 
mantenimiento del parque infantil de tráfico y, en general, las medidas destinadas a impartir la 
educación vial, mejorar las dotaciones de la policía local poniendo a su disposición medios para 
garantizar una mayor eficiencia y eficacia a la hora de intervenir en el ámbito de la seguridad vial, etc.

6. Finalmente, como hemos comentado, algunos municipios excepcionalmente nos trasladaron los 
problemas de índole competencial que ya han sido comentados anteriormente.

A modo de conclusión general, parece que los municipios ven muy positivo que se destine y, de alguna 
manera, se visualice que el importe del dinero que se destina en cada presupuesto a cuestiones 
relacionadas con la seguridad vial sea, como mínimo igual y, en muchos casos, superior al que se 
recauda por la imposición de multas de tráfico y, asimismo, defienden una política activa destinada 
a mejorar la seguridad vial, ya sea reforzando las actividades destinadas a la educación vial, ya 
mejorando las infraestructuras más directamente relacionadas con la prevención de accidentes. 

1.12.2.3.2.2 No hemos verificado un aumento en la 
recaudación por sanciones de tráfico en los últimos años
También en este ejercicio hemos dado por concluidas nuestras actuaciones en la queja 13/4272  abierta 
de oficio con la finalidad de ofrecer una información adecuada en torno a las sanciones de tráfico y valorar 
si es cierto que, en los últimos años, se están imponiendo más multas de tráfico en nuestros 
municipios. En ella, nos dirigimos a los municipios de más de 20.000 habitantes, con objeto de conocer, a 
través de un cuestionario y, por tanto, con datos objetivos, la realidad de la idea –que sabemos que existe 
en la sociedad y en los medios de comunicación- de que las multas, en algunas ocasiones, son utilizadas 
como instrumento de recaudación de los Ayuntamientos.

Hemos recibido las respuestas de todos los Ayuntamientos, aunque no han respondido a nuestro cuestionario 
o, al menos, no nos consta la recepción de sus respuestas, los siguientes: en la provincia de Almería, el 
Ayuntamiento de la capital; en la provincia de Cádiz, Barbate y Jerez de la Frontera; en Córdoba, Cabra; 
en Huelva, Almonte y Huelva; en la provincia de Málaga, Alhaurín de la Torre, Benalmádena y Ronda y, por 
último, Sevilla y Utrera en la provincia de Sevilla. Es decir, de los 80 municipios a los que nos dirigimos, 
todos aquellos de más de 20.000 habitantes, han respondido 69 y no lo han hecho 11.

Tras valorar las respuestas recibidas, preparamos un informe que se trasladó a todos los Ayuntamientos 
a los que nos dirigimos, con un resumen de las respuestas recibidas, unas valoraciones y conclusiones y, 
en base a todo ello, unas resoluciones que nos ha sugerido el resultado de la información obtenida.

Como resumen, los datos que hemos obtenido no permiten concluir que exista un ánimo recaudatorio 
por parte de los municipios que venga a compensar la disminución de ingresos como consecuencia de 
la crisis económica. De hecho, la mayoría de los municipios han disminuido el número de expedientes 
sancionadores en los últimos años. Otra cosa es que, con frecuencia, el nivel de recaudación se haya 
mantenido, en algunos casos como consecuencia de una mayor eficacia en la gestión.
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1.12.2.3.2.3 La no conexión de algunos municipios con 
la Dirección General de Tráfico impide, de facto, que se 
pueda aplicar el denominado “carné por puntos”
Con motivo de la investigación que llevamos a cabo en la queja anteriormente citada (queja 13/4272), en el 
cuestionario que enviamos a los municipios de más de 20.000 habitantes nos interesábamos en conocer 
si también el municipio estaba conectado de forma telemática con la Dirección General de Tráfico. 
De los municipios que nos contestaron, la mayoría nos dijo que sí, ya fuera directamente, o a través de los 
órganos supramunicipales, generalmente dependientes de las Diputaciones Provinciales.

A raíz de ello, consideramos conveniente iniciar una actuación de oficio, queja 15/2079, para concretar, en 
síntesis, si los municipios andaluces están conectados a la Dirección General de Tráfico y están informando 
a ésta de todas las infracciones de tráfico y de las correspondientes sanciones que conlleva la retirada de 
puntos. En caso negativo, queríamos conocer las razones de ello. Los municipios a los que nos dirigimos 
fueron:

a) Municipios que no remitieron el cuestionario: Almería, Barbate, Jerez de la Frontera, Cabra, Almonte, 
Huelva, Alhaurín de la Torre, Benalmádena, Ronda, Sevilla y Utrera.

b) Municipios que no respondieron la pregunta: Arcos de la Frontera, Cádiz, Puerto Real, Palma del Río, 
Puente Genil, Loja, Alhaurín el Grande, Coín, Nerja, Vélez-Málaga, Alcalá de Guadaíra y Mairena del Alcor.

c) Municipios que respondieron, pero en aquel momento no estaban conectados: Los Barrios, Conil de 
la Frontera, Lepe y San Juan de Aznalfarache. También podemos incluir en este grupo a Chiclana de la 
Frontera que nos comunicó que, en aquellos momentos, no podía ejecutar el acuerdo firmado con la 
Dirección General de Tráfico.

La Ley 17/2005, de 19 de julio, regula el permiso y la licencia de conducción por puntos y modifica el 
texto articulado de la Ley sobre Tráfico, Circulación de Vehículos a Motor y Seguridad Vial. El denominado 
sistema por puntos, que supone su detracción cuando se incurre en determinadas infracciones, graves o 
muy graves, de tráfico ha tenido y posee una clara incidencia en la mejora de los aspectos preventivos de 
la seguridad vial.

Como decía la Exposición de Motivos de esta Ley, “El reproche jurídico que se produce cuando se llega a la pérdida 
total de los puntos lo será, sin duda, no tanto por el hecho que ha constituido la infracción a la norma de tráfico, 
sino, esencialmente, por la actitud de reiterada vulneración de las reglas, que intentan poner el necesario orden 
en la circulación de vehículos y que sistemáticamente son ignoradas por algunos usuarios de la vía, generando 
riesgos a los que una sociedad como la nuestra ha de hacer frente de forma severa. Tender a la reeducación, 
al convencimiento, a la asunción de actitudes de respeto hacia los derechos de todos y, en concreto, a ése tan 
próximo al derecho a la vida, como es el de la seguridad vial, deben ser los principios que inspiran el sistema”.

De acuerdo con ello, esta Institución concluyó en la necesidad de que todos los municipios, ya sea 
directamente o a través de las Diputaciones Provinciales, se “conecten” a la Dirección General de Tráfico con 
la finalidad de informar a ésta de las detracciones de puntos que se produzcan con motivo de la comisión 
de infracciones de tráfico que la lleven aparejada.

1.12.2.3.2.4 El retraso en la resolución de recursos vulnera el 
derecho a un procedimiento administrativo sin dilaciones
La interesada de la queja 14/2452 mostraba en su escrito de queja su disconformidad con multas de 
la O.R.A., o zona azul, indicando que eran motivadas por ser propietaria de un piso en el barrio de los 
Remedios, en Sevilla, pero que justo el número del portal donde reside no es zona azul pero sí las calles 
adyacentes, por lo que había intentado sacarse el pase de residente para ahorrarse problemas, pero no 
se le reconocía tal condición de residente.

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/existe-comunicacion-entre-ayuntamientos-y-trafico-para-conocer-la-retirada-de-puntos-del-carne-de
https://www.boe.es/buscar/doc.php?id=BOE-A-2005-12458
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/el-ayuntamiento-de-sevilla-si-tiene-presupuesto-estudiara-ampliar-la-plantilla-para-agilizar-la
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Las multas en cuestión eran unas 5 o 6, todas ellas debidamente recurridas, manifestando la reclamante su 
perplejidad por el hecho de que, cuando el Órgano que resuelve es el Tribunal Económico Administrativo, 
siempre habían sido estimados sus recursos, que previamente habían sido denegados en reposición.

Pues bien, en el informe remitido se manifiesta, en síntesis, que las reclamaciones de la afectada tuvieron 
entrada en el Tribunal Económico-Administrativo con fechas 28 de Marzo y 28 de Abril de 2014, añadiendo 
que actualmente se están resolviendo las reclamaciones presentadas en 2012, por lo que previsiblemente las 
reclamaciones de la afectada podrían ser resueltas en 2017. Es decir, tres años más tarde de su presentación.

Trasladamos al Ayuntamiento de Sevilla nuestras consideraciones pues se estaba produciendo, en 
definitiva, como en otros expedientes de queja por este mismo asunto, un importante retraso. Pero es que, 
además, se adelantaba una previsión de demora de unos tres años en la resolución de las reclamaciones 
económico-administrativas. Ello permite resaltar que no se aportan los medios precisos para resolver 
este problema de retraso estructural y, como también le hemos expuesto ya en otros expedientes de 
queja por las dilaciones apreciadas en la resolución de las reclamaciones económico-administrativas, 
destacar la contradicción que supone que este Ayuntamiento de Sevilla disponga de medios suficientes 
para la formulación de denuncias en gran número, para el impulso y tramitación de los correspondientes 
expedientes sancionadores y para poner en marcha los mecanismos ejecutivos de recaudación en caso de 
impago de las sanciones que se impongan, pero por el contrario no adopta medidas efectivas ante la clara 
insuficiencia de medios para analizar y resolver acerca de las reclamaciones económico-administrativas 
mediante las que articula la ciudadanía sus medios de defensa frente a lo que estima posibles actuaciones 
irregulares de la Administración municipal sancionadora.

Debemos insistir en que resulta innegable que la insuficiencia de medios puede generar puntualmente, 
debido a aumentos no previsibles de expedientes a tramitar, una ineficaz o dilatada resolución de ellos, 
pero lo que no resulta adecuado es que, ante un retraso estructural y continuado durante años del 
funcionamiento de este Tribunal Económico-Administrativo, sigan sin adoptarse medidas destinadas a 
paliar esta insuficiencia que viene a suponer un notorio perjuicio para las personas recurrentes.

No nos encontramos, pues, ante una situación excepcional, sino más bien ante un problema estructural 
que exige sin demoras la adopción de medidas para que el Tribunal Económico-Administrativo tenga 
una capacidad de respuesta adecuada a las numerosas reclamaciones que previsiblemente pueden 
ocasionar el elevado volumen de expedientes sancionadores tramitados, de forma que exista una 
efectiva proporcionalidad entre los medios sancionadores y los medios de resolución de los recursos que, 
legítimamente, formula la ciudadanía.

Debe tenerse presente que el artículo 103 de la Constitución Española determina que la Administración 
Pública sirve con objetividad los intereses generales y actúa de acuerdo con, entre otros, el principio de 
eficacia, y con sometimiento pleno a la Ley y al Derecho.

En línea con el precepto constitucional citado, el artículo 3 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, del 
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, establece 
en su apartado 1 que las Administraciones públicas sirven con objetividad los intereses generales y actúan 
de acuerdo con, entre otros principios, el de eficacia, con sometimiento pleno a la Constitución, a la Ley y 
al Derecho.

Unos retrasos contrarios al principio de buena administración, previsto en el artículo 31 del Estatuto de 
Autonomía para Andalucía, que comprende, entre otros, el derecho de todos ante las Administraciones 
Públicas a que los asuntos sean resueltos en un plazo razonable de tiempo.

Por todo ello, formulamos a la Alcaldía-Presidencia del Ayuntamiento de Sevilla Recordatorio de los 
deberes legales contenidos en los artículos 103.1 de la Constitución Española, 31 del Estatuto de Autonomía 
para Andalucía y 3 de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común, conforme a los cuales la actividad administrativa debe regirse por los principios de 
eficacia, eficiencia, servicio al ciudadano, con sometimiento pleno a la Ley y al Derecho, e impulsar de oficio 
los procedimientos en todos sus trámites.

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/hacen-falta-mas-recursos-para-atender-los-retrasos-sobre-reclamaciones-economico-administrativas-en
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También formulamos Recomendación de que, por parte de la Alcaldía, de acuerdo con las atribuciones 
que le otorga el artículo 21.1 a) de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases de Régimen Local, 
en cuanto a la dirección del gobierno y la Administración Municipal, se adopten las medidas que procedan 
para dotar al Tribunal Económico-Administrativo de los medios suficientes que permitan evitar los retrasos 
estructurales que se producen en la tramitación y resolución de las reclamaciones económico-administrativas 
que se presentan por parte de la ciudadanía y, en particular, de la formulada por la reclamante.

El Ayuntamiento, como respuesta, nos trasladó que se aceptaba nuestra resolución pues reconocían que 
el tribunal debe contar con una estructura y medios que le doten de la adecuada proporcionalidad para el 
cumplimiento de sus funciones, de forma que se pueda dar una respuesta rápida y eficaz a las reclamaciones 
presentadas por los ciudadanos.

Esta aceptación se concreta en que, de acuerdo con las disponibilidades presupuestarias, se iba a iniciar un 
estudio de la Relación de Puestos de Trabajo del tribunal para modificar la misma y dotarla de nuevos puestos 
de trabajo, incrementando el número de vocales, para paliar los retrasos existentes en la actualidad en la 
resolución de las reclamaciones, de forma que sean emitidas en los tiempos marcados por la legislación.

1.13 VIVIENDA
1.13.2 Análisis de las quejas admitidas a trámite
1.13.2.1 La necesidad de vivienda en Andalucía
Como ya venimos reiterando en nuestros sucesivos Informes Anuales, desde que dio comienzo la 
devastadora crisis económica que estamos viviendo, son muy numerosas las familias que han perdido 
sus viviendas como consecuencia de un procedimiento de ejecución de préstamo hipotecario, o en virtud 
de un procedimiento de desahucio, al no poder hacer frente al pago de las cuotas arrendaticias.

Estas situaciones se producen como consecuencia de un empobrecimiento de la población, debido al 
aumento de la cuota de desempleados, la precariedad del mercado laboral, el agotamiento de los ahorros 
y subsidios, ...

En este sentido, hemos de destacar, y así lo venimos haciendo, en nuestra intervención ante las Administraciones 
y organismos con competencias en materia de vivienda, el hecho de que la demanda de vivienda protegida, 
en su mayoría, está dirigida a la vivienda de segunda adjudicación o alquiler social, ante la precaria economía 
de los demandantes, que les impide hacer frente a un alquiler protegido, cuya cuantía, en estos momentos, 
oscila entre los 300 y 500 euros, (muy similar al alquiler de una vivienda en el mercado libre).

Esta situación, afecta muy directamente a la actuación de los Servicios Sociales comunitarios, toda vez 
que de conformidad con lo establecido en el Decreto 1/2012 de 10 de enero, por el que se aprueba el 
Reglamento regulador de los Registros Públicos Municipales de Demandantes de Vivienda Protegida, y en 
particular de su artículo 13, que determina excepciones a la obligación de adjudicación mediante dicho 
Registro, encomienda a los Servicios Sociales la tarea de ratificar la situación de riesgo de exclusión social 
de la unidad familiar solicitante y el carácter de urgencia en la adjudicación.

Es por ello, y por el incremento desmedido que ha protagonizado la demanda de la vivienda social, por lo 
que la actividad de los Servicios Sociales se ve desbordada, a la vez que arroja a la situación creada cada 
vez más casos de informes de exclusión social, a los que no se les puede ofrecer una solución habitacional, 
al no existir viviendas de estas características disponibles.

En estos casos, esta Defensoría, con alto grado de frustración, una vez promovida la oportuna investigación, 
y constatado que por parte de los Servicios Sociales se ha activado el protocolo diseñado para el acceso a 
la vivienda de aquellas familias que se encuentran en riesgo o situación de exclusión social, no nos queda 
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por menos que decretar el archivo de las actuaciones en la queja, en la esperanza de que a la mayor 
brevedad posible se pueda materializar la propuesta de adjudicación tramitada. Si bien, lamentablemente, 
y como reiteradamente venimos insistiendo, esta espera, en la mayoría de los casos, se puede prolongar 
durante varios años.

Al hilo de esta situación, esta Oficina, en el ejercicio de la función garante que tiene encomendada, se ha 
dirigido en numerosas ocasiones a las Administraciones y organismos competentes en materia de vivienda, 
y hoy lo volvemos a hacer aprovechando este cauce de dación de cuentas a la Cámara autonómica, para 
hacer una vez más, una llamada de atención sobre la obligación que, de conformidad con la Ley 1/2010, 
de 8 Marzo, Reguladora del Derecho a la Vivienda en Andalucía, pesa a sobre las Administraciones, de 
favorecer el ejercicio del derecho a la vivienda, consagrado en nuestra Carta Magna y en nuestro Estatuto de 
Autonomía, a todas aquellas personas que, reuniendo los requisitos legales que resultan exigible, carezcan 
de ingresos económicos para acceder a una vivienda del mercado libre en su localidad.

En este sentido, resulta de especial mención, aclarar que el concepto de vivienda, tal y como éste se configura 
en la normativa de amparo, se refiere a una vivienda digna, de calidad, no solo en cuanto a su espacio 
físico, sino también en cuanto al conjunto de dotaciones y equipamientos que deben estar a disposición 
de los ciudadanos y ciudadanas.

Prueba de la realidad expuesta, y a título meramente enunciativo, que no limitativo, lo son la queja 13/4439; 
queja 14/4073; queja 14/4903; queja 14/5668; queja 14/6039; queja 15/0159; queja 15/0794; queja 15/0931; 
queja 15/0983; queja15/1258; queja 15/1334; queja 15/1413; queja 15/1483; queja 15/1544; queja 15/1612; 
queja 15/1735; queja 15/1742; queja 15/2073; queja15/2229; queja15/2317; queja 15/2464; queja 15/2583; 
queja 15/2666; queja15/2899; queja15/3067; queja 15/4495; queja 15/5309; queja 15/5310; queja 15/5310; 
queja 15/5862; queja 15/5913, ...

Muchas de estas quejas han de ser archivadas con carácter provisional, toda vez que por parte de los 
Servicios Sociales, se suelen dar los pasos necesarios, en aras a poder adjudicar una vivienda en régimen 
de alquiler social, a través de los procedimientos legalmente establecidos. Asimismo, se llevan a cabo 
otras actuaciones con las familias con la finalidad de colaborar en la búsqueda de soluciones a sus 
precarias economías. 

Como ejemplo de todo ello, podemos citar la queja 14/4903, en la que la interesada manifestaba que 
pertenecía a una familia monoparental, al encontrarse separada del padre de sus dos hijos. Contaba que 
tras la separación de su pareja tuvo que abandonar junto a sus hijos, la casa de su suegra, donde vivían. 
En ese momento, según explicaba, su tía les prestó ayuda, acogiéndolos en su domicilio. Sin embargo, al 
decidir ésta vivir con su pareja, tenían que abandonar el domicilio.

Continuaba diciéndonos que se encontraba asegurada como empleada de hogar por lo que podía asumir 
el coste de un alquiler de renta mínima. Sin embargo, no podía acceder a una vivienda a través del Registro 
Municipal de Viviendas Protegidas de VIMCORSA, por no tener recursos suficientes. Además, según sus 
propias manifestaciones, los Servicios Sociales que la atendía, no creían que tuviese derecho a que se 
le adaptase la renta de alquiler. Tampoco creían que su situación pudiera ser calificada de en riesgo de 
exclusión social.

Respecto a este caso, VIMCORSA, se pronunciaba en los siguientes términos:

“Esta señora se encuentra inscrita en el Registro Municipal de Demandantes de Vivienda Protegida 
de Córdoba tanto para viviendas protegidas de régimen general o especial, como para las viviendas 
de segunda ocupación de la Comunidad Autónoma, en régimen de alquiler, desde el pasado mes 
de septiembre de 2014.

En dicha inscripción se refleja, debidamente justificado, que la señora (...) se encuentra dentro 
del grupo de especial protección de familias monoparentales, y cumple todos los requisitos que 
exige la normativa de aplicación para acceder a una vivienda protegida del régimen solicitado.
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No obstante, en este Registro Municipal de Vivienda Protegida, actualmente figuran como 
demandantes de viviendas en régimen de alquiler 3.959 inscripciones que, como la Sra. (…),, 
cumplen los requisitos antes mencionados.

Para el caso de que no se le adjudique, con la necesaria inmediatez una vivienda protegida en 
régimen de alquiler, existe otra alternativa, y es que VIMCORSA cuenta con un Programa de Ayudas 
al alquiler, consistente en seis mensualidades de 150 euros, prorrogables otros seis meses, para 
aquellas personas que alquilan una vivienda en el mercado libre.”

Esta Institución, tras valorar la información recibida, hubo de decretar el archivo provisional de las actuaciones 
en la queja, al haberse activado el protocolo establecido para estos casos, en los que se pone de manifiesto 
la necesidad de vivienda justificada.

Otro botón de muestra lo tenemos en la queja 13/4439, en la que su promovente exponía que su unidad 
familiar estaba compuesta por cinco miembros, tres de los cuales, sus hijos, eran menores de edad (8, 6 
y 4 años). Los únicos ingresos con los que contaban, ascendían a la cantidad de 227,05 €., teniendo que 
abonar la cantidad de 300 euros en concepto de renta de alquiler. Como era obvio, les resultaba imposible 
atender el pago de la obligación arrendaticia.

Contaba asimismo, que se inscribió en el Registro de Demandantes de Vivienda Protegida de Provisa, si 
bien se le adelantó que en ese momento carecían de vivienda alguna que poder ofrecerle.

Lo único que, según nos decía, se le ofreció fue un alquiler con opción a compra, por el que tendría que 
abonar 200 euros mensuales, en concepto de renta. Además se le exigía el pago adicional de dos meses 
en concepto de fianza, el alta en los suministros de luz y agua, y la contratación de un seguro de hogar. A 
lo que había que añadir, que la vivienda no disponía de mobiliario y equipamiento alguno. La carencia de 
la necesaria disponibilidad económica, le obligó a rechazar la oferta.

De otra parte la interesada denunciaba la existencia de viviendas vacías en el municipio, unas porque 
habiendo sido adjudicadas en régimen de alquiler, sus inquilinos se encontraban residiendo en otra 
localidad. Otras, por su estado de deterioro, que las hacía inhabitables.

Tras la admisión a trámite de la queja, iniciamos la oportuna investigación ante el Ayuntamiento de Ubrique. 
Una vez vista con detenimiento la información que se nos trasladó, pudimos concluir que se habían llevado a 
cabo actuaciones concretas, en materia de servicios sociales, con el ánimo de tratar de buscar una solución 
al problema habitacional que afectaba a la interesada y su familia.

No obstante, pudiendo prever que la adjudicación a esta unidad familiar de una vivienda social, no se 
produciría con la urgencia que demandaba su delicada situación dada la existencia de personas menores 
afectadas, esta Institución, consideró oportuno formular al Ayuntamiento de referencia, de conformidad 
con lo establecido en el artículo 29.1 de la ley Reguladora de esta Institución, Resolución, consistente 
en Sugerencia, para que se adoptase cualquier otra medida alternativa, que bien pudiera ser, a título 
meramente ejemplificativo, una ayuda de emergencia al alquiler, a fin de evitar que la interesada y su familia 
se encontrasen sin un techo digno dónde poder vivir.

A la fecha de redacción de estas líneas, aún estamos esperando una respuesta a nuestra Resolución.

No obstante, con frecuencia asistimos a casos en los que las viviendas que se adjudican se encuentran en un 
estado precario no solo en cuanto a las instalaciones, sino también en cuanto a la carencia del equipamiento 
y las dotaciones que se antojan absolutamente imprescindibles para desarrollar una vida en condiciones 
mínimamente dignas o que no se adaptan a las particulares circunstancias de las personas demandantes, 
normalmente por razón de enfermedad o movilidad en las que se encuentran.

Así en la queja 15/5310, la interesada, junto con su marido vivían desde hacía más de veintidós años, en una 
casa prefabricada, ubicada en un barrio de Sevilla, que pertenecía a un grupo de titularidad de la Agencia 
de Vivienda y Rehabilitación de Andalucía (AVRA), y que hacía ya más de veintidós años fueron adjudicadas 
con carácter provisional, si bien, dicha provisionalidad había devenido en definitiva.

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/pedimos-al-ayuntamento-medidas-alternativas-a-la-necesidad-de-vivienda-de-una-familia
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Tanto ella como su marido eran personas mayores, -74 años de edad- que además se encontraban enfermos. 
Como consecuencia de una reyerta, con resultado de lesiones, entre su nieto y un vecino, y debido a las 
amenazas de muerte que sufrieron por parte de la familia de quien resulto agredido, se vieron obligados 
a abandonar la vivienda de la que eran adjudicatarios legales (a la que ni siquiera pudieron volver para 
recoger sus pertenencias, tras producirse la agresión).

Desde que tuvieran que abandonar su domicilio había solicitado insistentemente de los Servicios Sociales, 
que se le adjudicara una vivienda, o de no existir ésta, que se le pagará un alquiler en el mercado libre, 
con carácter temporal.

Después de un tiempo prolongado, la interesada, según sus propias manifestaciones, había sido propuesta 
para la adjudicación de una vivienda, también en la misma Barriada, de tres dormitorios y 66 metros. 
Propuesta ésta que aceptó.

Sin embargo, al parecer, no pudo formalizarse la adjudicación, toda vez que para ello se exigía, que en 
dicho domicilio convivieran con la interesada, su marido y su hijo y la familia de éste último. Lo cual en ese 
momento ya no resultaba posible por circunstancias personales, y familiares. Conformando pues su unidad 
familiar, la interesada y su marido, únicamente.

EMVISESA, por su parte, ratificaba esta última propuesta de adjudicación, informando a esta Institución, 
de que la resolución de la alcaldía para la adjudicación de una vivienda a la interesada, incluía a ésta, su 
marido, y la unidad familiar de su hijo. En consecuencia, para que pudiera formalizarse la adjudicación, 
debían figurar inscritos en el Registro como unidad familiar ella, su marido, su hijo, su nuera y sus nietos.

A la vista de los antecedentes concurrentes en este caso concreto, consideramos necesarios en aras a 
garantizar los derechos de esta familia, formular a EMVISESA Resolución, para que sin más demoras, y con la 
urgencia que demanda la situación, se procediera a adjudicar a la interesada la vivienda de tres dormitorios, 
ubicada en planta baja, y para el supuesto de que ello no resultara posible en aquellos momentos, por 
no encontrarse vacante la misma, se procediera a la adjudicación de otra, adaptada a las limitaciones de 
movilidad que afectaban a la interesada y su marido, debido a su avanzada edad y estado de salud.

A la fecha de redacción del presente informe, aun no se ha recibido una respuesta de la empresa municipal.

En otras ocasiones, es una interpretación excesivamente formalista de la normativa aplicable, la que hace 
que la Administración ponga trabas innecesarias, si quiera, para la inscripción en el Registro Público Municipal 
de Demandantes de Viviendas Protegidas que, como sabemos, es el instrumento a través del cual ha de 
llevarse a cabo la adjudicación de las viviendas así calificadas en nuestra Comunidad Autónoma, por más 
que la legislación aplicable también contempla excepciones, como después veremos.

Así, en la queja 13/6128 la interesada exponía que tenía 25 años, estaba casada, tenía un hijo de 5 años 
y se encontraba nuevamente embarazada y junto con su familia, ocupaban una vivienda titularidad de un 
banco en una urbanización nueva en Trigueros (Huelva). En total eran diez las familias ocupantes de otras 
tantas viviendas vacías. 

Tras solicitar la preceptiva información del Ayuntamiento de Trigueros, el mentado organismo nos participaba 
las actuaciones realizadas por los Servicios Sociales en el ámbito familiar de la interesada.

No obstante, llamó la atención de esta Institución, que este Ayuntamiento negara el acceso o inscripción 
de la interesada en el registro de demandantes de vivienda protegida, alegando como motivo, el hecho 
de “no estar trabajando”.

Pues bien, en contra de la posición mantenida por el citado Ayuntamiento al respecto, cabía invocar una 
serie de preceptos legales que, a nuestro juicio, sí amparaban se inscribieran como demandantes de 
viviendas protegidas en el RPMDVP, todo lo cual trasladamos a la citada Administración Municipal, mediante 
Resolución.

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/urge-una-vivienda-para-matrimonio-anciano
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/no-estaba-en-el-registro-de-viviendas-por-no-tener-ingresos-pedimos-su-inscripcion
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La respuesta a la Resolución formulada podía resumirse en la siguiente:

“Debemos aclarar que la circunstancia que impide inscribirse en el Registro de Demandantes de 
Vivienda Protegida es la ausencia total de ingresos, como consecuencia de no tener empleo por 
cuenta propia o ajena, pensión o prestación de ningún organismo (...)”

La reiterada posición mantenida por el Ayuntamiento, nos llevo, en aras a poder adoptar una resolución 
definitiva con las debidas garantías, a evacuar consulta a la Secretaría General de Vivienda, cuya respuesta 
se puede resumir en las siguientes líneas:

“(...) consideramos improcedente tanto la denegación de la inscripción, como que en su caso no 
se le permita participar en los procesos de adjudicación de viviendas, que por su carácter social 
fueran adecuadas para sus circunstancias familiares (...)”

A la vista de todo cuanto antecede, procedimos a reiterar ante el ayuntamiento afectado, el cumplimiento 
de la Resolución formulada por esta Defensoría. Aún desconocemos la respuesta municipal.

Por su parte, en la queja 14/5229, sus promotores nos indicaban que forman una familia con tres hijos 
menores, que en el momento de presentación de la queja contaban con 4, 6 y 11 años de edad. Ambos 
miembros de la pareja se dedicaban al trabajo agrícola en las campañas de recolección, encontrándose 
desempleados sin percibir prestación económica alguna desde hacía tiempo. Así, en 2014, tan solo habían 
encontrado empleo en la recolección de la aceituna durante unos días.

Los interesados nos explicaban que desde que habían formado su pareja nunca habían tenido una vivienda 
donde residir junto a sus hijos, por lo que habían estado en diferentes lugares, como la casa de familiares, 
vivienda de alquiler, e incluso durante unos meses estuvieron residiendo en una vivienda social que ocuparon 
y que abandonaron al poco tiempo. Desde el año 2005 eran demandantes de vivienda social. Indicaban 
también que los servicios sociales les habían tramitado diversas ayudas económicas que, sin embargo, 
eran cada vez más escasas y limitadas, resultándoles imposible acceder a una vivienda de alquiler, por lo 
que se les había tramitado la solicitud de vivienda social.

Finalizaban señalando, por un lado, que tenían conocimiento de la existencia, en La Puebla de Cazalla, de 
una vivienda de tres dormitorios adjudicada a una familia que residía desde hacía años fuera de Andalucía, 
sin ocuparla y negándose a hacer entrega de las llaves para que pudiera ser ocupada por otra familia 
necesitada. Por ello, dicha vivienda había sido asaltada y robada en varias ocasiones pero sin embargo 
aún seguían las Administraciones sin darle una solución, añadiendo además la localización exacta de la 
vivienda en cuestión.

Por otro lado señalaban que, en todo el tiempo que había transcurrido desde que registraron su demanda de 
vivienda, se habían adjudicado varias casas sin que ellos hubieran podido ser una de las familias beneficiarias.

Por todo ello, formulamos Recomendación, en orden a que se llevasen a cabo las actuaciones que 
resultasen necesarias para satisfacer la necesidad de vivienda que tenía acreditada esta unidad familiar, 
sin perjuicio de las unidades familiares residentes en ese municipio que tengan igual o mejor derecho, 
cuyas necesidades deben ser también atendidas. 

La respuesta municipal nos ha llegado a la fecha de cierre de esta Memoria Anual y en la misma, el 
Ayuntamiento nos dice que se hará lo posible para adjudicar una vivienda social adecuada a esta familia, 
aunque sigue sin haber disponibilidad de viviendas sociales en el municipio para adjudicar.

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/pedimos-que-se-atienda-la-necesidad-de-vivienda-de-esta-familia-en-espera-de-vivienda-publica-mas-de
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1.13.2.5 Deficiencias constructivas
En este apartado tienen cabida un importante número de quejas, entre las que merecen ser citadas, la 
queja 14/3370; queja 14/5621; queja 15/0804; queja 15/0839; queja 15/1931; queja 15/4570; todas ellas, 
con un denominador común, las deficiencias estructurales en los edificios: grietas en fachadas y techos, 
filtraciones, deficiencias estructurales graves, que han provocado en ocasiones el derrumbamiento de 
cubiertas, caídas de techos, llegando incluso a producirse el derrumbe de algunas viviendas.

Pues bien, lo más destacado de la problemática que comentamos, es que estas situaciones se mantienen 
durante años, pese a los compromisos de las administraciones implicadas (autonómica, municipal y estatal) 
de aportar soluciones, que si bien tienen su reflejo en convenios o acuerdos, lamentablemente éstos 
quedan, en algunos casos en papel mojado, y en otros se ejecutan parcialmente algunas de las obras de 
rehabilitación comprometidas, incumpliéndose sistemáticamente los plazos. Esta problemática se da, tanto 
en viviendas propiedad de la Administración como en viviendas de propiedad privada, cuyos titulares, al 
carecer de ingresos suficientes no pueden acometer sin ayuda pública, costosas obras como las necesarias 
para que los edificios de vivienda cuenten con condiciones dignas de seguridad y de adecuación.

Sirva como ejemplo la queja 15/1931 que se inició de oficio, al tener conocimiento esta Institución de la 
existencia de lagunas de aguas fecales en la vía pública en algunas calles de un barrio sevillano, considerado 
como barrio marginal.

Según contaban los distintos artículos que sobre este asunto se publicaron, estos hechos, se venían 
sucediendo desde finales del año 2014 y, consistían en la rotura de arquetas y canalizaciones de agua que 
sacaban a los zaguanes, soportales de los bloques y a la misma vía pública los residuos fisiológicos, de los 
residentes que viven en régimen de alquiler en estas viviendas sociales. Al parecer, las deficiencias de las 
conducciones se atribuían al mal uso de los residentes y a los estragos que causaban las ratas, las cuales 
se comían el material y rompían las infraestructuras.

La situación creada, preocupó sobre manera a esta Institución, toda vez que podrían estar viéndose 
conculcados derechos constitucionales como el previsto en el artículo 43, de protección a la salud, o el del 
artículo 49, a una vivienda digna e incluso el derecho a la integridad física del artículo 15.

A tenor de la normativa vigente, era el Ayuntamiento el que tenía atribuidas las competencias relacionadas con 
el control de la salubridad de los espacios públicos, y por tanto era quien habría de realizar las actuaciones 
oportunas, mediante los controles pertinentes, a fin de comprobar si existía algún riesgo para la salud de 
los vecinos por la causa que se describía, recabando en caso de que lo estimase necesario, la colaboración 
de los dispositivos correspondientes de la Administración Autonómica, la cual estaba llamada a prestar 
apoyo técnico a los municipios para el desarrollo de estas funciones.

En consecuencia, dirigimos nuestra solicitud de información ante el Ayuntamiento de Sevilla, y la Oficina 
de Rehabilitación Integral del Polígono Sur, a la vez que participamos nuestra intervención a la Agencia de 
Vivienda y Rehabilitación de Andalucía, y la Comisionada del Polígono Sur de Sevilla.

Tras examinar con detenimiento, la información recibida de las administraciones y organismos afectados, 
acogimos con satisfacción las medidas de choque adoptadas para resolver la problemática planteada, 
la coordinación llevada a cabo entre todas las administraciones implicadas y los proyectos de obras de 
rehabilitación que se iban a poner en marcha por AVRA, a finales del mes de septiembre.

Otro ejemplo lo tenemos en la queja 14/3930, siendo esta vez la afectada, una barriada constituida por 
viviendas plurifamiliares en bloques, de titularidad privada, situada en el municipio gaditano de Jerez. Sus 
promotores, la totalidad de los vecinos que habitan esta barriada unos 2000 aproximadamente, venían 
padeciendo desde hacía varios años la gravísima situación estructural en que se encontraban las viviendas 
afectadas por grietas en fachadas y techos, filtraciones, deficiencias estructurales graves, que habían 
provocado derrumbamientos de cubiertas, caídas de techos y, en algún caso, desplome de la vivienda. En 
la la fecha de la queja, se encontraban 9 viviendas desalojadas, lo que había evitado que se produjera una 
verdadera tragedia.

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/estan-actuando-para-evitar-las-aguas-fecales-en-publica-y-viviendas-en-el-poligono-sur-0
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Conocedores de todo ello, la Junta de Andalucía y el Ayuntamiento de Jerez desde 2009 habían suscrito 
varios acuerdos de colaboración a través de la figura de un Protocolo para la Rehabilitación Integral de la 
barriada, obras comprometidas que, según nos decían, se habían venido incumpliendo de forma sistemática.

Con posterioridad en mayo de 2011, se firmó un acuerdo de la comisión bilateral, Ministerio de Fomento, 
Junta de Andalucía con la colaboración del Ayuntamiento de Jerez para la financiación de las 94 viviendas 
que constituyen la primera fase del Área de Rehabilitación Integral del barrio, acogida al Plan Estatal de 
vivienda y rehabilitación 2009-2012 a abonar entre las administraciones durante el periodo 2011-2014, 
igualmente incumplido.

A lo largo de todo el año 2015, hemos continuado con la tramitación de la queja, habiendo podido conocer 
a la vista de la información obrante en el expediente, incluida la recabada tanto de la Asociación de Vecinos 
promotora de la queja, como de la Sra. Alcaldesa Presidenta del Ayuntamiento de Jerez, en visita efectuada 
por esta Defensoría el pasado día 9 de noviembre de 2015 a la Barriada que nos ocupa, y al Ayuntamiento 
de la Ciudad, la disposición de las Administraciones implicadas para continuar la rehabilitación de la Barriada 
con cargo al Presupuesto de 2016, con actuaciones similares a las ya ejecutadas y en una serie de bloques 
que tenían ya firmado convenio, mediante una addenda al Protocolo de 2009, aunque surgían dudas de 
si podría asumirse un compromiso de gasto destinado a estas obras de rehabilitación con cargo a un 
Presupuesto autonómico aún sin aprobar, a lo que añadimos también, con cargo a un Plan Autonómico 
de Vivienda pendiente de aprobación.

Finalmente, en nuestra visita, pudimos ver in situ, el estado de inhabitabilidad y de grave riesgo para los 
moradores de varias viviendas de la barriada que se encuentran apuntaladas por daños estructurales y 
desalojadas, dándonos una relación de los bloques en estas circunstancias, por lo que hemos vuelto a 
pedir información sobre las posibilidades de intervención que hubiera en estos bloques , ya sea con cargo 
a algunos de los Programas del futuro Plan Andaluz de Vivienda y Rehabilitación, pendiente de aprobar, ya 
sea al amparo de cualquier otra normativa. Del resultado final de nuestras actuaciones, daremos cuanta 
en la Memoria Anual de 2016.

1.13.2.7 Las viviendas protegidas públicas desocupadas
Muchas personas, en sus escritos de petición de ayuda a esta Defensoría, nos manifestan que saben o 
conocen de la existencia de viviendas protegidas públicas desocupadas en su localidad o no destinadas al 
fin social que han de tener las mismas, bien por estar cerradas y vacías, o al estar usándose sólo de manera 
esporádica por sus iniciales adjudicatarios o para servir de sitio de reunión de jóvenes, normalmente, hijos 
de la persona a la que en su día se le adjudicó la vivienda y cuya familia ya no vive allí al haber fijado su 
domicilio en otra.

Tras las investigaciones que llevamos a cabo con ocasión de quejas individuales, hemos podido comprobar 
que las viviendas de promoción pública, titularidad de la Agencia de la Vivienda y Rehabilitación de Andalucía 
que puedan destinarse a segunda ocupación por estar desocupadas, al menos formalmente, son muy 
escasas, ofertándose únicamente las que van quedando libres por diversos motivos, lo que unido a la lentitud 
que a veces afecta a la recuperación de oficio de estas viviendas y su posterior proceso de adjudicación 
hace que pueda tardarse meses, cuando no años, su nueva puesta a disposición de familia necesitada de 
acceder a una vivienda de estas características, con lo que nos encontramos con que la tasa de reposición 
del parque público residencial de titularidad autonómica, en la actualidad es prácticamente inexistente.

Sin embargo, la realidad que nos denuncian las personas necesitadas de vivienda protegida pública, es bien 
distinta, existen situaciones de desocupación y mal uso totalmente desconocidas por la Administración 
propietaria de las mismas.
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Hemos de destacar al respecto, que esta Institución, especialmente sensibilizada con la situación de 
emergencia habitacional que, desgraciadamente afecta a muchas familias andaluzas y, conscientes 
de la escasez de viviendas destinadas al alquiler social, no puede admitir que existan viviendas 
protegidas públicas que se encuentran desocupadas.

Esta situación, puede verse agravada por la lentitud en el desarrollo del proceso para su nueva adjudicación, 
lo que motiva que en el iter, en muchas ocasiones la vivienda sea ocupada de forma irregular, conculcándose 
de esta forma el derecho de las personas y familias en lista de espera que por la baremación de sus 
circunstancias económicas, personales y familiares pudieran resultar adjudicatarias legales al tener una 
mejor posición de partida.

Es por ello, por lo que esta Defensoría, con el propósito de combatir estas situaciones, siempre que 
tiene conocimiento, bien a través de las denuncias de los interesados en queja, bien a través de las 
denuncias recogidas en los medios de comunicación, promueve la oportuna investigación de oficio ante 
los organismos afectados.

Como buena parte de las denuncias que recibimos corresponden a viviendas desocupadas propiedad de 
AVRA, corresponde a este organismo proceder a la investigación y comprobación de los hechos denunciados 
para con posterioridad llevar a cabo las actuaciones legales que procedan encaminadas a que las viviendas 
en cuestión cumplan con el fin público que justificó su construcción. Parra ello, se suele pedir la colaboración 
municipal, esencialmente para llevar a cabo visitas de inspección en días alternos y en diversos tramos 
horarios a fin de comprobar la ocupación habitualidad o no de las personas adjudicatarias, los datos de 
empadronamiento etc.

No obstante, en la dilatada trayectoria de esta Defensoría investigando hechos de esta naturaleza, la 
colaboración municipal deja mucho que desear en algunas ocasiones. Tal fue el caso de la Queja 15/3887, 
promovida de oficio, al haber tenido conocimiento esta Oficina, de la existencia de viviendas de promoción 
pública presuntamente desocupadas en el municipio de La Carolina (Jaén). En su respuesta la Secretaría 
General de Vivienda, nos decía que las peticiones de colaboración realizadas al Ayuntamiento por parte 
de AVRA, en relación con el parque de vivienda de promoción pública en el municipio, no habían sido 
atendidas, lo que había dificultado la tarea de dar contenido veraz a los expedientes administrativos de 
recuperación de viviendas.

Afortunadamente, en el escrito final de respuesta, esta situación ya había sido resuelta, habiéndose iniciado 
una labor de colaboración entre ambas Administraciones que estaba dando como resultado el trabajar en 
coordinación para dar cumplimiento al fin social que debe tener el parque residencial público.

En cursos de investigación, tenemos también las siguientes quejas:

• Queja 15/5148. Esta queja fue iniciada de oficio por esta Institución al tener conocimiento, a través de una 
queja individual, de la posible existencia de viviendas desocupadas, en el municipio de Alcalá de Guadaíra.

• Queja 15/ 5413. Esta queja también fue promovida de oficio por esta Defensoría, al tener conocimiento a 
través de la tramitación de una queja individual, que existía una vivienda, ubicada en un barrio del municipio 
de Córdoba, que al no haber sido ocupada en ningún momento, por su legítimo adjudicatario, fue ocupada 
de forma irregular por un tercero. Quien a su vez, abandonó la misma. No obstante, al parecer, la vivienda 
seguía desocupada.

O la queja 14/1832, también incoada de oficio, al haber tenido conocimiento esta Institución de que en 
una urbanización sita en el municipio de Almensilla, cuyas viviendas, al parecer, estaban calificadas como 
protegidas en compraventa, después de 5 años, seguían muchas de ellas vacías y sin ocupar. Según la 
persona denunciante, las personas propietarias maquillaban su habitabilidad enlozando la entrada y 
poniendo flores, pero realmente seguían vacías (en cada calle, podía haber entre dos y tres casas vacías), 
sin contar las alquiladas ilegalmente, generando un enriquecimiento injusto a la propiedad que las alquilaba 
por 450 euros, pagando 247 de hipoteca.

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/viviendas-de-promocion-publica-presuntamente-desocupadas-en-la-carolina-jaen-abrimos-queja-de-oficio
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/actuamos-ante-la-denuncia-por-una-vivienda-vacia-en-municipio-sevillano
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/llamamos-la-atencion-sobre-la-necesidad-de-adjudicar-una-vivienda-publica-sin-ocupar-en-cordoba
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A la vista de la información recibida procedimos a emitir Resolución, a fin de que por la Delegación 
Territorial de la Consejería de Fomento y Vivienda en Sevilla, en el ejercicio de la función inspectora que 
tenía asignada, se promoviera la oportuna investigación, a fin de poder identificar aquellas viviendas de la 
promoción...., ubicada en el municipio de Almensilla, que se encuentran desocupadas por sus adjudicatarios, 
con la finalidad de que, en función del resultado de la inspección aludida, se adopten las medidas oportunas 
encaminadas a que las mismas cumplan con el fin de interés público que presidió su construcción.

A fecha de cierre de este Informe Anual, por la Secretaría General de Vivienda, se nos ha comunicado que 
se iniciaron actuaciones previas, tratándose de viviendas protegidas de iniciativa municipal y autonómica en 
venta promovidas por el Ayuntamiento de Almensilla, al amparo del Plan 2005-2008, habiéndose reclamado 
la colaboración del mismo para la realización de visitas programadas y periódicas, por lo que hemos de 
entender que nuestra recomendación ha sido aceptada.

1.13.2.8 Ocupaciones sin título de viviendas 
protegidas públicas y edificios sin concluir
Viene siendo habitual desde hace unos años, la solicitud o demanda de ayuda a la Defensoría de personas 
ocupantes ilegales de viviendas protegidas públicas para poder permanecer o regularizar su situación de 
ocupación y uso en la vivienda ocupada. La mayor parte de las veces, las personas interesadas alegan haber 
tenido que llegar a este extremo ante una necesidad urgente de vivienda, sin haber recibido respuesta 
positiva por parte de los poderes públicos. Es frecuente que se trate de mujeres solas con cargas familiares, 
con hijos e hijas menores, con carencia absoluta o semiabsoluta de ingresos que no podrán satisfacer este 
derecho a largo plazo sin ayuda de la Administración.

A este respecto, queremos efectuar una reflexión y es que, aún cuando este tipo de situaciones no puedan 
ser amparadas por esta Defensoría, por cuanto que el acceso como persona adjudicataria legítima de vivienda 
protegida pública solo debe efectuarse tras haber sido seleccionada conforme a los procedimientos legales 
de adjudicación, es una realidad el que si estas viviendas están vacías y sin ocupar, sin que la Administración 
tenga efectivamente controlado su patrimonio público residencial mediante la eficaz y eficiente gestión del 
mismo, habiendo tanta necesidad, indirectamente se incentiva a las personas y familias en situación de 
extrema y urgente necesidad de vivienda a que ocupen las mismas.

Ejemplo de algunas de estas situaciones los tenemos en la queja 15/5308, 15/983, 15/1905, 15/2073, 
15/5258, etc.

Finalmente, en el presente ejercicio, hay un incipiente grupo de quejas interpuestas por el vecindario 
de determinadas áreas, en las que existen edificaciones no finalizadas, que afean considerablemente 
los núcleos de población y facilitan el vertido de basuras y escombros. El malestar de los vecinos por la 
existencia de estas obras no acabadas se incrementa en algunos casos en que han sido ocupadas por 
grupos de personas que viven en condiciones precarias sin agua ni luz y con escasa higiene, con los riesgos 
sanitarios que ello conlleva. También se ha denunciado tráfico de drogas a baja escala, música a volumen 
elevado y amenazas al vecindario.

Estos conflictos de convivencia entre ambos grupos de vecinos también se producen, en ocasiones, en 
barriadas en las que no existen edificaciones por finalizar, aunque sí determinadas viviendas que han sido 
ocupadas a lo largo de los años.

El abordaje de las complejas situaciones a las que nos referimos requiere una intervención intersectorial, 
multidisciplinar y coordinada de los tres niveles de la Administración, estatal, en aquellas cuestiones que 
afectan a la seguridad y al orden público, Autonómica, en cuanto que es la que tiene las competencias 
exclusivas en materia del derecho a la vivienda y la local, indudablemente la más afectada, al residir en 
ella las competencias urbanísticas, a través de las cuales ha de velar por el cumplimiento de los diversos 
deberes urbanísticos de la propiedad de estos inmuebles y las competencias en materia social, dadas las 
situaciones de vulnerabilidad y de verdadera exclusión social en las que viven estas personas.

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/que-el-ayuntamiento-vea-cuantas-viviendas-estan-desocupadas-para-que-puedan-adjudicarse
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Estos supuestos se agravan, cuando se da la circunstancia de que los edificios abandonados y en esta 
situación, que mucho nos tememos se está dando en toda nuestra geografía andaluza, no tienen propietario 
conocido, por haber desaparecido la empresa promotora o encontrarse la misma en concurso de acreedores. 
Ejemplo de todo ello lo tenemos en la queja 14/4177, queja 15/3162, queja 15/4161, 15/4615 y 15/5623.

1.13.2.9 Cesión de viviendas de la SAREB y del Fondo 
Social de la Vivienda para el alquiler social en la 
comunidad autónoma de Andalucía
La necesidad de incorporar un mayor número de viviendas para alquiler social al escaso número 
existente actualmente en el parque público de viviendas de Andalucía, es una constante que 
viene siendo reiterada por el Defensor del Pueblo Andaluz, máxime teniendo en cuenta que venimos 
asistiendo en los últimos años, a un aumento sin precedentes de la demanda de viviendas sociales, debido 
al empobrecimiento de la sociedad andaluza, existiendo un amplio sector de población que no puede 
acceder por sus propios medios a las viviendas de régimen libre.

Ello nos ha llevado a considerar como una opción más a tener en cuenta para poder disponer de un 
mayor número de viviendas que puedan cederse a las personas con menor poder adquisitivo en 
régimen de alquiler, a las existentes en poder de la Sociedad de Gestión de Activos Procedentes de 
la Reestructuración Bancaria (SAREB) y del Fondo Social de Viviendas (FSV), al haber tenido noticias de 
que dicha sociedad traspasaría de forma temporal la gestión de otras 2.000 viviendas a las administraciones 
regionales y locales para destinarlos a usos sociales. Estas 2000 viviendas se suman a otro número similar 
de viviendas que la SAREB destinó en 2013 para el mismo fin.

Cabe destacar que la normativa andaluza en materia de vivienda ha previsto expresamente la incorporación 
de bolsas de viviendas vacías al parque residencial, estableciendo medidas de fomento para evitar la 
existencia de viviendas deshabitadas.

Además, en las Jornadas de Coordinación de las defensorías del pueblo, celebradas en el mes de septiembre 
de 2015 en Santander, se realizaban algunas propuestas relacionadas con la SAREB y con el Fondo Social 
de la Vivienda, tales como que “debe considerarse que la SAREB y el Fondo Social de Viviendas son elementos 
determinantes de la política de vivienda, y que las bolsas de vivienda en su poder, así como las que se encuentran 
en manos de las entidades financieras, están especialmente sujetas a la función social de los inmuebles residenciales 
dada la vinculación de esos activos con la política económica y financiera”, o que debe “intensificarse la difusión 
del Fondo Social de Viviendas y su conocimiento por el público; ampliar los supuestos y flexibilizar los requisitos 
para que las personas y familias que han perdido sus viviendas puedan acceder a las que nutren el FSV”.

A la vista de cuanto antecede, hemos procedido a incoar de oficio la queja 15/6039, ante la Consejería de 
Fomento y Vivienda de la Junta de Andalucía, las ocho Diputaciones Provinciales y ante los 29 ayuntamientos 
andaluces cuyos municipios contaban con más de 50.000 habitantes.

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/preguntamos-por-la-incorporacion-de-viviendas-de-la-sareb-y-del-fondo-social-de-la-vivienda-al
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